
española y estadounidense, y aprobadas por la Comisión Técni­
ca Mixta Hispano-Norteamericana. Igualmente, CAMPSA podrá 
comprobar la calidad y cantidad de las descargas de productos 
de aviación destinados a reposición y las de todos los productos 
destinados a ser bombeados por el oleoducto.

En esta instalación receptora, y sin formar parte de las fa­
cilidades concedidas a las Fuerzas de los Estados Unidos, existe 
una tubería de 16” que comunica directamente el muelle con 
los depósitos de combustible de CAMPSA situados fuera del 
recinto de la base naval de Rota, para cuya utilización serán 
asimismo aplicables las normas anteriores.
8. Adquisición de productos por parte de la Marina española

La Armada española puede adquirir para su uso productos 
petrolíferos de las existencias propiedad del Gobierno de los 
Estados Unidos en las instalaciones navales relacionadas en los 
puntos 1.1.1, 1.1.2 y 1.2 de este anexo, al precio y en las con­
diciones acordadas por las autoridades competentes de ambos 
Gobiernos, teniendo en cuenta lo establecido en el punto 4.7 
o reemplazándolas en especie de acuerdo con las especificacio­
nes militares de los Estados Unidos.

9. Responsabilidades en las bases aéreas
Las Fuerzas de los Estados Unidos serán responsables del 

manejo, administración y mantenimiento: de las instalaciones 
de productos petrolíferos incluidas en el punto 1.1.3 de este 
anexo. Esta responsabilidad incluye la supervisión y control de 
la calidad y cantidad de productos petrolíferos de las Fuerzas 
de los Estados Unidos, así como el desarrollo y establecimiento 
de las normas técnicas de seguridad correspondientes.

9.1. Las Fuerzas Aéreas Españolas y de los Estados Unidos 
estudiarán conjuntamente un programa con el fin de que el 
personal de las Fuerzas Aéreas Españolas esté capacitado para 
hacerse cargo de las instalaciones del punto 1.1.3 de este anexo, 
bien por expiración del Tratado, o bien por otra causa que 
determine la cesión del uso de las instalaciones.

10. Suministros de productos a las Fuerzas Aéreas
10.1. CAMPSA podrá extraer combustibles de aviación, in­

cluyendo «J-P4», de las facilidades de combustible de la base 
naval de Rota, a través de una instalación construida a expen­
sas de CAMPSA para el abastecimiento de combustible de avia­
ción de la base aérea de Jerez de la Frontera, previo acuerdo 
entre la Fuerza Aérea y la Marina españolas y la Fuerza Aérea 
y la Marina de los Estados Unidos, reintegrando el producto 
en especie en la forma indicada en el párrafo 3 de este anexo.

10.2. Si en algún momento fuese necesario que las Fuerzas 
de los Estados Unidos abastecieran directamente a los aviones 
de las Fuerzas españolas, en cualquiera de las facilidades ame­
ricanas relacionadas en el párrafo 1 de este anexo, se llevará 
a cabo dicho repostado quedando sujeto al pago en metálico o 
a su reposición en especie, en este último caso de conformidad 
con las especificaciones y normas militares de Estados Unidos, 
de acuerdo con lo señalado en el punto 3 de este anexo.

10.3. Si por circunstancias especiales algún avión comercial 
español fuera autorizado a tomar tierra en la base naval de 
Rota, se le facilitará el combustible que precise abonando el 
importe del producto al precio establecido en la base, sin re­
cargo alguno.

11. Financiación de las facilidades
El costo de manejo y mantenimiento de las instalaciones de 

productos petrolíferos relacionadas en el párrafo 1 de este ane­
xo, será sufragado por el Gobierno responsable del manejo, ad­
ministración y mantenimiento de la correspondiente instalación.

Madrid, 19 de diciembre de 1978.

Por el Gobierno de España, 
Marcelino Oreja Aguirre 

Ministro de Asuntos Exteriores

Por el Gobierno de los Estados 
Unidos de América, 
Terence A. Todman 

Embajador de Estados Unidos 
en Madrid

Los presentes anexos entraron en vigor el 19 de diciembre 
de 1978, fecha de su firma y reemplazan a los anexos de proce­
dimiento números XI y XII del Acuerdo de Desarrollo del ca­
pítulo VIII del Convenio de Amistad y Cooperación entre Es­
paña y Estados Unidos de 6 de agosto de 1970. Esta publicación 
completa la realizada en el «Boletín Oficial del Estado» núme­
ro 267, de 6 de noviembre de 1976.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 18 de enero de 1979.—El Secretario general técnico, 

Juan Antonio Pérez-Urruti Maura.

MINISTERIO DE OBRAS 
PUBLICAS Y URBANISMO

2886 REAL DECRETO 3288/1978, de 25 de agosto, por el 
que se aprueba el Reglamento de Gestión Urbanís­
tica para el desarrollo y aplicación de la Ley sobre 
Régimen del Suelo y Ordenación Urbana.

La disposición final, sexta del texto refundido de la Ley 
sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por 
Real Decreto mil trescientos cuarenta y seis/mil novecientos 
setenta y seis, de nueve de abril, establece que el Gobierno 
dictará por Decreto, a propuesta del Ministro de la Vivienda, 
en la actualidad de Obras Públicas y Urbanismo, y previo dic­
tamen del Consejo de Estado, el Reglamento general o, en su 
caso, los Reglamentos parciales que estime oportunos para el 
desarrollo y aplicación de la Ley.

En cumplimiento de este mandato se han desarrollado los 
preceptos de la Ley que hacen referencia a la gestión urba- 
nística, siguiendo el orden establecido por el texto legal.

El presente Reglamento se compone de seis títulos, y en el IV 
se desarrolla incluso el tema de valoraciones, aun cuando por 
expreso cumplimiento de los Pactos de la Moncloa puede verse 
afectado fundamentalmente por la correspondiente Ley en pro­
yecto; pero, hasta tanto se apruebe ésta, resulta obligado re­
gular un tema tan importante como el de valoraciones, a fin 
de poder aplicar adecuadamente las previsiones de la Ley del 
Suelo, ya que es imprescindible en esta materia el desarrollo 
reglamentario.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Obras Públicas y 
Urbanismo, de conformidad con el dictamen del Consejo de 
Estado, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su 
reunión de veinticinco de agosto de mil novecientos setenta y, 
ocho,

DISPONGO:

Artículo único.—Se aprueba el Reglamento de Gestión Urba­
nística para el desarrollo y aplicación de la Ley sobre Ré­
gimen del Suelo y Ordenación Urbana, cuyo texto se inserta a 
continuación.

Dado en Palma de Mallorca a veinticinco de agosto de mil 
novecientos setenta y ocho.

JUAN CARLOS
El Ministro de Obras Públicas y Urbanismo,

JOAQUIN GARRIGUES WALKER

REGLAMENTO DE GESTION URBANISTICA 

TITULO PRIMERO 

Disposiciones generales 
CAPITULO PRIMERO 

Sujetos y modalidades de gestión 
SECCION 1. PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 1.

1. La ejecución del planeamiento urbanístico corresponde, 
dentro de sus respectivas esferas de actuación, a la Adminis­
tración del Estado, a las Entidades locales, a las Entidades ur­
banísticas especiales y a los particulares.

2. Las Administraciones urbanísticas suscitarán, en la me­
dida más amplia posible, ]a iniciativa privada y la sustitui­
rán cuando ésta no alcanzase a cumplir los objetivos necesa­
rios, con las compensaciones que la Ley establece.

Artículo 2.

1. La ejecución de los Planes de ordenación por el Estado 
se realizará a través del Ministerio de Obras Públicas y Urba­
nismo y de sus Centros directivos, Organismos autónomos y 
Empresas públicas a las que se confíe tal misión.

2. Tanto estas actuaciones de ejecución como las que lleven 
a cabo otros Departamentos ministeriales, Organismos autóno­
mos o Empresas públicas adscritas a los mismos se realizarán 
de conformidad con las previsiones y en el tiempo señalado 
en el planeamiento correspondiente.



Artículo 3.

1. Corresponde específicamente a la Administración del Es­
tado la gestión del planeamiento de nivel nacional y de los Pla­
nes directores territoriales de coordinación, sin perjuicio de que 
transfiera sus competencias a otras Entidades territoriales me­
diante descentralización, desconcentración u otras modalidades 
de encomienda de funciones reconocidas por el derecho apli­
cable.

2. En la ejecución del planeamiento de nivel municipal o in­
termunicipal, la Administración del Estado proporcionará ayuda 
técnica y financiera a las Entidades locales, se subrogará en 
el ejercicio de las competencias locales en los supuestos pre­
vistos por la Ley del Suelo, y realizará las obras e instala­
ciones de servicios que sean de su competencia con los carac­
teres y en los plazos previstos, salvo que dicha realización haya 
sido transferida a las Corporaciones interesadas en las modali­
dades previstas en el número anterior.

Artículo 4.
1. Para la ejecución de los Planes, la Administración del 

Estado podrá constituir Entidades urbanísticas especiales o 
crear órganos específicos, cumpliendo en cada caso los requisi­
tos previstos por la legalidad en vigor.

2. Podrá, igualmente, a los fines de cooperar en la ejecu- 
ción a cargo de las Entidades locales, constituir con ellas 
Consorcios o Sociedades.

Artículo 5.
Corresponde a las Entidades locales, individualmente o aso­

ciadas entre sí, la ejecución de los Planes municipales e inter­
municipales y la realización, a título de competencia propia o 
por encomienda del Estado, de obras y servicios previstos en 
el planeamiento de carácter superior.
Artículo 6.

1. Las Diputaciones Provinciales y los Cabildos Insulares 
podrán participar en la elaboración de los Planes directores 
territoriales de coordinación y en la ejecución de obras y 
servicios previstos en ellos, cuando el ámbito territorial de los 
mismos afecte a la totalidad o parte del respectivo territorio 
provincial o insular.

2. En el desarrollo de las competencias urbanísticas muni­
cipales, corresponde a las Diputaciones Provinciales propor­
cionar ayuda técnica y financiera a los Municipios, mediante 
su actividad de cooperación. Podrán también subrogarse en 
el ejercicio de las competencias municipales en los supuestos y 
con el procedimiento establecidos en la Ley del Suelo.
Artículo 7.

1. Los Ayuntamientos podrán asumir la gestión urbanística 
a través de sus órganos de gobierno ordinarios o constituir 
Gerencias con este objeto. Para el desarrollo de actuaciones 
establecidas en el planeamiento, podrán igualmente crear ór­
ganos especiales de gestión, Fundaciones públicas de servicios, 
Sociedades, o utilizar las demás modalidades gestoras previstas 
en el Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales.

2. Podrán igualmente mancomunarse con otros Municipios, 
y el Estado podrá disponer la agrupación obligatoria de los 
mismos en los casos determinados en la Ley de Régimen Local.

3. Para el desarrollo de actividades de interés para su po­
blación, y que no sean de su competencia exclusiva, podrán 
constituir Consorcios con Entidades de diferente orden o na­
turaleza.
Artículo 8.

1. Los particulares, individualmente o agrupados en Entida­
des urbanísticas colaboradoras, asumirán las facultades y debe­
res que les confiere la Ley del Suelo y el planeamiento en orden 
a la ejecución de éste.

2. Las Entidades urbanísticas colaboradoras podrán igual­
mente realizar tareas de conservación y administración de las 
unidades residenciales creadas y de bienes y servicios que 
formen parte de su equipamiento.

3. La Administración del Estado fomentará la iniciativa 
privada en la ejecución de los planes y la participación ciuda­
dana en todas las fases de la gestión del urbanismo.

SECCION 2. MANCOMUNIDADES Y AGRUPACIONES URBANISTICAS

Artículo 9.
1. Las Diputaciones Provinciales podrán participar en Man­

comunidades constituidas por Ayuntamientos de su provincia

para cooperar en el desarrollo de las competencias urbanísticas 
municipal y provincial sobre áreas determinadas sometidas 
a elaboración o ejecución del planeamiento.

2. Las Diputaciones Provinciales impulsarán la constitución, 
por los órganos y mediante el procedimiento correspondiente de 
Mancomunidades o, en su caso, de Agrupaciones forzosas de 
Municipios.

Artículo 10.

1. Las Mancomunidades y Agrupaciones urbanísticas pue­
den tener por objeto:

a) Alguno o algunos de los fines previstos en el artícu­
lo 21, 2, del presente Reglamento.

b) Elaboración y ejecución del planeamiento de carácter 
intermunicipal.

c) La ejecución o conservación de obras urbanísticas y 
el desarrollo de servicios complementarios en áreas o polígonos 
pertenecientes a más de un término municipal, cuando se cons­
tituyan nuevos núcleos urbanos.

2. Los Municipios integrados pueden, previo acuerdo favo­
rable del órgano de gobierno de la Mancomunidad, transferir a 
la misma la titularidad o el mero ejercicio de competencias 
urbanísticas o relativas a actividades de carácter complemen­
tario.

3. En las mismas condiciones, los Municipios integrados en 
una Agrupación forzosa podrán transferir a ésta funciones no 
incluidas en el objeto inicial de la Agrupación.

Artículo 11.

1. Las Mancomunidades o Agrupaciones urbanísticas podrán 
acordar, previos los trámites establecidos en su ordenamiento 
peculiar, la imposición de tasas y contribuciones especiales 
previstas en la legislación local, cuando establezcan servicios 
o realicen obras que legitimen dicha imposición.

2. Los Municipios integrados podrán delegar en la Manco­
munidad o Agrupación, una vez acordada por aquéllos, la impo­
sición de tributos de naturaleza urbanística, la liquidación y 
recaudación de los mismos.

3. Además de lo dispuesto en la legislación local, los gastos
de la gestión urbanística de la Mancomunidad o Agrupación
podrán cubrirse con:

a) La participación en tributos municipales que tengan rela­
ción con las competencias de los Ayuntamientos integrados 
que hayan sido asumidas por la Mancomunidad o Agrupación.

b) Las subvenciones que, a título de cooperación a los
servicios municipales, acuerde la Diputación Provincial corres­
pondiente.

c) Las subvenciones que la Administración del Estado
acuerde a tenor de lo dispuesto en el artículo 193 de la Ley del 
Suelo.

SECCION 3. CONSORCIOS URBANISTICOS

Artículo 12.

1. Las Administraciones públicas podrán consorciarse para 
el desarrollo de fines propios de la gestión y ejecución de ac­
tividades urbanísticas.

2. A los Consorcios se podrán incorporar particulares, pre­
vio convenio acerca de las bases que hayan de regir su ac­
tuación.

3. Tanto el acuerdo a que se refiere el número anterior 
como los demás actos necesarios para la constitución definitiva 
del Consorcio requerirán:

a) Que la actividad cuyo desarrollo se aborda en común 
esté dentro de la esfera de capacidad de los sujetos consor- 
ciados.

b) Que cada uno de dichos sujetos cumpla con los requisi­
tos que la legislación que le sea aplicable establezca como ne­
cesarios para obligarse contractualmente y para disponer de 
fondos de su propiedad o a su cargo.

Artículo 13.

Los Consorcios urbanísticos pueden tener por objeto una 
o varias de las finalidades siguientes:

a) Elaborar estudios y realizar trabajos de promoción urba­
nística de áreas, zonas o polígonos determinados.

b) Abordar la formación y ejecución de Planes parciales o 
especiales y programas de actuación urbanística.



c) Unificar tareas de gestión del desarrollo urbanístico de 
áreas o de polígonos, aunque sea sin asumir de modo directo 
funciones de ejecución del planeamiento, colaborando con la 
Administración o Administraciones urbanísticas que sean com­
petentes por razón de la materia o del territorio.

d) Realizar obras de infraestructura urbanística.
e) Crear o gestionar servicios complementarios de urbaniza­

ciones.
f) Cuidar de la conservación de nuevas urbanizaciones, ges­

tionando de modo unificado las competencias o deberes propios 
de los miembros del Consorcio.

Artículo 14.
1. Los Consorcios urbanísticos realizarán sus actividades en 

nombre propio o en nombre de los sujetos consorciados, según 
las disposiciones establecidas en sus bases de constitución.

2. Los Entes consorciados podrán encomendar al Consorcio 
cualesquiera otras actividades cuyo ejercicio no tenga el ca­
rácter de intransferible, según lo que al respecto disponga la 
legislación en cada caso aplicable.

3. En ningún caso podrá delegarse en el Consorcio la potes­
tad de establecer tributos, pero sí se le podrá encomendar la 
recaudación unificada de aquellos que graven el suelo o su apro­
vechamiento, pudiendo en este caso recurrir a la vía de apremio.

4. Los Entes consorciados no pueden delegar en el Consorcio 
la potestad expropiatoria, si bien pueden encomendarle la ges­
tión de las expropiaciones que los mismos acuerden.

5. Cuando el Consorcio establezca servicios susceptibles de 
aprovechamiento individualizado, podrá imponer y recaudar las 
contraprestaciones correspondientes.

SECCION 4. GERENCIAS URBANISTICAS

Artículo 15.

1. Podrán constituir Gerencias de urbanismo las Adminis­
traciones Central, Local e Institucional, para el mejor des- 
arrollo de las competencias urbanísticas que el ordenamiento 
les haya confiado.

2. El régimen de Gerencia urbanística llevará consigo una 
diferenciación orgánica, funcional o amoas cosas a la vez, 
respecto, de la organización y funciones generales propias del 
Ente público que la constituya.

3. La Gerencia urbanística podrá consistir en un órgano de 
carácter individual o colegiado o en una Entidad con personali­
dad y patrimonio propio.

4. En la creación de Gerencias se observarán las previsio­
nes establecidas en cada caso por la legislación peculiar de la 
Entidad o Entidades que acuerden su constitución.

Artículo 16.

1. Las Gerencias constituidas por la Administración estatal 
o institucional tendrán por objeto la realización de actividades 
generales o específicas en todo el territorio nacional o en áreas 
territoriales determinadas.

2. Las Gerencias podrán tener una duración indefinida o 
temporal, quedando en este último caso extinguidas al finalizar 
los trabajos que les hubieren sido encomendados.

3. Las Gerencias urbanísticas de la Administración estatal o 
institucional podrán asumir, especialmente, las funciones de 
dirección y ejecución de las obras de acondicionamiento y con­
servación de las áreas o polígonos residenciales, industriales o 
de servicios previstos en los planes de ordenación correspon­
dientes.

4. Cualquiera que fuese la forma adoptada para la cons­
titución de las Gerencias, la Administración que las constituya 
no podrá descentralizar, desconcentrar o delegar en ellas funcio­
nes de dirección superior y fiscalización de la gestión que se les 
encomiende.

Artículo 17.

1. La Administración del Estado podrá constituir y dotar 
Gerencias de urbanismo de ámbito comarcal, con la función de 
prestar asistencia técnica permanente a los Municipios com­
prendidos en el área, en el desarrollo de sus competencias ur­
banísticas.

2. La constitución y sostenimiento de las Gerencias a que 
se refiere este artículo podrá realizarse en común por la Admi­
nistración del Estado y la Diputación Provincial correspondien­
te, previo el oportuno convenio. Las Gerencias así constituidas 
se encuadrarán en la organización estatal o provincial, en aten­
ción al carácter predominante de los fondos de sostenimiento.

Artículo 18.

1. Para la institución del régimen de Gerencia urbanística 
municipal o provincial, se seguirá el siguiente procedimiento:

a) El acuerdo de solicitad será adoptado por la Corporación 
en pleno.

b) A la petición se acompañará Memoria justificativa de la 
propuesta, con exposición de sus planes operativos y objetivos, 
régimen funcional y estudio económico-financiero con expresión 
de los recursos proyectados.

c) El expediente se elevará al Ministro del Interior, quien, 
previo informe del de Obras Públicas y Urbanismo, lo someterá 
con su propuesta a aprobación del Consejo de Ministros.

d) El acuerdo por el que se constituya la Gerencia urbanís­
tica determinará las facultades del Gerente y el régimen de re­
cursos contra sus actos y resoluciones, en los términos estable­
cidos en la legislación de régimen local.

2. El Gerente será designado por el Ministro del Interior a 
propuesta de la Corporación. La designación podrá recaer en un 
miembro de la misma o en quien no ostentare tal carácter, 
siempre que uno y otro estuvieren especialmente capacitados.

3. En la Gerencia se integrarán, además, de acuerdo con 
las posibilidades financieras de la Entidad creadora y, en su 
caso, de los auxilios económicos con que cuente, los efectivos 
personales, de carácter pluridisciplinar y especializado, que re­
quiera la función ejecutiva y la de asesoramiento y apoyo a la 
actuación del Gerente.

Artículo 19.

Los Municipios podrán otorgar a las Gerencias urbanísticas 
todas o alguna de las facultades siguientes:

a) Funciones instrumentales de carácter técnico, cuya deci­
sión corresponda en último término al Ayuntamiento, tales 
como:

— Elaborar proyectos de Planes de ordenación, estudios de 
detalle y proyectos de urbanización.

— Ejecutar Planes y programas.
— Redactar, tramitar y ejecutar proyectos de expropiación 

forzosa.
— Preparar y proponer a la aprobación de las autoridades 

competentes cualquier clase de documentos y proyectos de 
índole urbanística que deba redactar el Ayuntamiento.

b) Funciones que impliquen ejercicio de autoridad y que le 
sean transferidas mediante descentralización funcional, como:

— Señalamiento de alineaciones y rasantes.
— Concesión de licencias urbanísticas.
— Expedición de cédulas urbanísticas.
— Ejercicio de la inspección urbanística.

c) La gestión del Patrimonio municipal del suelo, a cuyo 
fin podré adquirir, poseeer, reivindicar, administrar, gravar y 
enajenar toda clase de bienes; así como asumir titularidades 
fiduciarias de disposición, correspondiendo las dominicales al 
Municipio.

Artículo 20.

1. Las Gerencias urbanísticas podrán también ser institui­
das mediante el acuerdo en común de varios Municipios, por 
sí solos o, además, con la Diputación Provincial correspondien­
te, para fines de carácter temporal o permanente.

2. Podrán también crear Gerencias urbanísticas las Enti­
dades municipales de carácter comarcal o metropolitano y las 
Mancomunidades provinciales, constituidas con sujeción a lo 
dispuesto en la legislación de régimen local.

3. En uno y otro caso será de aplicación lo dispuesto en los 
dos artículos precedentes de este Reglamento.

SECCION 5. PERSONIFICACION DE FORMA SOCIETARIA 

Artículo 21.

1. Las Administraciones urbanísticas podrán crear, conjunta 
o separadamente, Sociedades anónimas cuando así convenga a 
la promoción, gestión o ejecución de actividades urbanísticas. 
El acuerdo de creación, así como, en su caso, el de participa­
ción en la Sociedad ya creada, se regirá por la legislación que 
a cada Entidad le sea aplicable.



2. Podrá, especialmente, encomendarse a las Sociedades 
constituidas por las Administraciones urbanísticas:

a) La realización de obras de infraestructura y dotación 
de servicios en un área o polígono determinados de actuación 
urbanística.

b) La promoción y gestión de urbanizaciones, con indepen­
dencia del sistema que se adopte para la elaboración y eje- 
cución del planeamiento urbanístico.

3. La participación pública en las Sociedades a que este 
artículo se refiere habrá de ser en todo caso mayoritaria.

Artículo 22.

1. Podrán también participar las Administraciones urbanís­
ticas en cualesquiera otras Sociedades constituidas, con limita­
ción de responsabilidad, por particulares para el desarrollo de 
fines de naturaleza urbanística.

2. En los supuestos a que este artículo se refiere, la par­
ticipación administrativa podrá no ser mayoritaria. Si recibie­
sen especiales atribuciones por parte de la Administración com- 
petente, la Sociedad podrá quedar sometida al vínculo específico 
de control o sujeción que se determine, con la finalidad de 
adecuar tales atribuciones a los fines de interés público.

Artículo 23.

La Administración competente podrá entregar a las Socie­
dades urbanizadoras las concesiones de servicio convenientes, a 
fin de que con su explotación obtengan la retribución de la obra 
urbanizadora.

SECCION 6. ENTIDADES URBANISTICAS COLABORADORAS 

Artículo 24.

1. Los interesados podrán participar en la gestión urbanís­
tica mediante la creación de Entidades urbanísticas colabora­
doras.

2. Son Entidades urbanísticas colaboradoras:
a) Las Juntas de Compensación.
b) Las Asociaciones administrativas de propietarios en el 

sistema de cooperación.
c) Las Entidades de conservación.
3. Las Entidades urbanísticas colaboradoras se regirán por 

sus Estatutos y por lo dispuesto en esta sección, sin perjuicio 
de la aplicación de los preceptos específicos contenidos en los 
capítulos II y III del título V de este Reglamento para las 
Juntas de Compensación y Asociaciones administrativas de pro­
pietarios en el sistema de cooperación y de las previsiones esta­
blecidas en el capítulo IV del título II para la conservación de 
las obras de urbanización.

Artículo 25.

1. La constitución de las Juntas de Compensación y de las 
Asociaciones administrativas de propietarios en el sistema de 
cooperación se acomodarán a lo previsto en las disposiciones 
contenidas en los respectivos sistemas de actuación.

2. Las Entidades de conservación de las obras de urbaniza­
ción podrán constituirse como consecuencia de la transforma­
ción de alguna Entidad preexistente de las enunciadas en el 
número anterior o, específicamente para dichos fines, sin que 
previamente se haya constituido una Entidad para la ejecución 
de las obras de urbanización.

3. Será obligatoria la constitución de una Entidad de con­
servación siempre que el deber de conservación de las obras de 
urbanización recaiga sobre los propietarios comprendidos en un 
polígono o unidad de actuación en virtud de las determinacio­
nes del Plan de ordenación o bases del programa de actuación 
urbanística o resulte expresamente de disposiciones legales. 
En tales supuestos, la pertenencia a la Entidad de conserva­
ción será obligatoria para todos los propietarios comprendidos 
en su ámbito territorial.

Artículo 26.

1. Las Entidades urbanísticas colaboradoras tendrán carác­
ter administrativo y dependerán en este orden de la Adminis­
tración urbanística actuante.

2. La personalidad jurídica de las Entidades urbanísticas 
colaboradoras se entenderá adquirida a partir del momento 
de su inscripción en el correspondiente Registro.

Artículo 27.

1. La constitución de las Entidades urbanísticas colabora­
doras, así como sus Estatutos, habrán de ser aprobados por 
la Administración urbanística actuante.

2. El acuerdo aprobatorio de la constitución se inscribirá 
en el Registro de Entidades Urbanísticas Colaboradoras que 
se llevará en las respectivas Comisiones Provinciales de Ur­
banismo, donde asimismo se archivará un ejemplar de los Es­
tatutos de la Entidad autorizado por funcionario competente.

3. Los nombramientos y ceses de las personas encarga­
das del gobierno y administración de la Entidad se inscribirán 
también en dicho Registro.

4. La modificación de los Estatutos requerirá aprobación 
de la Administración urbanística actuante. Los acuerdos res­
pectivos, con el contenido de la modificación, en su caso, 
habrán de constar en el Registro.
Artículo 28.

La transmisión de la titularidad que determine la pertenen­
cia a cualquiera de los tipos de Entidades urbanísticas cola­
boradoras llevará consigo la subrogación en los derechos y 
obligaciones del causante, entendiéndose incorporado el adqui- 
rente a la Entidad a partir del momento de la transmisión.
Artículo 29.

Los acuerdos de las Entidades urbanísticas colaboradoras 
se adoptarán por mayoría simple de cuotas de participación, 
salvo que en los Estatutos o en otras normas se establezca 
un quórum especial para determinados supuestos. Dichos acuer­
dos podrán impugnarse en alzada ante la Administración ur­
banística actuante.
Artículo 30.

1. La disolución de las Entidades urbanísticas colaboradoras 
se producirá por el cumplimiento de los fines para los que 
fueron creadas y requerirá, en todo caso, acuerdo de la Ad­
ministración urbanística actuante.

2. No procederá la aprobación de la disolución de la Enti­
dad mientras no conste el cumplimiento de las obligaciones que 
estén pendientes.

CAPITULO II

Requisitos generales para la ejecución
SECCION 1. FUNCION LEGITIMADORA DEL PLANEAMIENTO 

Artículo 31.
1. Para la ejecución de los Planes generales en suelo ur­

bano será suficiente que éstos contengan los requisitos señala­
dos en el artículo 12, 2, 1, de la Ley del Suelo.

2. Las actuaciones en suelo urbanizable programado requie­
ren la previa aprobación del Plan parcial del sector correspon­
diente.

3. En el suelo urbanizable no programado sólo podrá actuar­
se mediante la aprobación de programas de actuación urbanís­
tica y de los correspondientes Planes parciales para su eje­
cución.

4. La ejecución de los sistemas generales integrantes de 
la estructura general y orgánica del territorio se llevará a cabo, 
bien directamente, mediante la aprobación de Planes especiales, 
bien mediante su inclusión en los sectores correspondientes para 
su desarrollo en Planes parciales.
Artículo 32.

1. Para la ejecución de las determinaciones de las normas 
complementarias y subsidiarias del planeamiento en suelo ur­
bano será suficiente que dichas normas contengan las preci­
siones establecidas en el artículo 92 del Reglamento de Pla­
neamiento.

2. En las áreas declaradas aptas para la urbanización en 
las normas complementarias y subsidiarias de planeamiento de 
carácter municipal se actuará mediante los Planes parciales 
correspondientes.
Artículo 33.

1. La ejecución de las obras de infraestructura previstas, en 
su caso, en los Planes directores territoriales de coordinación 
podrá llevarse directamente a cabo mediante la aprobación 
de Planes especiales.

2. Podrán aprobarse también Planes especiales para la ejecu­
ción de actuaciones aisladas en suelo urbano en los Munici­
pios que tengan aprobado Plan general o normas complemen­
tarias o subsidiarias de planeamiento de carácter municipal.



Artículo 34.

En los Municipios que carezcan de Plan y de normas com­
plementarias y subsidiarias del planeamiento, la edificación en 
suelo urbano y, en su caso, las obras de urbanización a reali­
zar en este suelo se acomodarán a la legislación de régimen 
local y a las Ordenanzas de construcción debidamente apro­
badas, una vez efectuada la delimitación de dicha clase de 
suelo por el procedimiento establecido en el artículo 81, 2, de 
la Ley del Suelo. En todo caso se tendrá en cuenta lo esta­
blecido en los artículos 73 y 74 de dicha Ley.

SECCION 2. ORDEN DE PRIORIDADES

Artículo 35.
1. La ejecución de los Planes se llevará a cabo de acuer­

do con los programas contenidos en ellos.
2. Dentro de cada Plan se seguirá el orden de prioridades 

de unos polígonos respecto a otros, que aquél establezca, salvo en 
el supuesto de que se garantice la ejecución de los sistemas 
viarios y redes de servicios públicos previstos en el Plan, aun­
que excedan de los necesarios para el servicio del polígono en 
el que se actúe.

3. En la ejecución de los Planes especiales se seguirá el 
orden de prioridad que en cada uno de ellos se establezca en 
función de los objetivos que pretenda conseguir.

SECCION 3. DELIMITACION DE POLIGONOS 
Y UNIDADES DE ACTUACION

Artículo 36.
1. La ejecución se realizará siempre por unidades de actua­

ción o por polígonos completos, salvo cuando se trate de la 
ejecución de sistemas generales o de alguno de sus elementos 
o de actuaciones aisladas en suelo urbano.

2. En la delimitación de los polígonos en suelo urbanizable 
programado o incluido en un programa de actuación urbanís­
tica habrá de justificarse para cada uno de ellos el cumpli­
miento de los requisitos del artículo 117, 2, de la Ley del Suelo.

A los efectos de hacer posible la distribución equitativa de 
los beneficios y cargas de la urbanización, no se podrán de­
limitar polígonos dentro de un mismo sector cuyas diferencias 
de aprovechamiento entre sí con relación al aprovechamiento 
del sector sea superior al 15 por 100.

3. En el suelo urbano, cuando no sea posible la determina­
ción de un polígono con los requisitos establecidos en el ar­
tículo 117,2, de la Ley del Suelo ni se trate de actuaciones ais­
ladas, las operaciones urbanísticas podrán llevarse a cabo me­
diante la delimitación de unidades de actuación que permitan, 
al menos, la distribución justa entre los propietarios de los 
beneficios y cargas derivados del planeamiento.

No podrán delimitarse polígonos ni unidades de actuación 
inmediatos a terrenos de cesión obligatoria y gratuita sin incluir 
en los referidos polígonos y unidades la parte correspondiente 
de los indicados terrenos.
Artículo 37.

1. Cuando la diferencia dé aprovechamiento entre polígonos, 
fijada en los términos establecidos en el número 2 del artículo 
anterior, sea inferior al 15 por 100, la delimitación poligonal 
será válida y producirá todos sus efectos, sin perjuicio de que 
los propietarios situados en el polígono o polígonos con aprove­
chamiento superior hayan de compensar en metálico a los 
propietarios de los polígonos con aprovechamiento inferior por 
la diferencia que resulte.

2. En la cuenta de liquidación del proyecto de reparcelación 
o compensación de los polígonos afectados por esa diferencia de 
aprovechamiento se incluirán unas partidas, deudora y acree­
dora, que hayan de ser objeto de compensación en metálico.

3. En los polígonos con exceso de aprovechamiento, el im­
porte de éste tendrá el carácter de gasto de urbanización y se 
entregará a la Administración actuante con el fin de indemni­
zar en metálico a los propietarios de los polígonos con de­
fecto. No obstante, la Administración actuante podrá satisfacer 
esta indemnización asumiendo la porción de gastos de urbaniza­
ción equivalente.

Artículo 38.
1. La determinación y delimitación de los polígonos y uni­

dades de actuación, cuando no estuviere contenida en los Pla­
nes, se ajustará al siguiente procedimiento:

a) Se iniciará de oficio por la Entidad local o urbanísti­
ca especial actuante o a instancia de los particulares intere­
sados.

b) Aprobado inicialmente el expediente, se someterá por la 
Entidad actuante a información pública durante el plazo de 
quince días, mediante anuncios que a tal efecto se inserten en el 
«Boletín Oficial» de la provincia y en un periódico de los de 
mayor circulación de la provincia. En todo caso será preceptiva 
la citación personal de los propietarios de terrenos incluidos en 
el polígono o unidad de actuación, para los que el plazo empe­
zará a contarse desde el día siguiente al de la recepción de la 
notificación.

c) El expediente con las reclamaciones y observaciones que 
se hubieren formulado será resuelto definitivamente por la En­
tidad local o urbanística especial actuante. Cuando se trate de 
acuerdos de las Entidades locales, bastará para su adopción la 
mayoría simple.

d) Para la efectividad de la delimitación se precisará la 
publicación de la aprobación definitiva en el «Boletín Oficial» 
de la provincia.

2. Los mismos trámites se seguirán cuando hubiere de pro- 
cederse a la modificación de polígonos o unidades de actuación 
ya delimitados.

3. Las reclamaciones o recursos contra el acto de aproba­
ción definitiva fundados en errores u omisiones no denunciados 
en la fase de información pública no darán, lugar en ningún caso 
a la retroacción de actuaciones, sin perjuicio de las indemniza­
ciones que pudiera corresponder a los reclamantes.

4. Si, como consecuencia de las alegaciones producidas, el 
acuerdo de aprobación definitiva modificase los límites del 
polígono, no será preciso nuevo trámite de información, salvo 
que la superficie del polígono o unidad de actuación se au­
mentase o disminuyese en más de un 10 por 100, respecto de la 
inicialmente prevista, en cuyo caso se dará audiencia a los afec­
tados por el aumento o disminución.

TITULO II

Derechos, obligaciones y cargas de los propietarios 

CAPITULO PRIMERO 

Ejercicio de la facultad de edificar

Artículo 39.

1. En suelo urbano sólo podrá edificarse cuando los terre­
nos adquieran la condición de solar o cuando se asegure la 
ejecución simultánea de la urbanización y de la edificación.

2. Sin embargo, podrán autorizarse construcciones destina­
das a fines industriales en las zonas permitidas, cuando la 
seguridad, salubridad y no contaminación quedaren suficiente­
mente atendidas y el propietario asumiera las obligaciones 
establecidas en los artículos 46,2, de este Reglamento y 83,3, 
párrafo 1, de la Ley del Suelo, mediante inscripción en el 
Registro de la Propiedad.

Artículo 40.

1. Para autorizar en suelo urbano la edificación de terrenos 
que no tengan la condición de solar y no se incluyan en polígo­
nos o unidades de actuación, será preciso, como garantía de 
la realización de las obras de urbanización:

a) Que en la solicitud de licencia, el particular interesado o, 
en su caso, el Departamento ministerial o Entidad que adminis­
tre bienes estatales, se comprometa expresamente a la edifica­
ción y urbanización simultáneas.

b) Que se preste fianza, en cualquiera de las formas admiti­
das por la legislación local, en cuantía suficiente para garan­
tizar la ejecución de las obras de urbanización, en la parte que 
corresponde.

c) Que en el escrito de solicitud de licencia se comprometa 
a no utilizar la construcción hasta tanto no esté concluida la 
obra de urbanización y a establecer tal condición en las ce­
siones del derecho de propiedad o de uso que se lleven a 
efecto para todo o parte del edificio.

2. El compromiso de urbanizar alcanzará no sólo a las 
obras que afecten al frente de fachada o fachadas del terreno 
sobre el que se pretenda construir, sino a todas las infra­
estructuras necesarias para que puedan prestarse los servicios 
públicos necesarios, tales como red de abastecimiento de aguas, 
saneamiento, alumbrado público y pavimentación de aceras 
y calzada, hasta el punto de enlace con las redes generales y 
viarias que estén en funcionamiento.

3. El incumplimiento del deber de urbanización simultáneo 
a la edificación comportará la caducidad de la licencia, sin 
derecho a indemnización, impidiéndose el uso de lo edificado,



sin perjuicio del derecho de los terceros adquirentes al resar­
cimiento de los daños y perjuicios que se les hubieren irro­
gado. Asimismo, comportará la pérdida de la fianza a que 
se refiere el apartado 1, b), de este artículo.

Artículo 41.

1. En el suelo urbano los propietarios de terrenos incluidos 
en polígonos o unidades de actuación podrán, asimismo, soli­
citar licencia de edificación antes de que adquieran la con­
dición de solar, siempre que concurran los siguientes requi­
sito»:

a) Que hubiese ganado firmeza, en vía administrativa, el 
¡acto de aprobación del proyecto de reparcelación o de com­
pensación, si uno u otro fuesen necesarios para la distribución 
de beneficios y cargas del Plan.

b) Que por el estado de realización de las obras de ur­
banización la Administración considere previsible que a la ter­
minación de la edificación la parcela de que se trate contará 
con todos los servicios necesarios para tener la condición de 
solar.

c) Que en el escrito de solicitud de licencia se comprometa 
a no utilizar la construcción hasta tanto no esté concluida la 
obra de urbanización y a establecer tal condición en las cesio­
nes de derecho de propiedad o de uso que se lleven a efecto 
para todo o parte del edificio.

2. No se permitirá la ocupación de los edificios hasta que no 
esté realizada totalmente la urbanización que afecte a dichos 
edificios y estén en condiciones de funcionamiento los suminis­
tros de agua y energía eléctrica y las redes de alcantarillado.

3. Serán de aplicación las previsiones establecidas en el 
número 3 del artículo anterior.

Artículo 42.

1. En suelo urbanizable programado, en tanto no se aprue­
ben planes parciales y se ejecuten las correspondientes obras 
de urbanización, no se podrá edificar ni levantar otras instala­
ciones; sin embargo, podrán realizarse las obras correspondien­
tes a la infraestructura del territorio o a los sistemas generales 
determinantes del desarrollo urbano o ejecutarse aquellas otras 
de carácter provisional a que se refiere el artículo 58,2, de la 
Ley del Suelo.

2. Podrá edificarse en esta categoría de suelo, previa apro­
bación del Plan Parcial y Proyectos de Urbanización correspon­
dientes, antes de que los terrenos estén totalmente urbanizados, 
siempre que se cumplan los requisitos señalados en el artículo 
anterior y con los efectos expresados en el mismo.

Artículo 43.

En terrenos incluidos en un Programa de Actuación Urbanís­
tica, en tanto no se apruebe el correspondiente Plan Parcial, 
serán de aplicación las previsiones establecidas en el artículo 
anterior.

Artículo 44.

1. En tanto no se aprueben Programas de Actuación Urba­
nística, los terrenos clasificados como suelo urbanizable no 
programado estarán sujetos a las siguientes limitaciones, ade­
más de las que resulten aplicables en virtud de otras leyes:

1.ª Deberán respetarse las incompatibilidades de usos se­
ñalados en el Plan General.

2.a No se podrán realizar otras construcciones que las des­
tinadas a explotaciones agrícolas que guarden relación con la 
naturaleza y destino de la finca y se ajusten en su caso a los 
planes o normas del Ministerio de Agricultura, así como las 
construcciones e instalaciones vinculadas a la ejecución, en­
tretenimiento y servicio de las obras públicas. Sin embargo, 
podrán autorizarse, siguiendo el procedimiento previsto en este 
artículo, edificaciones e instalaciones de utilidad pública o in­
terés social que hayan de emplazarse en el medio rural, así 
como edificios aislados destinados a vivienda familiar en los 
que no exista la posibilidad de formación de un núcleo de 
población.

3.a Los tipos de las construcciones habrán de ser adecua- 
dos a su condición y situación aislada, conforme a las normas 
que el Plan establezca, quedando prohibidas las edificaciones 
características de las zonas urbanas.

4.a En las transferencias de propiedad, divisiones y segre­
gaciones de terrenos rústicos no podrán efectuarse fracciona­
mientos en contra de lo dispuesto en la legislación agraria.

2. El procedimiento para la autorización de la construcción 
de edificaciones e instalaciones de utilidad pública o interés 
social o viviendas familiares a que se hace mención en la li­
mitación segunda del número anterior se desarrollará del modo 
siguiente:

1. Se iniciará mediante petición del interesado ante el Ayun­
tamiento respectivo, en la que se hagan constar los siguientes 
extremos:

a) Nombre, apellidos o, en su caso, denominación social, 
y domicilio de la persona física o jurídica que lo solicite.

b) Emplazamiento y extensión de la finca en que se preten­
da construir, reflejados en un plano de situación.

c) Superficie ocupada por la construcción y descripción de 
las características fundamentales de la misma.

d) Si se trata de edificaciones o instalaciones de utilidad 
pública o social, justificación de estos extremos y de la nece- 
sidad de su emplazamiento en el medio rural, y de que no se 
forma núcleo de población.

2. El Ayuntamiento informará la petición y elevará el ex­
pediente al Ministro de Obras Públicas y Urbanismo, cuando 
se trate de capitales de provincia o municipios de más de 50.000 
habitantes, o a la Comisión Provincial de Urbanismo respectiva, 
en los demás casos.

3. El Ministro de Obras Públicas y Urbanismo o la Comisión 
Provincial de Urbanismo, según proceda, someterá el expedien­
te a información pública durante quince días en la capital de la 
provincia.

4. Transcurrido dicho plazo, se adoptará la resolución defi­
nitiva por la autoridad u órgano competente de los enunciados 
en el número anterior. En la resolución habrá de valorarse 
la utilidad pública o interés social de la edificación o instala­
ción, cuanto dicha utilidad o interés no venga atribuida por 
aplicación de su legislación específica, así como las razones que 
determinen la necesidad de emplazarse en el medio rural. Si 
se tratare de edificios destinados a vivienda familiar, habrán de 
valorarse, en su caso, con arreglo a los criterios del Plan Ge­
neral o Normas Subsidiarias y Complementarias del Planea­
miento, las circunstancias en base a las cuales pueda conside­
rarse que no existe posibilidad de formación de un núcleo de 
población.

Artículo 45.

1. Los terrenos clasificados como suelo no urbanizable es­
tarán sujetos a las limitaciones establecidas para el suelo ur­
banizable no programado.

2. Los espacios que por sus características según el Plan 
General deban ser objeto de una especial protección no podrán 
ser dedicados a utilizaciones que impliquen transformación de 
su destino o naturaleza o lesionen el valor específico que se 
quiera proteger.

CAPITULO II

Cesiones obligatorias y aprovechamiento medio 

Artículo 46.

1. Los propietarios de suelo afectado por una actuación 
urbanística están obligados a llevar a efecto las cesiones gra­
tuitas de terrenos que establece la Ley del Suelo para cada 
uno de los tipos y categorías de suelo en los términos que resul­
ten del Plan General y de cada uno de los Planes que lo desa­
rrollen.

2. Las cesiones obligatorias y gratuitas en suelo urbano se 
harán en favor del Municipio y consistirán en la total superficie 
de terrenos destinados a viales, parques, jardines públicos y 
Centros de Educación General Básica al servicio del polígono 
o unidad de actuación correspondiente, según las localizaciones 
o emplazamientos señalados en el Plan.

3. En suelo urbanizable programado las cesiones obliga­
torias y gratuitas se harán en favor del Municipio o, en su caso, 
de la Entidad urbanística actuante y serán las siguientes:

a) La superficie total de los viales, parques y jardines 
públicos, zonas deportivas y de recreo y expansión, centros 
culturales y docentes y los terrenos precisos para la instalación 
y funcionamiento de los restantes servicios públicos necesarios.

b) En los sectores que, en virtud de los usos e intensidades 
establecidos en el Plan General, tengan atribuido un aprovecha­
miento medio superior al establecido en el propio Plan para 
todo el suelo urbanizable programado, además de las cesiones 
del apartado anterior, la superficie de suelo edificable sobre la 
que se sitúa la diferencia entre ambos aprovechamientos. Esta



cesión sólo procederá cuando el exceso de aprovechamiento 
no se destine a la adjudicación de suelo para los propietarios 
de terrenos afectados por sistemas generales o cuando tales 
adjudicaciones no absorban la totalidad de dicho exceso, en 
cuyo caso la cesión en favor de la Administración actuante 
se limitará a los terrenos no incluidos en las referidas adju­
dicaciones.

c) En todo caso, el suelo edificable correspondiente al 10 
por 100 del aprovechamiento medio del sector, previa deducción 
de las cesiones a que se refiere el apartado b) anterior cuando 
fueran procedentes.

4. En suelo urbanizable no programado los propietarios de 
terrenos comprendidos en el ámbito del programa de actuación 
urbanística que se apruebe, estarán sometidos a las obligaciones 
que en punto a cesión de terrenos establece el título VI de este 
Reglamento.

Artículo 47.

1. La Administración actuante está obligada a afectar, a los 
fines previstos en el Plan, el suelo que adquiera como conse­
cuencia del cumplimiento de los deberes de cesión obligatoria 
que recaen sobre los propietarios.

2. El suelo destinado, según el Plan, a dominio y uso pú­
blico y los terrenos sobre los que hayan de realizarse edifica­
ciones o instalaciones de servicio público no podrán cambiarse 
de destino sino por modificaciones del Plan.

3. En todo caso deberá tenerse en cuenta que cuando las 
superficies de los bienes de dominio y uso público anteriormente 
existentes fueren igual o inferior a la que resulte como conse­
cuencia de la ejecución del Plan, se entenderán sustituidas unas 
por otras. Si tales superficies fueran superiores a las resultantes 
de la ejecución del Plan, la Administración percibirá el exceso, 
en la proporción que corresponda, en terrenos edificables.

Artículo 48.

1. El aprovechamiento a que el propietario de cada finca 
incluida en suelo urbanizable tiene derecho será el resultado 
de aplicar a su superficie el 90 por 100 del aprovechamiento 
medio del sector, una vez deducidas las cesiones a que se 
refiere el apartado b) del número 3 del artículo 46, cuando 
procedan.

2. El 10 por 100 restante, con su correspondiente suelo, será 
de cesión obligatoria y gratuita a la Administración.

3. Entre los propietarios de cada sector se practicarán las 
oportunas operaciones de compensación o reparcelación con las 
correspondientes adjudicaciones de terrenos, a efectos de que el 
aprovechamiento correspondiente a cada propietario sea el de­
terminado en el número 1 de este artículo.

Artículo 49.
1. En los supuestos contemplados en el artículo 125 de la 

Ley del Suelo se podrá sustituir la cesión del 10 por 100 del 
aprovechamiento que corresponda a cada finca por una contri­
bución en metálico que abonará el propietario a la Adminis­
tración.

2. La compensación económica la fijará la Administración 
tasando, el suelo, que debería haberse cedido, con arreglo al 
valor urbanístico que le corresponda según su clasificación, 
y los costes de urbanización en la extensión determinada en 
este Reglamento se girarán, en todo caso, a los propietarios en 
función de la superficie total aprovechable.

Artículo 50.
1. En sectores para los que el Plan General fije un apro­

vechamiento medio superior al medio de todo el suelo urba­
nizable programado no podrán aprobarse Planes Parciales que 
no contengan su división en polígonos.

2. Los planes parciales deberán especificar en esos su­
puestos la cuantía del exceso, a efectos de que, tras las opor­
tunas operaciones de reparcelación o compensación, se adju­
dique dicho exceso a los propietarios de suelo destinado a sis­
temas generales en el que no se aplique la expropiación, o a la 
Administración actuante, en otro caso.

3. Los propietarios de suelo destinado a sistemas generales 
o la Administración actuante, según los casos, formarán parte 
de la comunidad reparcelatoria o compensatoria correspon­
diente a los polígonos que resulten con exceso de aprove­
chamiento.

Artículo 51.
1. Los propietarios de terrenos que, formando parte del 

suelo urbanizable programado y que, por estar destinados en el

Plan General a sistemas de comunicaciones y sus zonas de 
protección, espacios libres para parques públicos y zonas ver­
des, equipamiento comunitario y centros públicos, carezcan de 
aprovechamiento, serán compensados, cuando no se aplique la 
expropiación, mediante la adjudicación de otros terrenos en 
sectores que tengan un aprovechamiento medio superior al 
de todo el suelo urbanizable programado, en la forma y cuantía 
establecida en el número siguiente.

2. A tales propietarios de terrenos con aprovechamiento 
cero se les compensará —en el oportuno procedimiento de 
reparcelación o de compensación— con la superficie correspon­
diente al aprovechamiento que resulte de aplicar el 90 por 100 
del aprovechamiento medio de todo el suelo urbanizable progra­
mado a los terrenos afectados.

3. Los propietarios a que se refieren los dos números ante­
riores formarán parte de la comunidad reparcelatoria o de com­
pensación en el polígono o polígonos donde hayan de hacerse 
efectivos sus derechos, quedando sujetos, además, a la obliga­
ción de abonar la parte proporcional de los costes de urbaniza­
ción que corresponda a las parcelas que les sean adjudicadas.

Artículo 52.

1. El Ayuntamiento u órgano actuante podrá ocupar los 
terrenos destinados a sistemas generales de la ordenación ur­
banística comprendidos en un plan parcial o especial sin nece­
sidad de acudir a la expropiación forzosa, una vez que se 
haya iniciado el procedimiento de reparcelación o compensación 
en el polígono en el que, por tener un exceso de aprovecha­
miento con relación al de todo el suelo urbanizable programa­
do, hayan de hacer efectivos sus derechos los propietarios 
afectados por los sistemas generales.

El aprovechamiento reconocido a cada une de las fincas 
ocupadas deberá hacerse efectivo en un solo polígono, y si no 
fuera posible, en el menor número de éstos.

2. En ningún caso podrán ocuparse los citados terrenos sin 
que simultáneamente el órgano actuante expida las certifica­
ciones a que se refiere el artículo siguiente.

Además, los propietarios del suelo que acrediten la existencia 
de una explotación rústica efectiva tendrán derecho a percibir 
un interés anual del 6 por 100 del valor inicial de los terrenos 
y bienes ocupados desde la fecha de la ocupación hasta la de 
aprobación definitiva del proyecto de reparcelación o compensa­
ción del polígono donde hayan de hacer efectivos sus derechos. 
La determinación del valor inicial se realizará a estos efectos 
por la propia Administración actuante, con audiencia del in­
teresado.

Artículo 53.

1. En el momento de la ocupación se levantará acta, por 
duplicado, en la que se expresará:

a) Lugar y fecha de otorgamiento.
b) Determinación de la Administración actuante.
c) Plan Parcial o Especial cuya ejecución motiva la ocupa­

ción, con expresión de las fechas de su aprobación definitiva 
y publicación en el «Boletín Oficial».

d) Nombre, apellidos y cargo de funcionarios que autoricen 
el acta en representación de la Administración.

e) Datos de identificación del propietario de los terrenos 
ocupados, haciendo constar el nombre, apellidos y estado civil, 
si fuera persona física, y la denominación con que fuere cono­
cida si se tratara de persona jurídica, y domicilio, nombre y 
circunstancias de las personas que en su representación inter­
vengan en el acta.

f) Descripción y extensión de la superficie ocupada.
g) Aprovechamiento por aplicación a la superficie ocupada 

del 90 por 100 del aprovechamiento medio del suelo urbanizable 
programado.

h) Polígono en que hayan de hacerse efectivos los derechos 
de los propietarios de los terrenos ocupados.

i) Cargas reales que pesaren sobre los terrenos ocupados, 
titulares de tales cargas, valor o cuantía de las mismas y 
referencia a los datos regístrales.

j) La expedición de las certificaciones a que se refiere el 
artículo siguiente y si han sido entregadas a sus titulares o han 
quedado en poder del órgano actuante, con expresión de la 
causa.

2. La entrega posterior de certificaciones, a quien acredite 
su derecho se hará constar en sucesivas diligencias a continua- 
ción del acta.

3. El duplicado del acta será enviada por el órgano actuante 
al Registro de la Propiedad para anotar al margen de la 
última inscripción de dominio vigente el hecho de la ocupación.



Artículo 54.

1. El órgano actuante expedirá a favor de cada uno de los 
propietarios de terrenos ocupados certificación del acta a que se 
refiere el artículo anterior, en la que constarán las unidades 
de aprovechamiento que correspondan a cada parcela ocu­
pada y el polígono en que hayan de hacer efectivos sus de­
rechos. Dicha certificación será entregada al propietario del 
terreno ocupado si fuere conocido y compareciere al acto de 
la ocupación. Si no compareciere el propietario, fuere descono­
cido o se planteare litigio sobre la propiedad de las fincas o 
derechos, el órgano actuante, al ocupar los terrenos, expedirá 
en todo caso las certificaciones con referencia a las fincas 
ocupadas y las entregará a los titulares cuando comparecieren 
y acreditaren su derecho.

2. Las cargas reales existentes sobre las fincas ocupadas 
podrán quedar liberadas, recibiendo sus titulares unidades de 
aprovechamiento en proporción al valor de su derecho, si en 
el momento de la ocupación el propietario de la finca y el 
titular o titulares de las cargas presentaren acuerdo de reparto 
del aprovechamiento que corresponda a la finca gravada. En 
este supuesto, el órgano actuante entregará a cada uno de los 
interesados una certificación declarativa de la proporción de 
aprovechamiento que, con arreglo a lo convenido, le corres­
ponda en relación con el de la totalidad de la finca, teniendo 
todos ellos la consideración de copropietarios a todos los efectos 
y pediendo, en consecuencia, formar parte de las Juntas de 
Compensación en la forma prevista en el artículo 166, e), de 
este Reglamento.

Si en el momento de la ocupación los interesados no pre­
sentaren convenio de reparto de las unidades de aprovecha­
miento, el órgano actuante podrá suspender la ocupación de la 
finca gravada concediéndoles un plazo no superior a un mes 
para que lo obtenga. Si tampoco en este plazo presentaren 
convenio o si por razones de urgencia el plazo no puede ser 
concedido, el órgano actuante ocupará la finca gravada, expi­
diendo una certificación declarativa del aprovechamiento que 
corresponda a la finca, en la que también se hará constar la 
existencia de la carga o derecho no liberados y su titular. 
De la Citada certificación se entregará un ejemplar a cada 
interesado.

Los arrendamientos existentes sobre las fincas ocupadas se­
guirán el régimen establecido en la Ley de Expropiación Forzosa, 
y las indemnizaciones que correspondan las abonará la Adminis­
tración, reduciendo en lo que sea necesario el aprovechamiento 
atribuido al propietario.

3. Una vez obtenida la certificación y en base a ella, el 
titular del dominio o de un derecho o carga real transformado 
podrá otorgar escritura de declaración o especificación de las 
unidades de aprovechamiento derivadas de su derecho, en la 
que se describirá la finca o derecho de que proceden y el 
polígono donde hayan de hacerse efectivas, haciendo constar las 
cangas que, en su caso, subsistan. La citada escritura será 
inscribible en el Registro de la Propiedad en el mismo folio 
de la finca ocupada, y si declarase sólo parte de las unidades 
de aprovechamiento correspondientes a la misma, se inscribirá 
como cuota pro indiviso del dominio.

Si la ocupación no hubiese afectado a la totalidad de la finca, 
se segregará previamente la parte ocupada.

4. Las transmisiones posteriores de todas o parte de las 
unidades de aprovechamiento se efectuarán conforme a lo es­
tablecido para la transmisión de bienes inmuebles, haciendo 
constar en el título las circunstancias reseñadas en el párrafo 
anterior, y se inscribirán en el mismo folio registral de la finca 
ocupada, que no se cancelará hasta que se inscriba el acuerdo 
de reparcelación o compensación del polígono en que los titu­
lares de las citadas unidades de aprovechamiento hayan de 
hacer efectivos sus derechos, conforme a lo previsto en el 
artículo 114 de este Reglamento.

5. Los titulares de cargas reales que no hubieren sido li­
beradas ni transformadas en unidades de aprovechamiento con­
servarán todas sus acciones para la defensa o ejecución de su 
derecho, que seguirá vigente sobre la parcela o cuota pro 
indiviso que, en los acuerdos de compensación o reparcelación, 
se adjudique al titular o titulares de las unidades de aprovecha­
miento derivadas de la finca primitivamente grabada, por apli­
cación del principio de la subrogación real, siendo aplicables 
las disposiciones que este Reglamento contiene para las cargas 
sobre fincas incluidas en el polígono. Si las unidades de apro­
vechamiento gravadas se hubieren enajenado parcialmente, el 
titular de la carga podrá repetir íntegramente su contenido con­
tra cualquiera de los grupos de unidades de aprovechamiento 
que pertenezcan a distinto titular o contra todas ellas a la vez,

conforme al sistema de los artículos 123 de la Ley Hipotecaria 
y 221 de su Reglamento.

Si la carga fuere declarada incompatible con el Planeamien­
to, se estará a lo previsto en el artículo 101, 3, de la Ley del 
Suelo y concordantes de este Reglamento.

Artículo 55.

No obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, la Ad­
ministración podrá también adquirir los terrenos destinados a 
los sistemas generales mediante la aplicación del Instituto ex- 
propiatorio.

Artículo 56.
1. Cada programa de actuación urbanística fijará el apro­

vechamiento medio de todo el suelo comprendido en su ámbito, 
y si hubiera divisiones en sectores, el correspondiente a cada 
uno de ellos.

2. La aplicación del aprovechamiento medio dentro del ám­
bito del programa de actuación urbanística estará sujeta a las 
reglas establecidas para el suelo urbanizable programado.

3. La cesión del 10 por 100 del aprovechamiento medio 
podrá sustituirse por las minores obligaciones que establecieren 
las bases, cuando en éstas se especificare concretamente tal 
sustitución.
Artículo 57.

1. Cuando se urbanice y edifique al amparo de normas 
complementarias y subsidiarias del planeamiento, los propieta­
rios de terrenos situados en cada zona apta para edificar es­
tarán sujetos a las cesiones obligatorias y gratuitas a que hacen 
referencia los números 2 y 3, a), del artículo 46 de este Regla­
mento, así como a la obligación de ceder el 10 por 100 del 
aprovechamiento que resulte de lo establecido en cada plan 
parcial.

2. La localización de] suelo que corresponda al 10 por 100 del 
aprovechamiento del Plan Parcial que desarrolla las normas 
para cada zona o parte de ella se fijará en los expedientes 
de parcelación o reparcelación, según sean las fincas de uno o 
varios propietarios.

3. Además, deberá cumplir el resto de las obligaciones, se­
ñaladas en este Reglamento en relación con el pago de los 
costes de la urbanización.

CAPITULO III 

Costes de la urbanización
Artículo 58.

Los propietarios de terrenos afectados por una actuación 
urbanística estarán obligados a sufragar los costes de la urba­
nización que se señalan en los artículos siguientes, en propor­
ción a la superficie de sus respectivos terrenos o, en su caso, 
a la que figura en los documentos a que se refiere el artícu­
lo 53 de este Reglamento.
Artículo 59.

1. El importe de las obras de urbanización que corre a 
cargo de los propietarios de un polígono o unidad de actuación 
comprenderá los siguientes conceptos:

a) Obras de vialidad, incluyéndose en ellas las de explana­
ción, afirmado y pavimentación de calzadas, construcción y 
encintado de aceras y canalizaciones que deban construirse en 
el subsuelo de la vía pública para servicios.

b) Obras de saneamiento, que comprenden colectores gene­
rales y parciales, acometidas, sumideros y atarjeas para aguas 
pluviales y estaciones depuradoras, en la proporción que afecte 
a la unidad de actuación o polígono.

c) Suministro de agua, en el que se incluirán las obras de 
captación cuando fueran necesarias, distribución domiciliaria de 
agua potable, de riego y de hidrantes contra incendios.

d) Suministro de energía eléctrica, incluidas conducción y 
distribución, y alumbrado público.

e) Jardinería y arbolado en parques, jardines y vías pú­
blicas.

2. Los particulares afectados por obras de urbanización 
en un polígono o unidad dé actuación podrán reintegrarse de 
los gastos de instalación de las redes de abastecimiento de 
agua y energía eléctrica, con cargo a las Empresas concesiona­
rias, en la parte que, según la reglamentación de tales servi­
cios, no tenga que correr a cargo de los usuarios. Los costes de 
instalación se acreditarán mediante certificación expedida por 
la Administración actuante.



Artículo 60.

Correrán igualmente a cargo de los titulares de terrenos, y 
en la proporción señalada en el artículo 58, las indemniza­
ciones debidas a los propietarios y arrendatarios de edificios y 
construcciones de cualquier tipo que hayan de derribarse para 
la correcta ejecución del plan, asi como las indemnizaciones 
derivadas de destrucción de plantaciones, obras e instalaciones 
 incompatibles con el plan que se ejecute.

Artículo 61.
También será de cuenta de los adjudicatarios de terrenos 

comprendidos en el polígono o unidad de actuación correspon­
diente el coste de redacción y tramitación de los Planes Par­
ciales y de los proyectos de urbanización y el importe total de 
los gastos de reparcelación o compensación.

Artículo 62.
Si existe acuerdo entre la Administración y los propietarios 

afectados, el pago de todos o parte de los gastos señalados en 
los tres artículos precedentes podrá realizarse cediendo éstos 
a aquélla, gratuitamente y libres de cargas, terrenos edifi­
cables en la proporción que se estime suficiente para compensar 
tales gastos, cuyo importe quedará determinado en el propio 
acuerdo.

Artículo 63.
Los propietarios de suelo urbanizable no programado, que 

sea objeto de un Programa de actuación urbanística, además de 
abonar los costes de urbanización señalados en los artículos 
anteriores y cumplir las cargas suplementarias que el programa 
les imponga, deberán costear la ejecución total o el suplemento 
necesario de las obras exteriores de infraestructura sobre las 
que se apoye la actuación urbanística, tales como redes viarias 
de enlace con los núcleos de población, instalación o amplia­
ción de canalizaciones de servicios de abastecimiento de agua, 
alcantarillado y saneamiento, estaciones depuradoras, suminis­
tro de energía eléctrica y cualesquiera otros servicios nece­
sarios para que el suelo sometido al programa de actuación 
urbanística quede debidamente enlazado a través de esos sis­
temas generales con la estructura del Municipio en que se 
desarrolle el programa.
Artículo 64.

Cuando la actuación en determinados polígonos o unidades de 
actuación no sea presumiblemente rentable, por resultar excesi­
vas las cargas en relación con el escaso aprovechamiento pre­
visto para las zonas edificables, el Consejo de Ministros, a 
propuesta del Ministro de Obras Públicas y Urbanismo, y previo 
dictamen del Consejo de Estado, con audiencia o, en su caso, 
a instancia de los Ayuntamientos interesados, podrá autorizar, 
sin modificar las determinaciones del Plan, una reducción de la 
contribución de los propietarios a las mismas o una compensa­
ción económica a cargo de la Administración, procurando equi­
parar los costes de la actuación a los de otras análogas que 
hayan resultado viables. 

Artículo 65.
El incumplimiento por los propietarios de suelo de las obli­

gaciones y cargas que se fijan en este Reglamento dará lugar:,

a) A la exacción de las cuotas de urbanización por la vía 
de apremio o

b) A la expropiación por la Administración de los terrenos 
afectados al cumplimiento de las cargas, siendo beneficiarios 
de la expropiación la propia Administración o la Junta de 
Compensación, según los casos.
Artículo 66.

Los propietarios de suelo situado en zonas aptas para urba­
nizar según las normas complementarias y subsidiarias de 
planeamiento deberán abonar los costes de urbanización seña­
lados en los artículos 59 a 61 de este Reglamento y los de 
ejecución o suplemento de las obras exteriores sobre las que se 
apoye cada actuación individualizada, en la forma y cuantía 
establecida al aprobar cada plan parcial.

CAPITULO IV

Conservación de la urbanización
Articulo 67.

La conservación de las obras de urbanización y el manteni­
miento de las dotaciones e instalaciones de los servicios pú­

blicos serán de cargo de la Administración actuante, una vez 
que se haya efectuado la cesión de aquéllas.

Artículo 68.

1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, que­
darán sujetos los propietarios de los terrenos comprendidos en 
el polígono o unidad de actuación a dicha obligación, cuando 
así se imponga por el Plan de Ordenación o por las bases de un 
programa de actuación urbanística o resulte expresamente de 
-disposiciones legales.

2. En el supuesto del número anterior, los propietarios ha­
brán de integrarse en una Entidad de conservación.

Artículo 69.

1. La participación de los propietarios en la obligación de 
conservación y mantenimiento de las obras de urbanización, 
dotaciones e instalaciones de los servicios públicos, cuando no 
esté a cargo de la Administración actuante, se determinará en 
función de la participación que tuviesen fijada en la Junta de 
Compensación, "en el proyecto de reparcelación o, en su caso, 
en la que se hubiere fijado en ia Entidad de conservación.

2. Si sobre las parcelas se hubiesen constituido regímenes 
de propiedad horizontal, la contribución de los propietarios en 
la referida obligación de conservación y mantenimiento se de­
terminará por la cuota de participación con relación al total 
del valor del inmueble que tenga asignada en cada comunidad.

Artículo 70.

1. Cualquiera que fuese el sujeto a quien corresponda la 
obligación de mantenimiento a que se refieren los artículos 
precedentes, el Ayuntamiento o Administración actuante, en su 
condición de titular de los terrenos de dominio público, obras, 
dotaciones e instalaciones objeto de cesión obligatoria, podrá 
exigir por la vía de apremio las «cuotas que se adeúden, ya sea 
de oficio, ya a instancia, en su caso, de la Entidad urbanística 
colaboradora:

2. El importe de la cuota será entregado por el Ayuntamien­
to o Administración actuante a la Entidad encargada de la 
conservación, cuando dicha obligación no corresponda a la Ad­
ministración.

TITULO III 

Reparcelación 

CAPITULO PRIMERO 

Normas generales

Artículo 71.

1. Se entiende por reparcelación la agrupación o integra­
ción del conjunto de las fincas comprendidas en un polígono o 
unidad de actuación para su nueva división ajustada al Plan, 
con adjudicación de las parcelas resultantes a los propietarios 
de las primitivas, en proporción a sus respectivos derechos, y 
a la Administración competente, en la parte que corresponda 
conforme a la Ley del Suelo y al plan.

2. Cuando en suelo urbanizable programado o incluido en 
un programa de actuación urbanística, un polígono tuviera un 
aprovechamiento superior al que le correspondiere en razón del 
medio fijado para ese tipo de suelo, también formarán parte 
de la comunidad de reparcelación aquellos propietarios del 
suelo exterior al polígono que tengan reconocido el derecho a 
participar en las adjudicaciones, por estar destinado su suelo 
a sistemas generales y no haberse aplicado la expropiación 
forzosa.

3. Las parcelas resultantes que se adjudiquen a los propie­
tarios sustituirán a las primitivas, sin solución de continuidad 
en las respectivas titularidades, a todos los efectos.

4. La reparcelación comprende también la determinación 
de las indemnizaciones o compensaciones necesarias para que 
quede plenamente cumplido, dentro de la unidad reparcelable, 
el principio de la justa distribución entre los interesados de los 
beneficios y cargas de la ordenación urbanística.

Artículo 72.

1. La reparcelación tiene por objeto:

a) La distribución justa entre los interesados de los bene­
ficios y cargas de la ordenación urbanística.

b) La regularización de las fincas para adaptar su confi­
guración a las exigencias del planeamiento.



c) La situación sobre parcelas determinadas y en zonas 
aptas para la edificación del aprovechamiento establecido por 
el Plan.

d) La localización sobre parcelas determinadas y en zonas 
aptas para la edificación del aprovechamiento que corresponde 
a la Administración actuante, cuando se trate de suelo urbani- 
zable programado o incluido en un programa de actuación ur­
banística.

2. Cualquiera de estas finalidades justifica por sí sola la 
reparcelación, aunque no concurran las otras.

3. La distribución justa de los beneficios y cargas de la 
ordenación será necesaria siempre que el Plan asigne desigual­
mente a las fincas afectadas el volumen o la superficie edifi­
cable, los usos urbanísticos o las limitaciones y cargas de la 
propiedad.

Artículo 73.

No será necesaria la reparcelación en los siguientes casos:

a) Cuando, en suelo urbano, la totalidad de los terrenos del 
polígono o unidad de actuación pertenezcan a un solo propie­
tario.

b) Cuando el Plan se ejecute por el sistema de compen­
sación o de expropiación.

c) Cuando no concurra ninguna de las causas que se enu­
meran en el artículo precedente de este Reglamento.

d) Cuando se trate de la ejecución de un Plan que afecte 
a una superficie anteriormente reparcelada, sin alterar el equi­
librio económico entre los propietarios.

e) Cuando todos los propietarios afectados renuncien expre­
samente a ella y, tratándose de suelo urbanizable programado o 
incluido en un programa de actuación urbanística, la Adminis­
tración actuante acepte la localización del aprovechamiento que 
corresponda.

Artículo 74.

Conforme al artículo 125,2, de la Ley del Suelo, cuando más 
del 50 por 100 de la superficie edificable de un polígono o unidad 
de actuación se halla edificado conforme al plan, la reparcela­
ción se limitará a la redistribución material de los terrenos 
restantes y a establecer las indemnizaciones sustitutorias que 
procedan entre los afectados.

CAPITULO II 

Requisitos

SECCION 1. COMPETENCIA, LEGITIMACION Y CAPACIDAD 

Artículo 75.

1. La competencia para tramitar y resolver los expedientes 
de reparcelación corresponde a los Ayuntamientos y, en su 
caso, a los órganos o entidades administrativas que tengan 
expresamente atribuida competencia para la ejecución de Pla­
nes, con arreglo a sus disposiciones específicas o en el ejercicio 
de sus facultades de subrogación que procedan según la Ley.

2. Cuando en una unidad reparcelable estén comprendidos 
bienes municipales, de propios o de dominio público afectos 
a un servicio público, la resolución definitiva del expediente 
corresponderá a la Comisión Provincial de Urbanismo.

Artículo 76.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 71 de este 
Reglamento, se tendrán como parte en los expedientes de repar­
celación:

a) Los propietarios de los terrenos afectados y, en su caso, 
los titulares de terrenos afectados por sistemas generales que 
hayan de hacer efectivo su derecho en el polígono de que se 
trate.

b) Los titulares de derechos reales sobre los mismos.
c) Los arrendatarios rústicos y urbanos.
d) Cualesquiera otros interesados que comparezcan y jus­

tifiquen su derecho o interés legítimo.

2. A efectos de determinación de las titularidades, se apli­
carán las normas de la expropiación forzosa. Estas mismas 
normas se aplicarán para resolver las cuestiones de capacidad 
y representación de los interesados.

3. Las disposiciones de este Reglamento se aplicarán, no 
obstante los defectos de capacidad, limitación de la facultad 
de disponer o demás circunstancias que condicionen o prohí­
ban las transmisiones de las fincas en situación normal.

SECCION 2. UNIDAD REPARCELABLE

Artículo 77.

1. La reparcelación se extiende a todos los terrenos com­
prendidos en el polígono o unidad de actuación definido en el 
Plan de cuya ejecución se trate o delimitado por el procedi­
miento del artículo 38 de este Reglamento.

2. La unidad reparcelable quedará determinada, sin nece­
sidad de nuevo acuerdo, cuando recaiga la aprobación defini­
tiva del Plan o delimitación del polígono o unidad de actuación 
a que se refiere el párrafo anterior.

3. Los recursos que se interpongan contra dichos acuerdos 
no suspenderán el curso del expediente de reparcelación. Si se 
modificare el polígono o unidad de actuación después de haber 
recaído el acuerdo aprobatorio de la reparcelación, se manten­
drá éste y se abrirá un nuevo expediente complementario para 
fijar las indemnizaciones que correspondan entre los intere­
sados.

Artículo 78.

1. No obstante lo establecido en el artículo anterior, a ins­
tancia de parte, siempre que se produzca antes de que con­
cluya el trámite de exposición al público del proyecto de repar­
celación, podrán incluirse en la unidad reparcelable superficies 
exteriores al polígono o unidad de actuación, mediante un nuevo 
trámite de información pública del proyecto rectificado, du­
rante quince días.

2. La inclusión de estas superficies exteriores, que se incor­
porarán a la unidad reparcelable a todos los efectos derivados 
de la reparcelación, habrá de fundamentarse en que se trate de 
superficies vinculadas económica o funcionalmente a la ordena­
ción del polígono o unidad de actuación, sin que sea posible o 
procedente su incorporación a otra unidad reparcelable.

3. En suelo urbano, y en los casos de reparcelación volun­
taria, la unidad reparcelable podrá ser discontinua, e incluso 
referirse a parcelas aisladas, siempre que quede asegurado el 
cumplimiento del plan y no se irrogue perjuicio a terceros 
propietarios.

Artículo 79.

En ningún caso podrá acordarse la exclusión de la unidad 
reparcelable de las fincas comprendidas en el polígono o unidad 
de actuación, delimitado a efectos de ejecución del Plan, sin 
perjuicio de cuanto se dispone en el artículo 99,3, de la Ley del 
Suelo, respecto a la adjudicación de determinadas fincas, y en 
el 125,2, de la propia Ley del Suelo, respecto a la indemnización 
sustitutiva de la reparcelación material de los terrenos.

SECCION 3. REQUISITOS FORMALES

Artículo 80.

1. La reparcelación presupone la existencia de un planea­
miento para cuya ejecución se realiza.

2. El plan que se ejecute puede ser:

a) El plan general de ordenación, completado en su caso 
por el estudio de detalle correspondiente, si se trata de suelo 
urbano.

b) Un plan especial, si para su ejecución fuere procedente 
la reparcelación.

c) Un plan parcial en los demás casos.

Artículo 81.

El proyecto de reparcelación podrá tramitarse y aprobarse 
conjunta y simultáneamente con el plan parcial o con la deli­
mitación del polígono o unidad, de actuación, sin perjuicio de 
que, en su caso, quede condicionado a la aprobación del plan 
parcial.

Artículo 82.

1. Él contenido de la reparcelación se concretará en un 
proyecto, que deberá constar de los siguientes documentos:

a) Memoria.
b) Relación de propietarios e interesados, con expresión de 

la naturaleza y cuantía de su derecho.
c) Propuesta de adjudicación de las fincas resultantes, con 

expresión del aprovechamiento urbanístico que a cada una co­
rresponda y designación nominal de los adjudicatarios.

d) Tasación de los derechos, edificaciones, construcciones o 
plantaciones que deban extinguirse o destruirse para la ejecu­
ción del plan.

e) Cuenta de liquidación provisional.



f) Planos:
f.1. Plano de situación y relación con la ciudad.
f.2. Plano de delimitación e información, con expresión de 

los límites de la unidad reparcelable, linderos de las fincas 
afectadas, edificaciones y demás elementos existentes sobre el 
terreno.

f.3. Plano de ordenación, en el que se reproduzca, a la 
misma escala que el anterior, el correspondiente plano del plan 
que se ejecute.

f.4. Plano de clasificación y valoración de las superficies 
adjudicadas.

f.5. Plano de adjudicación, con expresión de los linderos 
de las fincas resultantes adjudicadas.

f.6. Plano superpuesto de los de información y adjudica­
ción (f.2 y f.5).

2. Cuando la reparcelación se refiera a suelo urbano y el 
derecho de los propietarios se determine por el valor urbanísti­
co de sus respectivas fincas, se añadirá un plano de clasifica­
ción y valoración de las fincas aportadas.

3. La documentación anterior podrá reducirse o ampliarse 
en congruencia con el contenido efectivo de la reparcelación 
en cada caso.
Artículo 83.

La Memoria del proyecto deberá referirse a los siguientes 
extremos:

a) Circunstancias o acuerdos que motiven la reparcelación 
y peculiaridades que en su caso concurran.

b) Descripción de la unidad reparcelable.
c) Criterios utilizados para definir y cuantificar los dere­

chos de los afectados.
d) Criterios de valoración de las superficies adjudicadas.
e) Criterios de adjudicación.
f) Criterios de valoración de los edificios y demás elementos 

que deban destruirse y de las cargas y gastos que correspon­
dan a los adjudicatarios.

g) Cualquier otra circunstancia que contribuya a explicar 
los acuerdos que se propongan.
Artículo 84.

1. Los planos deberán redactarse en una escala compren­
dida entre 1:500 y 1:2.000 y, en todo caso, con la claridad 
suficiente para que puedan percibirse los linderos y demás gra- 
fismos.

2. La simbología gráfica y la numeración de las parcelas 
debe ser uniforme y unívoca en todo el proyecto. No podrán 
utilizarse símbolos contrarios a los que sean comunes en la 
práctica usual ni que conduzcan a error o cuyo significado no 
se explique en debida forma.

CAPITULO III 

Contenido

SECCION 1. DEFINICION DE DERECHOS
Artículo 85.

1. Los propietarios de las fincas comprendidas en la unidad 
reparcelable, la Administración en la parte que le corresponda 
y, en su caso, aquellos propietarios a que hace referencia el 
número 2 del artículo 71 de este Reglamento tienen derecho a la 
adjudicación en propiedad de las fincas resultantes.

2. Los titulares de derechos reales que no se extingan con la 
reparcelación, aunque no se les mencione en el proyecto, serán 
adjudicatarios en el mismo concepto en que lo fueren anterior­
mente, por aplicación del principio de subrogación real.

3. Las adjudicaciones que pretendan efectuarse por título 
distinto de los citados deberán hacerse mediante acuerdo sepa­
rado e independiente de la reparcelación.
Artículo 86.

1. El derecho de los propietarios afectados será proporcio­
nal a la superficie do sus respectivas fincas que quede com­
prendida en la unidad reparcelable.

2. No obstante, y salvo pacto o renuncia expresa, cuando 
se trate de suelo urbano, el derecho do los propietarios afec­
tados será proporcional al valor urbanístico de la superficie de 
sus respectivas fincas.

En este caso se asignará a cada una de las fincas un valor 
concreto en pesetas o en unidades convencionales que determi­
nará el coeficiente para el reconocimiento de derechos y adju­
dicación de las fincas resultantes.

3. La fecha para determinar el derecho de los propietarios 
afectados será la de iniciación del expediente de reparcelación.

SECCION 2. DEFINICION, VALORACION Y ADJUDICACION 
DE LAS FINCAS RESULTANTES

Artículo 87.

Para la definición, valoración y adjudicación de las fincas 
resultantes se aplicarán, en primer lugar, los criterios expresa- 
mente manifestados por los interesados, siempre que no sean 
contrarios a la Ley o al planeamiento ni ocasionen perjuicio 
al interés público o a tercero.

Artículo 88.
1. La superficie susceptible de edificación o de aprovecha- 

miento privado, conforme al plan que se ejecute, que deba ser- 
objeto de adjudicación, se valorará con criterios objetivos y 
generales para toda la unidad reparcelable.

2. La valoración tendrá en cuenta las siguientes circuns- 
tancias:

a) Volumen edificable, expresado en metros cuadrados/me- 
tros cuadrados.

b) Uso asignado por el plan.
c) Situación.
d) Características, clase, calidad y destino de las edifica­

ciones permitidas o previstas en el plan.
e) Grado de urbanización, cuando represente un dato dife­

rencial, de beneficio o carga para determinados adjudicatarios.
3. La valoración se basará en el volumen corregido por los 

restantes conceptos, a cada uno de los cuales se le asignará un 
coeficiente debidamente justificado.

4. La valoración podrá hacerse en puntos o unidades con­
vencionales, pero éstos habrán de tasarse en dinero, a efectos 
de determinar el importe de las indemnizaciones que procedan 
por diferencias de adjudicación.

5. No podrán utilizarse ponderaciones o criterios que contra­
digan los establecidos en el plan general para la determinación 
del aprovechamiento medio.

Artículo 89.
1. Cuando en la unidad reparcelable estén comprendidos te­

rrenos edificados con arreglo al planeamiento, éstos no serán 
objeto de nueva adjudicación, conservándose las propiedades 
primitivas, sin perjuicio de la regularización de linderos cuando 
fuere necesaria y de las compensaciones económicas que pro­
cedan.

2. Si se trata de fincas que sólo están parcialmente edi­
ficadas, la regla anterior sólo será aplicable a la parte de finca 
que esté edificada, podiendo segregarse la superficie libre.

Artículo 90.
Los terrenos en que existan edificios no ajustados al planea­

miento se adjudicarán íntegramente a sus primitivos propieta­
rios, sin perjuicio de la regularización de linderos y de las 
compensaciones pertinentes, siempre que concurran las siguien­
tes circunstancias:

a) Que no sea necesaria su demolición para ejecución de las 
obras de urbanización previstas en el plan.

b) Que no estén destinados a usos radicalmente incompati­
bles con la ordenación.

c) Que no esté decretada su demolición en virtud de expe- 
diente de infracción urbanística.

d) Que la superficie edificada no sea inferior a la parcela 
mínima edificable, a menos que quede comprendida en una 
finca resultante de mayores dimensiones, que corresponda al 
adjudicatario, con arreglo a su derecho.

e) Que el derecho del propietario en la reparcelación no sea 
inferior, en más del 15 por 100, al que corresponda a la parcela 
mínima edificable.

f) Que el aprovechamiento que corresponda a la superficie 
edificada no exceda en más del 15 por 100 del derecho del 
adjudicatario, a menos que se trate de edificaciones residencia­
les habitadas por personas que no sean el propio adjudicatario o 
su familia.

Artículo 91.
En los demás casos, no comprendidos en los dos artículos 

anteriores, los edificios incluidos en la unidad de reparcelación 
no serán tenidos en cuenta a efectos de adjudicación de las 
superficies en que se hallen enclavados, sino que serán objeto 
de tasación, decretándose su inmediato desalojo y demolición.

Artículo 92.
1. No serán objeto de nueva adjudicación, conservándose 

las propiedades primitivas, sin perjuicio de la regularización
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de linderos, cuando fuere necesaria y de las compensaciones 
económicas que procedan, las fincas no edificadas, cuando con­
curran los dos siguientes requisitos:

a) Que la diferencia, en más o en menos, entre el apro­
vechamiento que les corresponda conforme el plan y el que 
correspondería al propietario en proporción a su derecho en la 
reparcelación sea inferior al 15 por 100 de este último.

b) Que el propietario lo solicite y justifique dentro de los 
tres meses siguientes a la aprobación de la delimitación del 
polígono o unidad de actuación.

2. Tanto en este supuesto como en el del artículo 90 de 
este Reglamento, los titulares que conserven sus propiedades 
primitivas tendrán la consideración de adjudicatarios a todos 
los efectos derivados de la reparcelación.

Artículo 93.
1. No podrán adjudicarse como fincas independientes super­

ficies inferiores a la parcela mínima edificable o que no reúnan 
la configuración y características adecuadas para su edifica­
ción conforme al planeamiento.

2. La superficie enclavada entre dos edificaciones que de­
ban mantenerse podrá adjudicarse como finca independiente 
edificable aunque ño alcance las dimensiones de la parcela 
mínima, siempre que la diferencia no exceda del 15 por 100 
de esta última y se cumplan las demás determinaciones del 
planeamiento.

3. Si se diera el caso de que el plan no determine la par­
cela mínima edificable ni pueda deducirse de su contexto, el 
propio proyecto de reparcelación la establecerá razonadamente.

4. Cuando, tratándose de edificación abierta, el plan no con­
tenga reglas de ubicación de los volúmenes, se tramitará y 
aprobará conjuntamente con el proyecto de reparcelación un 
estudio de detalle en el que se determine la ubicación de los 
volúmenes en concordancia con los criterios de adjudicación.

Artículo 94.
1. Cuando la escasa cuantía de los derechos de algunos pro­

pietarios no permita que se les adjudiquen fincas independien­
tes a todos ellos, los solares resultantes se adjudicarán en 
pro indiviso a tales propietarios.

2. Esta misma regla se aplicará en cuanto a los excesos, 
cuando, por exigencias de la parcelación, el derecho de deter­
minados propietarios no quede agotado con la adjudicación in­
dependiente que en su favor se haga.

3. No obstante, si la cuantía de los derechos de los pro­
pietarios no alcanzase el 15 por 100 de la parcela mínima 
edificable, la adjudicación podrá sustituirse por una indemniza­
ción en metálico. La misma regla se aplicará cuando los ex­
cesos a que se refiere el número anterior no alcancen dicho 
tanto por ciento.

4. Salvo lo dispuesto en el párrafo anterior, y siempre que 
lo permitan las exigencias de la parcelación, la adjudicación de 
fincas independientes, al mayor número posible de propietarios, 
será preferible a la adjudicación pro indiviso, y esta última a 
la indemnización en metálico. En las adjudicaciones pro indiviso 
se procurará también la creación de comunidades del menor 
número posible de comuneros.

Artículo 95.
1. Se procurará, siempre que lo consientan las exigencias 

de la parcelación, que las fincas adjudicadas estén situadas en 
el lugar más próximo posible al de las antiguas propiedades 
de los mismos titulares.

2. Esta regla no será necesariamente aplicable en el caso 
de que las antiguas propiedades estén situadas, en más del 
50 por 100 de su superficie, en terrenos destinados por el plan 
a viales, zonas verdes u otros usos incompatibles con la pro­
piedad privada.

Artículo 96.
1. Salvo que viniere impuesto por exigencias de la edifica­

ción existente, con arreglo a los artículos 89 y 90 de este Re­
glamento, no se harán adjudicaciones que excedan del 15 por 
100 de los derechos de los adjudicatarios.

2. Por el contrario, se tratará de ajustar las adjudicaciones 
siempre por defecto, procurando, cuando sea posible, que éste 
no rebase el 15 por 100 de los expresados derechos.

3. La superficie adjudicable que quedare sobrante, como 
consecuencia de lo dispuesto en el párrafo anterior, podrá ad­
judicarse pro indiviso a todos los propietarios con defecto de 
adjudicación, con el fin de eliminar o reducir la cuantía de las 
indemnizaciones por diferencias de adjudicación.

Artículo 97.

Toda la superficie que, con arreglo al plan, sea susceptible 
de propiedad privada, aunque no sea edificable, deberá ser 
objeto de adjudicación en el acuerdo de reparcelación.

SECCION 3. INDEMNIZACIONES Y CUENTA DE LIQUIDACION 
Artículo 98.

1. Las plantaciones, obras, edificaciones e instalaciones que 
no puedan conservarse se valorarán con independencia del 
suelo, y su importe se satisfará a los propietarios o titulares 
interesados, con cargo al proyecto, en concepto de gastos de 
urbanización.

2. Se entenderá que no pueden conservarse los elementos 
mencionados: cuando sea necesaria su eliminación para rea­
lizar las obras de urbanización previstas en el plan, cuando 
estén situados en una superficie que no se deba adjudicar 
íntegramente a su mismo propietario y cuando su conserva­
ción sea radicalmente incompatible con la ordenación, incluso 
como uso provisional.

3. La tasación de estos elementos se efectuará en el propio 
proyecto de reparcelación, con arreglo a las normas que rigen 
la expropiación forzosa.

4. Las indemnizaciones resultantes serán objeto de compen­
sación, en la cuenta de liquidación provisional, con las canti­
dades de las que resulte deudor el interesado por diferencias 
de adjudicación o por gastos de urbanización y de proyecto.

Artículo 99.
Lo dispuesto en el artículo anterior será igualmente apli­

cable a las servidumbres y cargas, derechos de arrendamiento 
y cualesquiera otros que, por ser incompatibles con la ejecu­
ción del planeamiento, deban extinguirse con el acuerdo de 
reparcelación.

Artículo 100.
1. En la cuenta de liquidación provisional del proyecto se 

incluirán las indemnizaciones que correspondan a las diferen­
cias de adjudicación que se hayan producido, tanto por defecto, 
como por exceso, y cualquiera que sea su cuantía, valorándose 
al precio medio de los solares resultantes.

2. Se incluirán también, como diferencias de adjudicación, 
los excesos de aprovechamiento que queden atribuidos a deter­
minados propietarios por virtud de lo dispuesto en el artícu­
lo 99,3, de la Ley del Suelo y artículos 89 y 90 de este Regla­
mento.

3. El coste de las obras de urbanización se calculará con 
arreglo a los presupuestos aprobados y, en su defecto, median­
te una cifra estimativa, que establecerá razonadamente el pro­
pio proyecto de reparcelación. Esta misma regla se aplicará 
a los gastos de proyecto.

4. Los gastos de redacción de los proyectos que obtuviesen 
la aprobación inicial, aunque no llegasen a obtener la defini­
tiva, serán considerados como gastos de proyecto y adeudados 
al conjunto de los propietarios afectados, para su reintegro a 
quienes los anticiparon.

5. Los gastos de urbanización y de proyectos se distribuirán 
a prorrata entre todos los adjudicatarios de las fincas resul­
tantes, con arreglo al valor de éstas.

CAPITULO IV 

Procedimiento general 

SECCION 1. INICIACION
Artículo 101.

1. El expediente de reparcelación se iniciará:
a) Por ministerio de la Ley cuando se apruebe definiti­

vamente la delimitación del polígono o unidad de actuación.
b) Por acuerdo expreso, de oficio o a instancia de parte, 

cuando se trate de planes o delimitaciones aprobados con ante­
rioridad a la entrada en vigor de la Ley de 2 de mayo de 1975. 
En este acuerdo se deberá definir la unidad reparcelable.

2. Cuando el expediente de reparcelación se tramite con­
junta y simultáneamente con el plan parcial, plan especial de 
reforma interior o estudio de detalle, o con la delimitación del 
polígono o unidad de actuación, se entenderá que comienza con 
el acuerdo de aprobación inicial de los mismos.

3. La iniciación del expediente de reparcelación se publi­
cará en el «Boletín Oficial» de la provincia, en un periódico 
al menos de los de mayor circulación de la provincia, y se 
notificará individualizadamente a los propietarios incluidos en



el polígono y a los de suelo exterior ocupado para la ejecución 
de sistemas generales que hayan de hacer efectivos sus dere­
chos en el polígono de que se trate.

Artículo 102.

1. Una vez iniciado el expediente de reparcelación, la Ad­
ministración actuante deberá recabar de oficio, del Registro 
de la Propiedad correspondiente, certificación de titularidad 
y cargas de todas las fincas incluidas en la unidad de repar­
celación.

2. El Registrador, al mismo tiempo que expida las certifi­
caciones antedichas, extenderá al margen de cada finca nota 
expresiva del Organismo actuante y fecha de iniciación del 
expediente de reparcelación.

3. La nota marginal expresada en el apartado anterior so­
lamente producirá el efecto de que los interesados que hagan 
constar su derecho en el Registro con posterioridad a ella no 
tendrán que ser citados preceptivamente en el expediente. No 
obstante, si se personaren en el mismo, seguirán con ellos 
las sucesivas actuaciones.

Artículo 103.

1. Los propietarios y titulares de derechos afectados por 
la reparcelación están obligados a exhibir los títulos que posean 
y declarar las situaciones jurídicas que conozcan y afecten a 
sus fincas.

2. La omisión, error o falsedad en estas declaraciones no 
podrá afectar al resultado objetivo de la reparcelación. Si se 
apreciase dolo o negligencia grave, podrá exigirse la respon­
sabilidad civil o penal que corresponda.

3. En caso de discordancia entre los títulos y la realidad 
física de las fincas, prevalecerá ésta sobre aquéllos en el expe­
diente de reparcelación.

4. Si la discrepancia se plantea en el orden de la titulari­
dad de los derechos, la resolución definitiva corresponde a los 
Tribunales ordinarios. El proyecto de reparcelación se limitara, 
en tal caso, a calificar la titularidad de dudosa o litigiosa, 
según proceda. La Administración actuante asumirá la repre­
sentación de los derechos e intereses de esas titularidades a 
efectos de la tramitación del expediente. Los gastos que sean 
imputables a las titularidades referidas podrán hacerse efec­
tivos por la vía de apremio en caso de impago.

5. No obstante, las cuestiones de linderos podrán resolverse 
en el propio expediente de reparcelación, si media la conformi­
dad de los interesados, acreditada mediante comparecencia o 
en cualquier otra forma fehaciente.

Artículo 104.

1. La iniciación del expediente de reparcelación llevará con­
sigo, sin necesidad de declaración expresa, la suspensión del 
otorgamiento de licencias de parcelación y edificación en el 
ámbito del polígono o unidad de actuación hasta que sea firme 
en vía administrativa el acuerdo aprobatorio de la reparce­
lación.

2. Se entenderán comprendidas en la suspensión todas las 
licencias de obras de nueva planta o reforma de las edificacio­
nes existentes, movimientos de tierras y cualesquiera otras que 
afecten a la configuración física de las fincas o puedan per- 
turbar el resultado de la reparcelación en curso.

3. Los peticionarios de licencias solicitadas con anteriori­
dad a la iniciación del expediente tendrán derecho a ser resar­
cidos en la forma que señalan los artículos 27,4, de la Ley 
del Suelo y 121 del Reglamento de Planeamiento.

Artículo 105.

1. Las licencias concedidas con anterioridad a la iniciación 
del expediente podrán ser revisadas y dejadas sin efecto por la 
Entidad local que las otorgó, en los términos que se determi­
nan en este artículo, cuándo sean incompatibles con la eje­
cución del planeamiento.

2. Si se comprobare la ilegalidad de la licencia, se pro­
cederá en la forma establecida en los artículos 186 y siguien­
tes de la Ley del Suelo.

3. En los demás casos, cuando se estime que las obras 
autorizadas por la licencia pueden prejuzgar el resultado de la 
reparcelación o perjudicar el derecho de los terceros intere­
sados, se podrá dejar sin efecto la licencia, previa indemniza­
ción de daños y perjuicios, con cargo al proyecto, en concepto 
de gastos de urbanización.

4. En todo caso, la anulación de la licencia se hará me­
diante acuerdo motivado y previa audiencia de los interesados.

SECCION 2. SUSTANCIACION Y RESOLUCION 
Artículo 106.

1. Dentro de los tres meses siguientes a la iniciación del 
expediente, los propietarios que representen los dos tercios del 
número total de propietarios interesados y el 80 por 100 de la 
superficie reparcelable podrán formular un proyecto de repar­
celación, que deberá ser admitido y tramitado, aunque no esté 
completo, siempre que esté ajustado a la Ley y al planeamiento 
y contenga, cuando menos, con la debida precisión, los cri­
terios de definición, valoración y adjudicación de las fincas 
resultantes.

Para el cómputo de dichas mayorías se tendrá en cuenta 
a los propietarios de suelo exterior al polígono, ocupado para 
la ejecución de sistemas generales, que deban participar en la 
reparcelación del polígono, y las superficies ocupadas a tales 
propietarios.

2. Si el proyecto presentado estuviese incompleto, con arre­
glo a lo dispuesto en el artículo 82 de este Reglamento, antes 
de proceder a su aprobación inicial, la Administración actuan­
te concederá un plazo, no superior a dos meses, para que los 
interesados lo completen.

Artículo 107.
1. Si transcurriese el plazo de tres meses previsto en el 

artículo anterior o si antes de transcurrir ese plazo los intere­
sados manifestasen su propósito de no hacer uso del derecho 
que se les reconoce en dicho precepto, y en todo caso cuando 
no se cumplan las condiciones que en el mismo se establecen, 
la Administración actuante acordará, sin dilación, que el pro­
yecto se redacte de oficio, dentro de un plazo no superior a 
seis meses.

2. La redacción del proyecto podrá realizarse:
a) Por los propios servicios del Ayuntamiento o Adminis­

tración actuante.
b) Por un Técnico titulado superior o Empresa especializa­

da, mediante cualquiera de las formas de contratación admi­
tidas por la legislación vigente. En tales casos el proyecto 
deberá ser refrendado, antes de su aprobación inicial, por el 
correspondiente servicio del Ayuntamiento o Administración 
actuante.

3. En el caso de que un proyecto presentado por algún 
interesado sin que concurran las condiciones establecidas en el 
artículo anterior merezca la conformidad del Ayuntamiento o 
Administración actuante, previo informe de los servicios corres­
pondientes, podrá ser acordada su aprobación inicial y subsi­
guiente tramitación.

Artículo 108.
1. Aprobado inicialmente un proyecto de reparcelación, se 

abrirá un plazo de un mes para información pública y audien­
cia de los interesados con citación personal. Este trámite se 
deberá anunciar en el «Boletín Oficial» de la provincia, en el 
tablón de anuncios del Ayuntamiento y en un periódico de la 
provincia de difusión corriente en la localidad.

2. La incomparecencia en este trámite no podrá ser obs­
táculo para que se admitan los recursos procedentes que se 
interpongan contra la resolución definitiva del expediente, pero 
en ningún caso podrá justificar la retroacción de las actua­
ciones.
Artículo 109.

1. Concluido el anterior trámite, los servicios competentes 
del Ayuntamiento o Administración actuante emitirán informe 
sobre las alegaciones presentadas durante el mismo, en un 
plazo no superior a un mes.

2. Si, con arreglo a este informe y como consecuencia de 
las alegaciones presentadas, hubiere de rectificarse el proyecto, 
se dará audiencia a los interesados afectados por las rectifica­
ciones propuestas, por un plazo de quince dias.

3. Cuando como consecuencia de las alegaciones presenta­
das y del informe de los servicios, el órgano competente para 
aprobar definitivamente la reparcelación acordase rectificar 
el proyecto, en términos que afecten sustancialmente a su con­
tenido general o a la mayor parte de los afectados, será ne­
cesario repetir el trámite de audiencia a todos los interesados 
en el expediente, durante el plazo de un mes.

Artículo 110.

1. Concluido el trámite de informe y, en su caso, el de 
alegación contradictoria, previstos en el artículo anterior, se 
aprobará definitivamente el proyecto de reparcelación.



2. La aprobación podrá producirse:

a) Pura y simplemente.
b) Con rectificaciones que se expresen inequívocamente y 

queden definitivamente incorporadas al proyecto.
3. Cuando el proyecto hubiera sido presentado por los in­

teresados, la denegación o la aprobación con rectificaciones 
deberán ser motivadas.

4. La denegación del proyecto tramitado obligará a la Ad­
ministración a aprobar otro, en un plazo no superior a tres 
meses.
Artículo 111.

1. La resolución definitiva que recaiga será notificada a 
todos los interesados y publicada en la misma forma prevista 
en el artículo 108 de este Reglamento para el trámite de infor­
mación pública.

2. Una copia de la resolución recaída será remitida a la 
Comisión Provincial de Urbanismo, si no fuere ella misma 
la que hubiere adoptado el acuerdo.

Artículo 112.
1. El acuerdo aprobatorio de la reparcelación será impug­

nable en vía administrativa, en todos sus aspectos.
2. En vía contencioso-administrativa sólo será impugnable 

por vicios de nulidad absoluta del procedimiento o para deter­
minar la indemnización que en su caso proceda.

3. En los casos de nulidad, el Tribunal se limitará a orde­
nar la retroacción de las actuaciones al momento oportuno.

4. En los demás, y siempre que el Tribunal aprecie la exis­
tencia de perjuicio para el recurrente, fijará la indemnización 
correspondiente y los sujetos que hayan de satisfacerla, sin 
afectar a la efectividad del acuerdo de reparcelación recaído, 
en cuanto a la definición de la propiedad de las fincas resul­
tantes.

SECCION 3. FORMALIZACION E INSCRIPCION 

Artículo 113.
1. Una vez firme en vía administrativa el acuerdo de apro­

bación definitiva de la reparcelación, el Organismo que lo hu­
biere adoptado lo notificará a todos los interesados y proce­
derá a otorgar escritura pública o a expedir documento con 
las solemnidades y requisitos dispuestos para las actas de sus 
acuerdos, con el siguiente contenido:

a) Descripción de las propiedades antiguas, según los títu­
los aportados, con las correcciones procedentes, y en defecto 
de títulos, según planos. Se expresarán las cargas y gravá­
menes, condiciones, sustituciones y demás derechos que las 
afecten; el respectivo propietario, si fuera conocido; la cuan­
tía de su derecho en la reparcelación y el criterio utilizado 
paira definirlo y cuantificarlo.

Cuando participen en la reparcelación propietarios de suelo 
exterior al polígono, se describirán también las fincas que les 
fueron ocupadas.

b) Descripción de las fincas resultantes, incluyendo, en su 
caso, las que correspondan a la Administración adjudicataria 
del 10 por 100 del aprovechamiento medio, titulares a quienes 
se adjudiquen y concepto en que lo fueren.

Se expresará respecto a cada finca la antigua a que co­
rresponda o el derecho que da lugar a la adjudicación; así 
como las cargas y gravámenes, condiciones, sustituciones y 
demás derechos que las afecten por no ser incompatibles con 
el planeamiento.

c) Localización de los terrenos de cesión obligatoria y de 
las reserves que establezca el plan.

d) Cuantía del saldo de la cuenta de liquidación provisio­
nal con que quede gravada cada una de las fincas adjudicadas.

2. La escritura pública o el documento administrativo pre­
visto en el número 1 de este artículo, protocolizado notarial­
mente, será inscrito en el Registro de la Propiedad.

3. Las operaciones jurídicas complementarias que sean del 
caso, que no se opongan al proyecto de reparcelación ni al 
plan que se ejecute, se aprobarán por el Organo urbanístico 
actuante, el cual procederá a extender documento con los re­
quisitos y solemnidades previstos en el número 1 de este ar­
tículo, que se protocolizará notarialmente o a otorgar escri­
tura pública. Uno u otro documento se inscribirán en el Regis­
tro de la Propiedad.

Artículo 114.
Le inscripción del acuerdo de reparcelación se efectuará en 

la siguiente forma:

a) Se cancelarán las hojas registrables correspondientes a 
las antiguas fincas reparceladas con extinción de todos los de­
rechos incompatibles con la ejecución del planeamiento. En las 
fincas que se correspondan con otras resultantes se hará ex­
presa indicación de la nueva hoja registral que se abra a la 
correlativa finca resultante. En la misma forma se cancelarán 
las hojas registrales correspondientes a las fincas ocupadas, 
para la ejecución de los sistemas generales cuando sus titula- 
res fuesen adjudicatarios en la unidad reparcelada.

b) Se abrirá nueva hoja registral a todas y cada una de 
las fincas resultantes adjudicadas, incluso las que lo sean en 
favor del Patrimonio municipal del suelo o estén afectadas 
a cualquier servicio público.

c) En la inscripción de las fincas resultantes que se co­
rrespondan con otras anteriormente inscritas se hará expresa 
indicación de la hoja registral cancelada por efecto de la re- 
parcelación.

d) En las restantes se practicará un asiento de primera 
inscripción.

e) Se harán constar las cargas y gravámenes que subsis­
tan o se establezcan sobre las fincas resultantes y las demás 
circunstancias que puedan afectar a las titularidades inscri­
tas, con arreglo a la legislación hipotecaría y, en todo caso, 
la cuantía del saldo de liquidación, a los efectos prevenidos en 
el artículo 100, 1, c), de la Ley del Suelo.

(Continuará.)

MINISTERIO DE AGRICULTURA

2887 RESOLUCION de la Dirección General de la Pro­
ducción Agraria por la que se dan normas para el 
Desarrollo de las campañas de saneamiento gana­
dero y se establecen los baremos de calificación 
para valorar las indemnizaciones de los animales 
que deban ser sometidos a sacrificio obligatorio, 
en aplicación de lo dispuesto en la Orden de 25 de 
noviembre de 1978.

Publicada en el «Boletín Oficial del Estado» número 299, de 
fecha 15 de diciembre de 1978, la Orden de 25 de noviembre 
por la que se establecen normas para el desarrollo de las cam­
pañas de saneamiento, y de conformidad con la misma, he te­
nido a bien disponer:

Primero.—Las indemnizaciones a percibir por los ganaderos 
como consecuencia de] sacrificio obligatorio serán proporciona­
les al valor real de los animales, para lo cual a cada res se le 
asignará una calificación individual de acuerdo con sus carac­
terísticas productivas y edad, la citada calificación podrá su­
frir correcciones en función de la calidad de la conformación 
y de los defectos graves aparentes, que presente el animal.

Segundo.—Las calificaciones de los animales se realizarán 
utilizando las puntuaciones correspondientes a cada factor, de 
acuerdo con los haremos que para cada especie y aptitud pro­
ductiva se determinan en el anexo de esta Resolución.

Tercero.—Para facilitar la calificación de los animales cuyo 
sacrificio es obligatorio, previamente al diagnóstico de las en­
fermedades objeto de campaña, se cumplimentará una ficha, en 
modelo oficial, en la cual figurarán el número de identifica­
ción de cada animal, así como los datos correspondientes a su 
lactación y estado reproductivo. En el mismo documento, los 
técnicos de los equipos de saneamiento elaborarán los datos re­
ferentes a calificación por aspecto general y defectos o enfer­
medades para ser utilizados como factores correctores de la va- 
loración. En los impresos confeccionados figurará el conforme 
del ganadero.

Cuarto.—La puntuación final corregida, asignada a cada 
animal que deba ser sacrificado, multiplicada por el coeficiente 
que para cada especie y aptitud se especifica en el anexo de 
esta Resolución, determina el montante de la indemnización 
correspondiente.

Quinto.—Los coeficientes de transformación a que se hace 
referencia en el artículo anterior podrán ser modificados perió­
dicamente, oído el sector ganadero y conocida la evolución de 
las cotizaciones del ganado.



MINISTERIO DE JUSTICIA

3065 REAL DECRETO 150/1979, de 26 de enero, por el 
que se reorganizan los Servicios de Obras del Mi­
nisterio de Justicia.

En los últimos años, y muy especialmente a partir de mil 
novecientos setenta y seis, ha aumentado en forma muy con­
siderable la consignación presupuestaria para obras del De­
partamento, que, prácticamente, en este período de tiempo se 
ha multiplicado por cinco. Ello, unido al perfeccionamiento 
del control del gasto, ha supuesto un incremento en la carga 
de trabajo, tanto cuantitativo como en complejidad, con la 
consiguiente mayor responsabilidad de las unidades gestoras, 
que han visto desbordada su capacidad funcional. Todo ello 
hace precisa la creación de un órgano de nivel adecuado que 
pueda hacerse cargo de dicha gestión y su adaptación a las 
nuevas técnicas presupuestarias por programas, permitiendo, 
además, una colaboración más eficaz con los servicios de ase­
soría económica, así como la realización de los estudios pre­
cisos para el mejor aprovechamiento de los recursos dispo­
nibles.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, con 
aprobación de la Presidencia del Gobierno, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo ciento treinta, punto dos, de la Ley 
de Procedimiento Administrativo, y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día veintiséis de enero 
de. mil novecientos setenta y nueve,

DISPONGO:
Artículo primero.—Se crea, en la Subsecretaría de Justicia, 

directamente dependiente del Subsecretario, el Servicio de 
Obras y Patrimonio, al que corresponderá, con carácter gene­
ral, la dirección y coordinación de las actuaciones en materia 
de obras, adquisiciones, arrendamientos y mantenimiento del 
patrimonio, mobiliario e inmobiliario, afecto al Departamento; 
la preparación y elaboración de estudios e informes para la 
planificación de necesidades e inversiones en las cuestiones 
que le están atribuidas; la programación de las obras de 
construcción, reparación y conservación de los inmuebles y 
el mantenimiento de las adecuadas relaciones con el órgano 
encargado de la supervisión de proyectos, con la asesoría 
económica, con la Junta de Compras, con la Secretaría Gene­
ral Técnica, con la Intervención General del Estado, Dirección 
General del Patrimonio del Estado, Junta Coordinadora de 
Edificaciones Administrativas, y con los restantes Organos de 
la Administración competentes en la materia.

Artículo segundo.—Se autoriza al Ministro de Justicia para 
dictar cuantas normas de ejecución y desarrollo sean pre­
cisas para la aplicación de la presente disposición y adap­
tación de cualesquiera de las actuales unidades de nivel inferior 
existentes en el Departamento, a la organización que se esta­
blece en la misma.

Artículo tercero.—El presente Real Decreto entrará en vigor 
el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado», y la organización que en él se establece no supondrá 
aumento alguno del gasto público.

Artículo cuarto.—Quedan modificados, en cuanto son alte­
rados por este Real Decreto, los artículos cuarto, diez, once, 
catorce y ciento diecisiete del Reglamento Orgánico del Minis­
terio de Justicia, aprobado por Decreto mil quinientos treinta/ 
mil novecientos sesenta y ocho, de doce de junio.

Dado en Madrid a veintiséis de enero de mil novecientos 
setenta y nueve.

JUAN CARLOS
El Ministro de Justicia,

LANDELINO LAVILLA ALSINA

MINISTERIO DE DEFENSA
3066 ORDEN de 29 de enero de 1979 por la que se 

establece la zona próxima de seguridad del edi­
ficio del Cuartel General de la Armada.

Existiendo en el Cuartel Gereral de la Armada instalaciones 
militares de alto interés para la Defensa Nacional y de carácter

secreto, que hacen aconsejable preservarlas de cualquier obra 
o actividad que pudiera afectarlas, por lo que, previo el informe 
preceptivo del Estado Mayor de la Armada y según propuesta 
razonada del Almirante Jefe de la Jurisdicción Central de 
Marina, dispongo:

Artículo 1.º Se declara zona próxima de seguridad, a los 
efectos prevenidos en la Ley número 8/1975, de 12 de marzo, 
al resto de la manzana en que se encuentra situado el Cuartel 
General de la Armada en Madrid, instalación militar del gru­
po 4.° del artículo 8.° del Real Decreto 689/1978, de 10 de febrero, 
delimitada por las calles Montalbán, Ruiz de Alarcón, Juan de 
Mena y paseo del Prado, así como todo el ancho de la vía 
pública y subsuelo de las calles Juan de Mena, Ruiz de Alar­
cón, Montalbán y, en una anchura de quince metros, del paseo 
del Prado, en la parte que dichas vías públicas rodean la 
aludida manzana.

Art. 2.° Serán aplicables a la zona de seguridad delimitada 
en el artículo anterior las normas contenidas en el artículo 26 
del Reglamento aprobado por el Decreto 689/1978, de 10 de 
febrero, con la sola excepción de su amplitud, que estará limi­
tada en la forma expresada en el artículo anterior.

Artículo tercero.—Se encuentran incluidos en la zona de se­
guridad los inmuebles de propiedad privada sitos en la calle 
Juan de Mena, número 7, y en el número 4 de la calle Ruiz 
de Alarcón.

Madrid, 29 de enero de 1979.

GUTIERREZ MELLADO

MINISTERIO DE OBRAS 
PUBLICAS Y URBANISMO

2886
(Conclusión.)

REGLAMENTO de Gestión Urbanística para el des­
arrollo y aplicación de la Ley sobre Régimen del 
Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real 
Decreto 3288/1978, de 25 de agosto. (Conclusión.)

REGLAMENTO DE GESTION URBANISTICA (Conclusión) 

CAPITULO V 

Procedimientos abreviados
SECCION 1. REPARCELACION VOLUNTARIA 

Artículo 115.

1. La propuesta de reparcelación, formulada por los pro­
pietarios afectados y formalizada en escritura pública, será so­
metida a información pública durante quince días e informada 
por los servicios municipales correspondientes.

2. Cuando recaiga la aprobación definitiva no será necesa­
ria ninguna nueva formalización, bastando, para la inscripción 
en el Registro de la Propiedad, con la presentación de la ci­
tada escritura y la certificación del acuerdo de su aprobación.

SECCION 2. REPARCELACION SIMPLEMENTE ECONOMICA 

Artículo 116.
Cuando en aplicación de lo dispuesto en los artículos 125,2, 

de la Ley del Suelo y 74 de este Reglamento, la reparcelación 
debe limitar sus efectos a la determinación de las indemnizacio­
nes sustitutorias que procedan éntre los afectados, se aplicarán 
las siguientes reglas:

a) La documentación del proyecto se reducirá a la expre­
sada en los apartados a), b) y e) y planos f.1, f.2, y f.3 del 
artículo 82 de este Reglamento.

b) El plazo de audiencia será de quince días.
c) El acuerdo de aprobación definitiva será impugnable 

ante la jurisdicción contencioso-administrativa, en la forma 
ordinaria y sin ninguna limitación.

d) El acuerdo se formalizará y protocolizará en forma aná­
loga a la prevenida en los artículos 113 y 114 de este Regla­
mento, pero sin incluir la descripción de las fincas afectadas.



e) El Registrador de la Propiedad se limitará a cancelar las 
notas marginales que hubiere extendido, con arreglo al artícu­
lo 102 de este Reglamento, y a tomar razón de la cuantía de 
los saldos de la cuenta de liquidación provisional que se hu­
bieren asignado a los titulares de fincas inscritas, a los efec­
tos prevenidos en el artículo 100, 1, c), de la Ley del Suelo.

SECCION 3. NORMALIZACION DE FINCAS

Artículo 117.

1. El procedimiento regulado en esta Sección se aplicará 
siempre que no sea necesaria la redistribución de los benefi­
cios y cargas de la ordenación entre los propietarios afectados, 
pero sea preciso regularizar la configuración física de las fin­
cas para adaptarla a las exigencias del planeamiento.

2. Podrá acordarse en cualquier momento, de oficio o a 
instancia de parte interesada.

3. En todo lo no previsto expresamente en esta Sección, 
se tendrán en cuenta las normas del procedimiento general 
de reparcelación, en cuanto sean de aplicación,

Artículo 118.

1. La normalización podrá hacerse por manzanas completas 
o parte de ellas.

2. Se limitará a definir los nuevos linderos de las fin­
cas afectadas, de conformidad con el planeamiento, siempre 
que no afecte al valor de las mismas, en proporción superior 
al 15 por 100, ni a las edificaciones existentes.

3. El porcentaje de exceso o defecto que pueda representar 
la modificación de linderos se determinará por el valor urba­
nístico de las fincas.

4. Si se apreciaré una diferencia superior al 15 por 100 del 
valor de las fincas resultantes, se decretará la conversión de 
las actuaciones en un procedimiento general de reparcelación.

5. Las diferencias no superiores al 15 por 100 se compen­
sarán en metálico, con arreglo al valor urbanístico medio de 
las fincas afectadas.

Artículo 119.

1. El proyecto de normalización de fincas contendrá los 
siguientes documentos:

a) Memoria justificativa.
b) Relación de propietarios e interesados afectados.
c) Plano parcelario de información, a escala 1/500.
d) Plano de fincas normalizadas, a la misma escala.
e) Cuenta de compensaciones económicas, cuando procedan.

2. Al proyecto deberán acompañarse las oportunas certifi­
caciones registrales de titularidad y cargas y, en caso de fin­
cas no inmatriculadas, el testimonio de los títulos justificativos 
de las respectivas titularidades.

Artículo 120.

1. Si la normalización se acordase a instancia de parte, 
acompañada del correspondiente proyecto, el Ayuntamiento pu- 
blicará el acuerdo en la forma prevista en el artículo 108 
de este Reglamento y dará vista y audiencia a los demás 
interesados conocidos, por plazo de quince días.

2. En los demás casos, el Ayuntamiento efectuará la misma 
publicación y requerirá a los interesados para que presen­
ten un proyecto, en plazo no superior a dos meses, transcurri­
do el cual, dispondrá la redacción de oficio en otro plazo 
igual.

3. Del proyecto presentado, o redactado de oficio, se dará 
vista y audiencia a los interesados, durante quince días, y 
transcurrido este plazo se pasará a informe de los servicios 
correspondientes, por término de otros quince días.

Artículo 121.

1. Aprobada la normalización, el acuerdo se protocolizará 
notarialmente y se remitirá de oficio al Registro de la Pro­
piedad para su oportuna toma de razón.

2. El Registrador se limitará a consignar la nueva configu­
ración física de las fincas inscritas, sin que el asiento que se 
practique deba afectar en ninguna otra forma a las titulari­
dades existentes.

3. El régimen de recursos contra el acuerdo de normaliza­
ción será el establecido en el artículo 112 de este Reglamento.

CAPITULO VI 

Efectos
SECCION 1. EFECTOS JURIDICO-REALES

Artículo 122.
1. El acuerdo de reparcelación producirá, por sí mismo, 

la subrogación, con plena eficacia real, de las antiguas por 
las nuevas parcelas, siempre que quede claramente establecida 
la correspondencia entre unas y otras.

2. Cuando se opere la subrogación real, las titularidades 
existentes sobre las antiguas fincas quedarán referidas, sin so­
lución de continuidad, a las correlativas fincas resultantes ad­
judicadas, en su mismo estado y condiciones, sin perjuicio de 
la extinción de los derechos y cargas que resulten incompati­
bles con el planeamiento.

3. Cuando no haya una exacta correspondencia entre las fin­
cas adjudicadas y las antiguas, el acuerdo constituirá un título 
de adquisición originaria a favor de los adjudicatarios y éstos 
recibirán la plena propiedad de aquéllas, libre de toda carga 
que no se derive del propio acuerdo.

4. Esta misma regla se aplicará en los casos de adjudi­
caciones pro indiviso o con modificación sustancial de las con- 
diciones de la primitiva titularidad.
Artículo 123.

1. En los casos de subrogación real, si existiesen derechos 
o cargas que se estimen incompatibles con el planeamiento, 
el acuerdo de reparcelación deberá declararlo así y fijar la 
indemnización correspondiente, sin perjuicio de lo que en su 
día resuelvan los Tribunales ordinarios al respecto.

2. En tales casos, el Registrador se limitará a hacerlo 
constar en el asiento correspondiente y los interesados podrán 
acudir al Juzgado competente a los efectos prevenidos en el 
artículo 101, 3, de la Ley del Suelo.

3. Cuando se trate de fincas sobre las que no opere el prin­
cipio de subrogación real, la extinción de los derechos y car­
gas se producirá por virtud del acuerdo de reparcelación.
Artículo 124.

1. La firmeza en vía administrativa del acuerdo de repar­
celación determinará la cesión de derecho al Municipio en que 
se actúe, en pleno dominio y libre de cargas, de todos los 
terrenos que sean de cesión obligatoria, según el plan, para 
su incorporación al Patrimonio municipal del suelo o su afec­
tación a los usos previstos en el mismo.

2. Los terrenos que el plan destine al dominio público mu­
nicipal quedarán afectados al mismo sin más trámites.
Artículo 125.

Respecto de los derechos y cargas que deban extinguirse y 
de las plantaciones, obras, edificaciones, instalaciones y mejo­
ras que deban destruirse, el acuerdo de reparcelación tendrá 
el mismo efecto que el acta de ocupación a efectos expro- 
piatorios.
Artículo 126.

1. Las fincas resultantes quedarán afectadas, con carácter 
real, al pago del saldo de la cuenta de liquidación del proyec­
to de reparcelación aprobado que a cada una se le asigne.

2. Esta afección será preferente a cualquier otra y a todas 
las hipotecas y cargas anteriores, excepto a los créditos en 
favor del Estado a que se refiere el número 1 del artícu­
lo 1.923 del Código Civil y a los demás créditos tributarios en 
favor del Estado, que estén vencidos y no satisfechos y se 
hayan hecho constar en el Registro antes de practicarse la 
afección a que el presente artículo se refiere.

3. La afección será cancelada a instancia de parte intere­
sada, a la que se acompañe certificación del Organo actuante 
expresiva de estar pagada la cuenta de liquidación definitiva 
referente a la finca de que se trate.

En todo caso la afección caducará y deberá ser cancelada 
a los dos años de haberse hecho constar el saldo de la liqui­
dación definitiva, y si no constare, a los siete años de haberse 
extendido la nota de afección. La cancelación se practicará a 
instancia de parte interesada o de oficio al practicarse algún 
otro asiento o expedirse certificación relativa a la finca afec­
tada.

SECCION 2. EFECTOS ECONOMICOS

Artículo 127.
1. Las partidas que comprenda la cuenta de liquidación 

para cada interesado quedarán compensadas cuando fueren de



distinto signo, siendo exigibles únicamente los saldos resul­
tantes.

2. Los saldos de la cuenta de liquidación del proyecto se 
entenderán provisionales y a buena cuenta, hasta que se 
apruebe la liquidación definitiva de la reparcelación. Los erro­
res y omisiones que se adviertan, así como las rectificaciones 
que se estimen procedentes, se tendrán en cuenta en la liqui­
dación definitiva, pero no suspenderán la exigibilidad de los 
saldos provisionales aprobados con el proyecto.

3. Los saldos adeudados por los adjudicatarios podrán com­
pensarse con la cesión de terrenos, previo acuerdo con los 
interesados, conforme al artículo 122, 2, de la Ley del Suelo.

4. A todos los efectos se entenderá que los saldos de re­
parcelación son deudas líquidas y exigibles que median entre 
dada uno de los interesados y la Administración actuante. En 
caso de impago, procederá la vía de apremio.

5. Cuando les circunstancias lo aconsejen, la Administra­
ción podrá acordar los aplazamientos o fraccionamientos de 
pago que estime procedentes, siempre que no lo impidan otras 
normas generales o imperativas.
Artículo 128.

1. La liquidación definitiva de la reparcelación tendrá lugar 
cuando se concluya la urbanización de la unidad reparcela- 
ble y, en todo caso, antes de que transcurran cinco años 
desde el acuerdo aprobatorio de la reparcelación.

2. Tendrá exclusivamente efectos económicos y no podrá 
afectar a la titularidad real sobre los terrenos.

3. En la liquidación definitiva se tendrán en cuenta:

a) Las cargas y gastos prorrateables entre los adjudicata­
rios de fincas resultantes, que se hayan producido con poste­
rioridad al acuerdo de reparcelación.

b) Los errores u omisiones que se hayan advertido con 
posterioridad a dicho acuerdo.

c) Las rectificaciones impuestas por resoluciones adminis­
trativas o judiciales posteriores al mismo.

4. Si, con posterioridad a la liquidación definitiva, se pro­
dujeran nuevas resoluciones administrativas o judiciales, con 
efecto sobre los intereses económicos de los afectados, la eje­
cución de las mismas habrá de producirse en un expediente 
nuevo y distinto.
Artículo 129.

La liquidación definitiva se redactará por la Administración 
actuante y será notificada, publicada, tramitada y aprobada 
en la misma forma que el proyecto de reparcelación.
Artículo 130.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 102 de la Ley del 
Suelo, todos los actos comprendidos en la reparcelación que 
cumplan los requisitos establecidos en este Reglamento esta­
rán exentos con carácter permanente del Impuesto General 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documen­
tados y no tendrán la consideración de transmisiones a los 
efectos de exacción del Arbitrio sobre el Incremento del Valor 
de los terrenos. Cuando el valor de los solares adjudicados a 
un propietario exceda del que proporcionalmente corresponda 
a los terrenos aportados por el mismo, se girarán las liquida­
ciones procedentes en cuanto al exceso.

TITULO IV 

Valoraciones 
CAPITULO PRIMERO 

Disposiciones comunes
Artículo 131.

Las valoraciones de terrenos se efectuarán en todo caso con 
arreglo a los criterios establecidos en la Ley del Suelo.
Artículo 132.

Las valoraciones de terrenos se efectuarán teniendo en cuen­
ta únicamente los valores inicial y urbanístico.

Artículo 133.
Cuando los valores tomados como base de la liquidación fis­

cal de la transmisión correspondiente sean superiores a los 
declarados en el título a que se refiere el artículo 109 de la 
Ley del Suelo, se tendrán en cuenta aquéllos, sea cualquiera 
la fecha del título.

Artículo 134.

Siempre que el valor asignado a una parcela en la que el 
dueño hubiere costeado algunas obras de urbanización, no con­
trapuestas a planes vigentes en el momento de ejecutarlas, 
fuere inferior a la suma del valor inicial y de la parte propor­
cional del valor actual de las obras, se completará hasta cu­
brir el importe de ambos sumandos.
Artículo 135.

El justiprecio de las fincas gravadas con cargas, cuando la 
participación de los titulares de los derechos concurrentes con 
el del domino en el contenido económico de aquéllas venga 
determinada taxativamente por las reglas a que se refiere el 
número 1 del artículo 111 de la Ley del Suelo, deberá rea­
lizarse valorando por separado cada uno de aquéllos, para dis­
tribuirlo entre los interesados.

Si la valoración se realizase en conjunto, una vez consig­
nado el justiprecio en poder del Juzgado, cualesquiera de los 
titulares de derechos sobre la finca expropiada podrá instar 
en dicha vía judicial la distribución del justiprecio entre los 
interesados.
Artículo 136.

Las valoraciones se entenderán referidas:

a) Cuando se aplique la expropiación forzosa, al momento 
de iniciación del expediente de justiprecio individualizado o de 
exposición al público del proyecto de expropiación cuando se 
siga el procedimiento de tasación conjunta.

b) Cuando se trate de reparcelación o de compensación, 
al momento de la aprobación inicial del proyecto de reparce­
lación o de la sumisión del proyecto de compensación al trá­
mite de audiencia previo a su aprobación.
Artículo 137.

1. El valor de las plantaciones, obras, edificaciones e ins­
talaciones que existan en el suelo se determinará con arreglo 
a los criterios de la Ley de Expropiación Forzosa.

2. Cuando el valor de los elementos enumerados en el apar­
tado anterior hubiese sido ponderado en la estimación del ren­
dimiento bruto a efectos de la determinación del valor inicial 
o en la fijación del valor urbanístico, su cuantía no incremen­
tará el valor del inmueble.

3. En la determinación de las indemnizaciones arrendati- 
cias se utilizarán los criterios estimativos del artículo 43 de la 
Ley de Expropiación Forzosa y se tendrán en cuenta les si­
guientes circunstancias:

A) En arrendamientos rústicos:

a) Carácter de actividad económica principal del arrenda­
tario.

b) Dificultad de sustitución de dicha actividad.
c) Cuantía del beneficio del cultivador fijada en el cálculo 

del rendimiento bruto.
d) Valor de los elementos mecánicos propios del arrenda­

miento utilizados en la explotación.
e) Tener el arrendatario su domicilio habitual en la finca 

arrendada.

B) En arrendamientos urbanos:

a) Dificultad de sustitución del arrendamiento en condicio­
nes análogas y especialmente la derivada de la diferencia de 
rentas.

b) Cuantía de los gastos de traslados por licencias, portes, 
nuevos contratos, etc.

c) Valor de las mejoras realizadas en el inmueble cuando 
su percepción corresponda al arrendatario.
Artículo 138.

1. Las valoraciones tendrán vigencia durante diez años.
2. Cuando circunstancias reales y ajenas a especulaciones 

originaren notorias variaciones en el mercado de terrenos o en 
la situación económica general, se revisarán los justiprecios, 
de oficio o a petición de cualquier propietario afectado.

3. Se considerarán como factores de base para la revisión 
de las valoraciones, además del índice general ponderado de 
precios al por mayor publicado por el Instituto Nacional de 
Estadística, los siguientes:

a) Alteración de los costos de producción y precios de los 
productos ponderados en la determinación del valor inicial.



b) Alteración de los costos de construcción o incremento 
superior a un 15 por 100 en los elementos determinantes que 
sirvieran de base para la determinación del valor urbanístico.

CAPITULO II

Valor inicial
Artículo 139.

Se tasarán con arreglo al valor inicial los terrenos clasifi­
cados como suelo no urbanizable.

Artículo 140.

1. El valor inicial de un predio o unidad de cultivo, a efec­
tos de la Ley del Suelo, se determinará:

a) Por el rendimiento bruto que le correspondiera en la 
explotación rústica o de que fuere naturalmente susceptible.

b) Por su valor medio en venta a efectos de su explotación 
agrícola.

En ningún caso se podrán tomar en consideración valores 
o rendimientos que tengan relación directa o indirecta con la 
posible utilización urbana de los terrenos.

2. En el rendimiento rústico se estimarán comprendidos 
el agrícola, el forestal, el ganadero, el cinegético y cualquiera 
otro semejante.

3. Entre los rendimientos de los que un fundo fuere na­
turalmente susceptible, podrán estimarse los resultados de 
transformaciones que puedan operarse con los medios norma­
les, tanto mecánicos como técnicos o de capital, existentes 
para el desarrollo de la explotación agraria y conducentes al 
máximo aprovechamiento de la fertilidad de la tierra, pero no 
los hipotéticamente resultantes de una supuesta aplicación de 
medios extraordinarios.

4. En las unidades de cultivo directamente explotadas por 
los propietarios se establecerá, además, el premio de afección 
que deba serles atribuido en el supuesto de expropiación for­
zosa.

Artículo 141.

El rendimiento bruto o renta de la tierra, para determinar 
el valor inicial de un predio o unidad de cultivo, será el que 
se obtenga al deducir del valor del producto bruto medio real 
o potencial de los cinco años anteriores, las cantidades corres­
pondientes a gastos directos o indirectos de explotación más el 
beneficio del cultivador o renta del empresario. La cifra así 
obtenida se capitalizará al tipo legal de interés del dinero.
Artículo 142.

El valor medio en venta, a efectos o en función de su explo­
tación agrícola, ganadera, cinegética, minera o cualquiera otra 
semejante, se determinará teniendo en cuenta los precios de 
fincas análogas por sus circunstancias de rendimiento bruto, 
situación y tamaño.

Artículo 143.
1. Cuando el valor inicial a que se llegue por aplicación 

de los criterios anteriores sea inferior al que constara en valora­
ciones catastrales, índices municipales u otras estimaciones 
públicas aprobadas, prevalecerá la más alta de las que concu­
rran sobre el terreno.

2. A los efectos del número anterior, se considerarán de 
aplicación únicamente las siguientes estimaciones públicas:

a) El valor catastral del suelo, señalado en la contribución 
territorial.

b) Las liquidaciones practicadas a efectos de los Impuestos 
Generales sobre Sucesiones y Transmisiones y Actos Jurídicos 
Documentados, con dos años de antelación, como mínimo, al 
momento de la valoración.

c) Los índices municipales a efectos del impuesto sobre 
incremento del valor de los terrenos.

d) Cualesquiera otras realizadas en función de los aprove­
chamientos enunciados en el apartado 2 del artículo 104 de la 
Ley del Suelo.

CAPITULO III 

Valor urbanístico
Artículo 144.

Se tasarán con arreglo al valor urbanístico los terrenos cla­
sificados como suelo urbano o urbanizable en todas sus catego­

rías. Las tasaciones tendrán como límite el valor inicial, que 
prevalecerá sobre el urbanístico cuando fuese éste inferior.

Artículo 145.

El valor urbanístico de los terrenos será el determinado a 
los efectos de la contribución territorial urbana, siempre que 
concurran los siguientes requisitos:

a) Que las condiciones de uso y volumen consideradas para 
la determinación del valor básico del suelo en la citada contri­
bución correspondan a las del planeamiento, urbanístico vigente 
en el momento de fijarse la valoración, a cuyo efecto se soli­
citará de la Delegación de Hacienda respectiva certificación 
comprensiva de las propuestas y acuerdos formulados.

b) Que desde la fecha de la valoración fiscal no hubiere 
transcurrido el plazo de cinco años a que se refiere el artícu­
lo 26 del texto refundido de la contribución territorial ur­
bana.

Artículo 140.

Cuando no se hayan determinado los valores a efectos de 
la contribución urbana o cuando después de haber sido estable­
cidos hubiesen variado las circunstancias de planeamiento ur­
banístico o cuando hubiere transcurrido el plazo dé cinco años 
indicado en el artículo anterior, el aprovechamiento a tener en 
cuenta para determinar el valor urbanístico será el siguiente:

a) En suelo urbanizable no programado y el apto para urba­
nizar, el aprovechamiento que resulte del uso e intensidad de 
ocupación de los terrenos, determinado en el plan general o en 
las normas subsidiarias y complementarias del planeamiento.

b) En suelo urbanizable programado, el aprovechamiento 
medio del sector, después de haberse deducido, en su caso, el 
exceso respectó del aprovechamiento medio de todo el suelo 
urbanizable programado.

c) En suelo urbano, el aprovechamiento permitido por el 
plan o, en su caso, el aprovechamiento medio resultante de la 
reparcelación o compensación en el polígono o unidad de actua­
ción de que se trate, y en defecto del plan, el aprovechamiento
de tres metros cúbicos por metro cuadrado, referidos a cual­
quier uso.

Artículo 147.

El valor individualizado de cada parcela podrá aumentar o 
disminuir en un 15 por 100 como máximo, aplicando al obte­
nido con arreglo a lo dispuesto en los dos artículos anteriores, 
los coeficientes correctores que correspondan a las circuns­
tancias de situación, grado de urbanización y características 
intrínsecas de aquéllas, en los términos que establecen los 
artículos siguientes.

Artículo 148.

A los efectos del artículo anterior, se entenderá como fondo 
de influencia de los servicios urbanísticos existentes, salvo pre­
visión distinta del planeamiento, el de 100 metros medidos desde 
Ja alineación de las redes viarias vigente en el momento de 
ejecutarse las obras de urbanización. Fuera de estos limites los 
servicios urbanísticos existentes no deberán ponderarse a los 
efectos del grado de urbanización.

Artículo 149.

Se considera que una parcela posee un grado de urbanización 
normal cuando reúne las siguientes características:

a) Calles con calzadas y aceras pavimentadas.
b) Dotación de agua comprendida entre 50 y 100 metros 

cúbicos por hectárea y día, con red de distribución de agua con 
servicio a pie de parcela.

c) Red de saneamiento con servicio a pie de parcela.
d) Red de distribución de energía eléctrica en baja tensión 

con servicio a pie de parcela.
e) Red de alumbrado público en calles.

Articulo 150.

Se podrán estimar como factores de incremento del valor 
urbanístico de los terrenos, hasta los porcentajes máximos que 
se señalan, las siguientes circunstancias:

a) Dotación de agua superior a 100 metros cúbicos por 
hectárea y día, 2 por 100.

b) Estación depuradora conectada a la red de saneamiento, 
6 por 100.



c) Instalación de gas, 2 por 100.
d) Instalación de teléfono, 1 por 100.
e) Instalación de central térmica y red de distribución,

3 por 100.
f) Jardinería ornamental en viales y espacios libres, 

1 por 100.

Artículo 151.

Se podrán considerar como factores de disminución del valor 
urbanístico de los terrenos, hasta los porcentajes máximos que 
se señalan, las siguientes circunstancias:

a) Necesidades de explanaciones inferiores a lo normal en 
la red viaria, 1,50 por 100.

b) Deficiencias en las calzadas pavimentadas en las calles, 
2 por 100.

c) Deficiencias en las aceras pavimentadas, 3,5 por 100.
d) Dotación de agua inferior a 50 metros cúbicos por hec­

tárea y día, 1 por 100.
e) Deficiencias en la red de distribución de agua, 1 por 100.
f) Deficiencias en la red de saneamiento, 2 por 100.
g) Deficiencias en la red de alumbrado público, 1,50 por 100.
h) Deficiencias en la red de distribución de energía eléc­

trica de baja tensión, 2,5 por 100.

TITULO V

Sistemas de aotuación 
CAPITULO PRIMERO 

Determinación del sistema

Artículo 152.

1. La ejecución de los polígonos o unidades de actuación 
se realizará mediante cualquiera de los siguientes sistemas de 
actuación:

a) Compensación.
b) Cooperación.
c) Expropiación.

2. Serán sistemas de actuación preferentes los de compen­
sación y cooperación, salvo cuando razones de urgencia o nece­
sidad debidamente motivadas exijan la aplicación del sistema 
de expropiación.

3. El sistema de actuación se determinará en el plan o en 
el programa de actuación urbanística y, en su defecto, al deli­
mitarse el polígono o unidad de actuación.

Artículo 153.

Al determinarse el sistema de actuación para cada uno de 
los polígonos o unidades de actuación, se deberá justificar su 
viabilidad en función de las necesidades, medios económico- 
financieros con que cuente la Administración, colaboración de la 
iniciativa privada y las demás circunstancias que concurran 
en cada polígono.
Artículo 154.

Si el plan o programa de actuación urbanística no contuvie­
re ni la delimitación de los polígonos ni la determinación del 
sistema, éste se fijará en el mismo procedimiento de delimita­
ción de aquéllos.

Artículo 155.

1. El sistema de actuación establecido en el plan o pro­
grama de actuación urbanística o fijado al delimitar el polí­
gono o unidad de actuación podrá ser sustituido, de oficio o a 
petición de los interesados, sujetándose, en todo caso, a los 
mismos trámites que los establecidos en este Reglamento para 
la delimitación de polígonos.

2. Si el sistema estuviera establecido en el plan o progra­
ma de actuación urbanística habrá de analizarse la repercusión 
del cambio de sistema en el estudio económico-financiero.
Artículo 156.

La aplicación del sistema de expropiación como sustitutivo 
del de compensación, por incumplimiento de las obligaciones de  
la Junta de Compensación o del propietario único, se determina­
rá por la Administración, previo expediente en el que se señalen 
las causas del incumplimiento y se dé audiencia a la Junta o al 
propietario único.

CAPITULO II

Sistema de compensación
SECCION 1. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 157.

1. El sistema de compensación tiene por objeto la gestión 
y ejecución de la urbanización de un polígono o unidad de ac­
tuación por los mismos propietarios del suelo comprendido en 
su perímetro, con solidaridad de beneficios y cargas.

2. Los propietarios de suelo incluidos en un polígono o uni­
dad de actuación por el sistema de compensación, y los de suelo 
exterior al polígono ocupado para la ejecución de sistemas gene­
rales, que deban participar en el polígono o unidad de que se 
trate, deberán constituirse en Junta de Compensación para 
poder aplicar el sistema.

3. Se exceptúa del requisito del número anterior el supues­
to de que todos los terrenos pertenezcan a un solo propietario. 
Si todos los terrenos perteneciesen a una comunidad pro indi­
viso, ésta se considerará como propietario único a los efectos 
del sistema de compensación, si no existiese oposición por parte 
de ninguno de los condueños.

En otro oaso, será preciso, para aplicar el sistema, consti­
tuirse en Junta de Compensación, con arreglo a las normas 
generales, entendiéndose que la exigencia del porcentaje de su­
perficie quedará cumplida cuando concurra el 60 por 100 de 
las cuotas de interés en el pro indiviso. Del mismo modo se 
procederá cuando apareciesen discrepancias entre los copropie­
tarios en el curso de la aplicación del sistema para la ejecución 
del plan.

Artículo 158.

1. Cuando el sistema de compensación venga establecido en 
el plan para un determinado polígono o unidad de actuación 
y transcurriesen tres meses desde su aprobación definitiva sin 
que los propietarios que representen al menos el 60 por 100 
de la superficie de aquéllos hayan presentado el proyecto de 
estatutos y de bases de actuación, en los términos previstos 
en la sección 3 de este capítulo, la Administración urbanística 
actuante requerirá a todos los propietarios afectados para que 
los presenten en el plazo de tres meses. El proyecto de esta­
tutos y el de bases de actuación habrá de ser formulado por 
propietarios que representen al menos la indicada proporción 
de la superficie total del polígono o unidad de actuación.

2. Si, no obstante el requerimiento, los propietarios no pre­
sentaran los documentos expresados, la Administración actuante 
procederá a sustituir el sistema de compensación por alguno 
de los previstos en este Reglamento para la ejecución de los 
planes, siguiendo los trámites establecidos en el artículo 155.

Artículo 159.

1. Cuando el sistema de compensación no estuviere deter­
minado en el plan, la solicitud de aplicación de dicho sistema 
se efectuará en el procedimiento de delimitación del polígono.

2. La solicitud deberá ir suscrita por propietarios que re­
presenten al menos el 60 por 100 de la superficie del polígo­
no o unidad de actuación, y se trasladará mediante notificación 
personal o individualizada al resto de los propietarios, con de­
recho a formar parte de la Junta de Compensación, concedién­
doles un plazo no inferior a quince días para que puedan for­
mular las alegaciones que a su derecho convengan.

Para el cómputo del expresado porcentaje se tendrán en 
cuenta las superficies' ocupadas para sistemas generales a pro­
pietarios de suelo exterior al polígono, que hayan de hacer 
efectivos sus derechos en el mismo.

3. Las alegaciones versarán sobre el cómputo de la super­
ficie de los terrenos de los solicitantes, la legalidad de sus 
títulos de propiedad o sobre cualquier otra causa que pudiera 
impedir la preceptiva aplicación del sistema.

4. Recibidas las alegaciones, se dará audiencia en término 
de otros quince días a los solicitantes iniciales. La Administra­
ción actuante acordará la aplicación del sistema si resulta jus­
tificada la titularidad de la superficie requerida.

Artículo 160.

1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, los titula­
res de terrenos cuya superficie no represente el 60 por 100 
o más del polígono o unidad de actuación podrán también ins­
tar la aplicación del sistema de compensación en el procedi­
miento de delimitación del polígono.

2. La Administración actuante dará trámite a la solicitud 
en los términos del artículo anterior.



3. Tramitada la solicitud y analizadas las alegaciones de 
todos los que comparecieren en el expediente, la Administra­
ción determinará la aplicación del sistema de compensación 
cuando durante el período de alegaciones se hubieran adherido 
a la solicitud propietarios de terrenos cuya superficie, unida a 
la de ios peticionarios, sea superior al 60 por 100 de la total 
del polígono o unidad de actuación.

SECCION 2. CONSTITUCION DE LA JUNTA 
Articulo 161.

1. El procedimiento de constitución de la Junta de Com­
pensación se iniciará mediante acuerdo de la Administración 
actuante por el que se aprueben inicialmente y se sometan a 
información pública los proyectos de estatutos y bases de ac­
tuación.

2. La redacción de los proyectos de los estatutos y de las 
bases de actuación corresponderá a los propietarios interesados 
que reúnan el porcentaje de superficie que da lugar a la apli­
cación del sistema de compensación.

3. El acuerdo de aprobación inicial, con los proyectos de 
estatutos y de bases de actuación, se publicará en el «Boletín 
Oficial» de la provincia y se notificará además individualizada- 
mente a todos los propietarios afectados por el sistema de ac­
tuación,. en cuya notificación se hará mención del «Boletín Ofi­
cial» en el que se inserte el aludido acuerdo. Serán propietarios 
afectados tanto los de suelo comprendido en el polígono o uni­
dad de actuación como los de suelo, destinado a sistemas gene­
rales que hayan de hacer efectivo su derecho en dicho polígono 
o unidad de actuación.

Artículo 162.

1. Durante un plazo de quince dias, contados a partir de la 
notificación, los propietarios podrán formular ante la Adminis­
tración actuante las alegaciones que a sus derechos convengan 
y, en su caso, solicitar su incorporación a la Junta.

2. También podrán formularse alegaciones por quienes no 
sean propietarios afectados, durante el plazo de quince días, 
contados desde la publicación en el «Boletín Oficial» de la pro­
vincia.

3. Transcurridos los plazos de alegaciones a que se refie­
ren los números anteriores, la Administración actuante aproba­
rá definitivamente los Estatutos y las bases de actuación con 
las modificaciones que, en su caso, procedieren y designará su 
representante en el órgano rector de la Junta.

4. El acuerdo de aprobación definitiva se publicará en el 
«Boletín Oficial» de la provincia, expresando, si las hubiere, 
las modificaciones introducidas en los Estatutos o en las bases 
de actuación. Asimismo, se notificará individualizadamente con 
ese mismo contenido a los propietarios indicados en el núme­
ro 3 del artículo anterior y a quienes hubieren comparecido en 
el expediente.

5. En la notificación del acuerdo de aprobación definitiva 
se requerirá a quienes sean propietarios afectados, en los tér­
minos del número 3 del artículo anterior, y no hubieren soli­
citado su incorporación a la Junta, para que así lo efectúen, 
si lo desean, en el plazo de un mes, contado desde la notifi­
cación, con la advertencia de expropiación prevista en el ar­
tículo 127, 1, de la Ley del Suelo. Dicho trámite no tendrá lu­
gar cuando la totalidad de los propietarios hubiera solicitado 
inicialmente o en el trámite previsto en el número 1 de este 
artículo su incorporación a la Junta.

Artículo 163.

1. Transcurridos los plazos a que se refiere el artículo an­
terior, la Administración actuante requerirá, a los interesados 
para que constituyan la Junta de Compensación, mediante es­
critura pública en la que designarán los cargos del órgano 
rector, que habrán de recaer necesariamente en personas fí­
sicas

2. La Junta quedará integrada por los propietarios de te­
rrenos que hayan aceptado el sistema, por las Entidades pú­
blicas titulares de bienes incluidos en el polígono o unidad de 
actuación, ya tengan carácter demanial o patrimonial, y, en su 
caso, por las empresas urbanizadoras que se incorporen.

3. También tendrán derecho a formar parte de la Junta de 
Compensación los propietarios de suelo destinado a sistemas ge­
nerales, cuando hayan de hacerse efectivos sus derechos en el 
polígono objeto de actuación por este sistema.

4. En la escritura de constitución deberá constar:

a) Relación de los propietarios y, en su caso, empresas 
urbanizadoras.

b) Relación de las fincas de las que son titulares.
c) Personas que hayan sido designadas para ocupar los 

cargos del órgano rector.
d) Acuerdo de constitución.

5. Los propietarios o interesados que no otorguen la escri­
tura podrán consentir su incorporación en escritura de adhesión, 
dentro del plazo que el efecto se señale.

6. Copia autorizada de la escritura y de las adhesiones, en 
su caso, se trasladará al órgano urbanístico actuante, quien 
adoptará, si procede, acuerdo aprobatorio en plazo de treinta 
días.

7. Aprobada la constitución, el órgano actuante elevará el 
acuerdo junto con la copia autorizada de la escritura a la Dele­
gación Provincial del Ministerio de Obras Públicas y Urbanis­
mo, para su inscripción en el Registro de Entidades urbanís­
ticas colaboradoras.

8. Una vez inscrita la Junta de Compensación, la Delega­
ción del Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo lo notifica- 
cara a su Presidente.

Artículo 164.

De las incidencias que se produzcan en la Junta de Compen­
sación, tales como modificación de nombramientos en el órgano 
rector, incorporación de empresas urbanizadoras y cualesquiera 
otras que afecten a la composición de la Junta o de sus órga­
nos directivos, se dará traslado al Registro de Entidades urba­
nísticas colaboradoras a través de la Administración actuante.

Artículo 165.

1. En cualquier momento podrán incorporarse a la Junta 
de Compensación empresas urbanizadoras que hayan de partici­
par con los propietarios en la gestión urbanística del polígono 
o unidad de actuación.

2.  Si la incorporación tuviese lugar después de constituida 
la Junta, deberá realizarse conforme a las previsiones de los 
estatutos, y si éstos no contuvieran determinación bastante al 
respecto, se precisará su modificación, siguiéndose el mismo 
procedimiento que para la aprobación de los estatutos.

SECCION 3. ESTATUTOS Y BASES DE ACTUACION 

Artículo 166.

Los Estatutos de las Juntas- de Compensación contendrán, 
cuando menos, las siguientes circunstancias:

a) Nombre, domicilio, objeto y fines.
b) Organo urbanístico bajo cuya tutela se actúe.
c) Expresión del polígono o unidad de actuación que cons­

tituye su objeto.
d) Duración.
e) Condiciones o requisitos para incorporarse a la Junta, 

que no podrán ser más gravosos para unos propietarios que 
para otros. Los cotitulares de una finca o derecho habrán de 
designar una sola persona para el ejercicio de sus facultades 
como miembro de la Junta, respondiendo solidariamente frente 
a ella de cuantas obligaciones dimanen de su condición. Si no 
designaron representante en el plazo que al efecto se señale, 
lo nombrará el órgano actuante.

Cuando las fincas pertenezcan a menores o personas que 
tengan limitada su capacidad de obrar, estarán representados 
en la Junta de Compensación por quienes ostenten la repre­
sentación legal de los mismos.

f) Condiciones o requisitos para incorporarse a la Junta 
empresas urbanizadoras si expresamente se previera la posibi­
lidad de su participación. Estas estarán representadas por una 
sola persona.

g) Organos de gobierno y administración: forma de desig­
narlos y facultades de cada uno, de ellos.

h) Requisitos de la convocatoria de los órganos de gobier­
no y administración, requisitos y forma de la adopción de 
acuerdos, quórum mínimo y forma de computarse los votos, 
con expresión de los casos en que sean proporcionales al de­
recho o interés económico de cada miembro y aquellos otros 
en que el voto sea individualizado.

i) Derechos y obligaciones de sus miembros.
ji Medios económicos y reglas para la exacción de apor­

taciones que con carácter tanto ordinario o extraordinario pu­
dieran acordarse.

k) Expresión de los recursos que con arreglo a la Ley sean 
procedentes contra los acuerdos de la Junta.

l) Normas sobre su disolución y liquidación.



2646 1 febrero 1979 B. O. del E.—Núm. 28

Artículo 167.
1. Las bases de actuación contendrán las determinaciones 

siguientes:
a) Criterios para valorar las fincas aportadas, que podrán 

ser distintos de los establecidos para la reparcelación en la 
Ley del Suelo, cuando así se acuerde por unanimidad.

b) Criterios de valoración de derechos reales sobre las 
fincas, servidumbres prediales y derechos personales que pudie­
ran estar constituidos en razón de ellas.

c) Criterios de valoración de edificaciones, obras, plantacio­
nes e instalaciones que deberán derruirse o demolerse.

d) Criterios para valorar las aportaciones de empresas ur­
banizadoras.

e) Procedimiento para contratar la ejecución de las obras 
de urbanización y, en su caso, las de edificación.

f) Criterios de valoración de las fincas resultantes en fun­
ción del aprovechamiento del polígono o unidad de actuación.

g) Reglas para la adjudicación de fincas a los miembros de 
la Junta en proporción a los bienes o derechos aportados, ex­
presando los criterios de adjudicación en comunidad, si proce­
diere.

h) Supuestos de incumplimiento de las obligaciones de los 
miembros de la Junta de Compensación que darán lugar a la 
expropiación de sus bienes o derechos. 

i) Reglas para valorar los inmuebles que se construyan 
cuando la Junta esté facultada para edificar y criterios para la 
fijación del precio de venta a terceras personas.

j) Forma y plazos en que los propietarios de terreno o titu­
lares de otros derechos han de realizar aportaciones a la Jun­
ta, bien en metálico, bien en terrenos o en industria, en su 
caso.

k) Reglas para la distribución de beneficios y pérdidas.
l) Supuestos de compensación a metálico en las diferencias 

de adjudicación.
m) Momento en que pudiera edificarse sobre solares apor­

tados o adjudicados por la Junta, por los propietarios o por las 
empresas urbanizadoras, sin perjuicio de la solicitud de licencia 
al Ayuntamiento en cuyo territorio se efectúe la actuación.

n) Forma de exacción de las cuotas de conservación, si 
procediere, hasta la disolución de la Junta.

2. Las bases de actuación podrán contener además las de­
terminaciones complementarias que se consideren adecuadas 
para la correcta ejecución del sistema y de las obras de urba­
nización, incluso señalando las características técnicas mínimas 
que deben recogerse en los proyectos de urbanización que se 
redacten.

SECCION 4. EFECTOS DE LA CONSTITUCION DE LA JUNTA 
DE COMPENSACION

Artículo 168.

1. Constituida la Junta de Compensación, todos los terre­
nos comprendidos en el polígono o unidad de actuación queda­
rán directamente afectados al cumplimiento de las obligacio­
nes inherentes al sistema.

2. Los terrenos propiedad de quienes no se hubieren incor­
porado a la Junta serán expropiados, atribuyéndose a ésta el 
carácter de beneficiaría de la expropiación.

Esta misma regla se observará respecto de las titularidades 
de los propietarios que tengan derecho a formar parte de la 
Junta de Compensación según lo prevenido en el artículo 163, 2, 
de este Reglamento y no acepten el sistema.
Artículo 169.

1. En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 129 de la 
Ley del Suelo, la afección- de los terrenos comprendidos en un 
polígono o unidad de actuación al cumplimiento de las obliga­
ciones inherentes al sistema de compensación se hará constar 
por nota marginal en el Registro de la Propiedad.

2. Dicha nota se extenderá a instancia de la Junta de Com­
pensación, con aportación de certificación administrativa de ha­
ber quedado constituida la Junta de Compensación y de estar la 
finca incluida en el polígono o unidad de actuación.

3. La nota producirá los mismos efectos que señala el ar­
tículo 102 de este Reglamento para las que en dicho precepto 
se disponen en el procedimiento de reparcelación.
Artículo 170.

En los instrumentos que hayan de otorgarse pana la trans­
misión dé] dominio de las fincas a favor de la Junta o para las 
agrupaciones de fincas a que se refiere el articuló procedente

se harán constar los bienes de dominio público que pudieran 
existir en el polígono o unidad de actuación, expresando su su­
perficie y situación.

Artículo 171.

Las transmisiones de terrenos que se realicen como conse­
cuencia de la constitución de la Junta de Compensación por 
aportación de los propietarios del polígono o unidad de actua­
ción, en el caso de que asi lo dispusieran los estatutos o en 
virtud de expropiación forzosa, y las adjudicaciones de solares 
que se efectúen a favor de los propietarios miembros de dichas 
Juntas y en proporción a los terrenos incorporados por aqué­
llos estarán exentas, con carácter permanente, del Impuesto 
General sobre Transmisiones Patrimoniales y del de A_ctos Ju­
rídicos Documentados, y no tendrán la consideración de trans­
misiones de dominio a los efectos de exacción del arbitrio sobre 
el incremento del valor de los terrenos. Cuando el valor de los 
solares adjudicados a un propietario exceda del que proporcio­
nalmente corresponda a los terrenos aportados por el mismo, 
se girarán las liquidaciones procedentes en cuanto al exceso.

SECCION 5. PROYECTO DE COMPENSACION 
Artículo 172.

De acuerdo con los criterios establecidos en las bases de 
actuación, la Junta formulará un proyecto de compensación 
que contendrá las determinaciones siguientes:

a) Descripción de las propiedades antiguas, según los títulos 
aportados, con las correcciones procedentes, y, en defecto de 
títulos, según pianos. Se expresarán las cargas y gravámenes, 
condiciones, sustituciones y demás derechos que las afecten; 
el respectivo propietario, si fuera conocido, la cuantía de su 
derecho en el proyecto de compensación, y el criterio utilizado 
para definirlo y cuantificarlo.

Cuando participen en el proyecto de compensación propieta­
rios de suelo exterior al polígono, se describirán las fincas 
que les fueron ocupadas.

b) Descripción de las fincas resultantes, incluyendo, en su 
caso, las que corresponden a la Administración adjudicataria 
del 10 por 100 del aprovechamiento medio, titulares a quienes 
se adjudiquen y concepto en que lo fueren. Se expresará res­
pecto de cada finca la antigua a la que corresponda o el de­
recho que da lugar a la adjudicación; así como las cargas y 
gravámenes, condiciones, sustituciones y demás derechos que 
las afecten, por no ser incompatibles con el planeamiento.

c) Localización de los terrenos de cesión obligatoria y de las 
reservas que establezca el plan.

d) Superficies o parcelas que la propia Junta se reserve, 
en su caso, para enajenarlas directamente, con el fin de sufra­
gar los gastos previstos de la urbanización.

e) Compensaciones en, metálico, si fuesen procedentes' por 
diferencias en las adjudicaciones.

Artículo 173.

En los supuestos de propietario único, el proyecto de com­
pensación se limitará a expresar la localización de los terre­
nos de cesión obligatoria y de las reservas que establezca el 
plan, así como la localización de las parcelas edificables, con 
señalamiento de aquellas en que se sitúe el 10 por 100 del apro­
vechamiento que corresponda a la Administración actuante.

Artículo 174.

1. El proyecto de compensación se someterá, previa audien­
cia de todos los afectados por plazo de un mes, a aprobación 
de la Junta, debiendo adoptarse el correspondiente acuerdo por 
mayoría de sus miembros que a su vez represente los dos 
tercios de las cuotas de participación. El proyecto así tramita­
do se elevará a la aprobación definitiva de la Administración 
actuante.

2. En los supuestos de propietario único, corresponderá a 
éste la formulación del proyecto de compensación y su elevación 
a la Administración actuante para su aprobación, si procediere.

3. Una vez aprobado definitivamente el proyecto de com­
pensación, el órgano administrativo actuante procederá a otor­
gar escritura pública o expedir documento con las solemnida­
des y requisitos dispuestos para las actas de sus acuerdos, con 
el contenido expresado en el artículo 113, 1, de este Reglamento.

4. La aprobación definitiva del proyecto de compensación 
hecha por el órgano actuante produce los mismos efectos ju­
rídicos que la aprobación definitiva del proyecto de reparcela­
ción. La inscripción del acuerdo en el Registro de la Propie-
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dad se llevará a efecto de conformidad con lo establecido en 
el artículo 114 de este Reglamento.

5. Las operaciones jurídicas complementarias que sean del 
caso, que no se opongan al proyecto de compensación ni al 
plan que se ejecute, una vez aprobadas por el órgano urba­
nístico, se formalizarán por la Junta de Compensación en es­
critura pública o en documento extendido por el órgano urba­
nístico actuante, con los requisitos y solemnidades propios de 
las actas de sus acuerdos, que se protocolizará notarialmente. 
En ambos casos se procederá a su inscripción en el Registro 
de la Propiedad.

SECCION 6. EJECUCION DE LAS OBRAS DE URBANIZACION 
Artículo 175.

1. Los proyectos de urbanización que hayan de redactarse 
para la ejecución de las obras se harán por encargo de la 
Administración actuante o de la Junta de Compensación.

2. El pago de estos proyectos corresponderá, en todo caso, 
a la Junta de Compensación como gasto de urbanización.

3. La Administración actuante tendrá facultades para vigi­
lar la ejecución de las obras e instalaciones. Si alguna obra o 
instalación, o parte de ella, no se ejecutare de conformidad 
con el proyecto, la Administración podrá ordenar la demoli­
ción de la obra o el levantamiento de las instalaciones y la 
nueva ejecución con cargo a la Junta de Compensación, quien, 
a su vez, podrá repercutir sobre el contratista, si procede.
Artículo 176.

1. Las obras de urbanización que se ejecuten en el polígono 
o unidad de actuación por el sistema de compensación serán a 
cargo de la Junta.

2. La contratación para la ejecución de las obras se llevará 
a cabo por la Junta de Compensación con la empresa o empre­
sas que se determinen en virtud de acuerdo de los órganos 
de gobierno de aquélla.

3. En el contrato de ejecución de las obras se harán cons­
tar, además de las cláusulas que constituyen su contenido tí­
pico, las siguientes circunstanciáis:

a) El compromiso de la empresa constructora de realizar 
las obras de total conformidad con los proyectos de urbaniza­
ción debidamente aprobados.

b) La obligación de la empresa de facilitar la acción ins­
pectora de la Administración actuante.

o) Aquellos supuestos de incumplimiento que puedan dar lu­
gar a la resolución del contrato, así como las indemnizaciones 
que correspondan por inobservancia de las características téc­
nicas de las obras o de los plazos de ejecución.

d) La retención que, de cada pago parcial a cuenta, haya 
de efectuar la Junta, en garantía de la correcta ejecución de las 
obras. Estas retenciones no serán devueltas hasta que no se 
haya recibido definitivamente la obra.

e) El modo y plazos para abono por la Junta de cantidades 
a cuenta en función de la obra realizada.

4. Si a la Junta de Compensación se hubiera incorporado 
alguna empresa urbanizadora que aporte, total o parcialmente, 
los fondos necesarios para urbanizar el suelo, la ejecución de 
la obra podrá realizarse directamente por dicha empresa si las 
bases lo hubieran así previsto, en cuyo caso se garantizará 
el cumplimiento de las circunstancias exigidas en el número 
anterior.

Artículo 177.

1. Para hacer frente a los gastos de urbanización, la Junta 
podrá disponer, mediante su enajenación, de los terrenos que 
se hubiesen reservado a tal fin en el proyecto de compensación.

2. Las Juntas de Compensación podrán concertar créditos 
con garantía hipotecaria de las fincas pertenecientes a los pro­
pietarios miembros de aquéllas para la realización de las obras 
de urbanización. Si se emitieren títulos, se cumplirá lo dispues­
to para la constitución de la hipoteca en garantía de los trans­
misibles por endoso o al portador, en los artículos 154 y concor­
dantes de la Ley Hipotecaria.

3. Para realizar los actos señalados en los dos números 
anteriores, será necesario acuerdo del pleno de la Junta de 
Compensación, salvo que le constitución de gravámenes y la 
enajenación conste prevista en los Estatutos como competencia 
de sus órganos rectores, en cuyo caso se entenderá que actúan 
en representación de aquélla, sin necesidad de acuerdo expreso.

4. En cualquier caso, y aún cuando no estuviere previsto en 
los Estatutos, la Junta de Compensación, a través de sus órga­

nos rectores, podrá poner a disposición de quienes ejecuten la 
obra urbanizadora las superficies sobre las que se vayan a eje­
cutar las obras y aquellas otras que sea necesario ocupar du­
rante su realización, sin que ello signifique merma alguna de 
los derechos de los propietarios en el resultado de la compen­
sación.
Artículo 178.

1. Las fincas resultantes del acuerdo definitivo de compen­
sación quedarán gravadas, con carácter real, al pago de la 
cantidad que corresponda a cada finca, en el presupuesto pre­
visto de los costes de urbanización del polígono o unidad de 
actuación a que se refiera, en su día al saldo definitivo de la 
cuenta de dichos costes.

2. Esta afección tendrá la misma preferencia y duración 
que la señalada en el articulo 126 de este Reglamento para la 
de la cuenta del procedimiento reparcelatorio, y se podrá can­
celar a instancia de parte interesada también por solicitud a 
la que se acompañe certificación de la Junta de Compensación 
de estar pagados totalmente los costes de urbanización corres­
pondientes a la finca de que se trate, certificación que la Jun­
ta no podrá expedir hasta tanto no hayan sido recibidas las 
obras por el órgano actuante.
SECCION 7. CESION DE TERRENOS Y OBRAS DE URBANIZACION 
Artículo 179.

1. El acuerdo de aprobación del proyecto de compensa­
ción producirá la cesión de derecho a la Administración ac­
tuante, en pleno dominio y libre de cargas, de todos los te­
rrenos que sean de cesión obligatoria y gratuita según el plan, 
para su incorporación al patrimonio municipal del suelo o su 
afectación a los usos previstos en el mismo.

2. No obstante lo dispuesto en el número anterior, la Junta 
de Compensación y la empresa que tenga a su cargo la eje­
cución de las obras de urbanización podrán ocupar a este fin 
los terrenos objeto de cesión hasta que finalizadas dichas obras 
sean recibidas por la Administración actuante.
Artículo 180.

1. La cesión de las obras de urbanización e instalaciones 
y dotaciones cuya ejecución estuviere prevista en el plan de or­
denación y proyecto de urbanización aplicables se efectuará por 
la Junta de Compensación en favor de la Administración ac­
tuante dentro de un plazo no superior a tres meses, contado 
desde la recepción definitiva por la Junta.

2. La cesión a que alude el número anterior podrá referir­
se a una parte del polígono o unidad de actuación aún cuando 
no se haya completado la urbanización de ese ámbito territo­
rial, siempre que el área ya urbanizada constituya una unidad 
funcional directamente utilizable y se haya producido respecto 
de la misma la recepción definitiva por parte de la Junta de 
Compensación.

3. Las cesiones de obras, instalaciones y dotaciones a que 
se refiere este artículo serán formalizadas en actas que suscri­
birán la Administración actuante y la Junta de Compensación.
SECCION 8 RESPONSABILIDAD DE LA JUNTA DE COMPENSACION 

Y DE SUS MIEMBROS
Artículo 181.

1. El incumplimiento por los miembros de la Junta de Com­
pensación de las obligaciones y cargas impuestas por la Ley 
y desarrolladas en este Reglamento, incluso cuando el incumpli­
miento se refiera a los plazos para cumplir dichos deberes y 
cargas, habilitará a la Administración actuante para expropiar 
sus respectivos derechos en favor de la Junta de Compensa­
ción, que tendrá la condición jurídica de beneficiaria.

2. Cuando el incumplimiento consista en la negativa o retra­
so en el pago de las cantidades adeudadas a la Junta, ésta 
podrá optar entre solicitar de la Administración actuante la 
aplicación de la expropiación al miembro moroso o interesar 
de la misma el cobro de la deuda por la vía de apremio.

Las cantidades percibidas aplicando este procedimiento se 
entregarán por la Administración actuante a la Junta de Com­
pensación.

3. No podrá instarse ninguno de los procedimientos señala­
dos en el número anterior hasta transcurrido un mes desde el 
requerimiento de pago efectuado por la Junta de Compensación.

4 El pago de las cantidades adeudadas a la Junta, con los 
intereses y recargos que procedan, realizado en cualquier mo­
mento anterior al levantamiento del acta de ocupación, dará 
lugar a la cancelación del expediente expropiatorio.

5. El procedimiento de expropiación será el establecido en 
este Reglamento para actuaciones aisladas.



Artículo 182.

1. La Junta de Compensación será directamente responsa­
ble, frente a la Administración actuante, de la urbanización 
completa del polígono o unidad de actuación y, en su caso, 
de la edificación de los solares resultantes, cuando así se 
hubiere establecido, y de las demás obligaciones que resulten 
del plan de ordenación, de las bases de actuación o del pre­
sente Reglamento.

2. En cuanto a la obligación de urbanizar, la responsabili­
dad será exigible tanto en lo que afecte a las características 
técnicas de la obra de urbanización ejecutada como a los pla­
zos en que ésta debió terminarse y entregarse a la Adminis­
tración.

Artículo 183.

1. Cuando en el ejercicio de sus atribuciones, la Junta de 
Compensación' incurra en infracciones que hayan de calificarse 
de graves según lo preceptuado en la Ley, con independencia 
de la sanción económica que corresponda, la Administración 
podrá desistir de ejecutar el plan por el sistema de compensa­
ción y aplicar el de cooperación, imponiendo, en su caso, la 
reparcelación o imponer el sistema dé expropiación.

2. En cualquier oaso la Junta de Compensación podrá reper­
cutir el importe de las multas impuestas a la misma, como 
consecuencia de las responsabilidades en que hubiere podido 
incurrir, a aquellos de sus miembros que directamente intervi­
nieran en la comisión de la infracción o hubieren percibido 
el beneficio derivado de la misma.

3. Para hacer efectiva la repercusión de las multas sobre 
los miembros de la Junta de Compensación responsables de los 
actos o acuerdos sancionados, podrá solicitarse de la Adminis­
tración la exacción por la vía de apremio.

SECCION 9. IMPUGNACION DE LOS ACUERDOS DE LA JUNTA 
DE COMPENSACION

Artículo 184.

Contra los acuerdos de la Junta de Compensación, los inte­
resados podrán interponer recurso de alzada ante la Adminis­
tración actuante, en el plazo de quince días, sin perjuicio de 
los de carácter interno que, en su caso, establecieren los Esta­
tutos.

Artículo 185.

Los miembros de la Junta no podrán promover interdictos 
de retener y recobrar la posesión frente a resoluciones de la 
Junta de Compensación, adoptadas en virtud de la facultad 
fiduciaria de disposición sobre las fincas de aquéllos y de acuer­
do con el procedimiento estatutariamente establecido. Tampoco 
procederá la acción interdictal cuando la Junta de Compensa­
ción ocupe bienes que sean precisos para la ejecución de las 
obras de urbanización, de conformidad con el plan que se 
ejecute.

CAPITULO III 

Sistema de cooperación 

SECCION 1. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 186.

1. En el sistema de cooperación, los propietarios del polí­
gono o unidad de actuación aportan el suelo de cesión obliga­
toria, y la Administración ejecuta las obras de urbanización.

2. Los costes de urbanización serán a cargo de los propieta­
rios afectados. La Administración, titular del 10 por 100 del 
aprovechamiento medio, participará en dichos costes en esa 
proporción.

3. La aplicación del sistema de cooperación exige la repar­
celación de los terrenos comprendidos en el polígono o unidad 
de actuación, salvo que ésta sea innecesaria de conformidad con 
lo previsto en el presente Reglamento.

4. No podrán concederse licencias de edificación hasta que 
sea firme en vía administrativa el acuerdo aprobatorio de la 
reparcelación del polígono o unidad de actuación, cuando aqué­
lla sea procedente.

Artículo 187.

1. Cuando las obras de urbanización se realicen por contra­
to, será de aplicación preferente el sistema de concurso-su­
basta.

2. Si la Administración actuante hubiera creado una Socie­
dad urbanizadora con capital perteneciente a la misma o par­
ticipare mayoritariamente en una Empresa mixta con igual 
finalidad, la ejecución de las obras podrá llevarse a cabo por 
tales Empresas o Sociedades, sin necesidad del trámite de lici­
tación, cualquiera que fuere la cuantía económica de la obra 
de urbanización.

Artículo 188.

1. Los costes de urbanización se distribuirán entre los pro­
pietarios en proporción al valor de las fincas que les sean adju­
dicadas en la reparcelación.

2. Cuando la reparcelación sea innecesaria, los costes de ur­
banización se distribuirán entre los propietarios en proporción 
al aprovechamiento de sus respectivas fincas.

3. En el supuesto del número anterior, el acuerdo de la Ad­
ministración por el que se declare innecesaria la reparcelación 
producirá ios siguientes efectos:

a) Cesión de derecho al Municipio en que se actúe en pleno 
dominio y libre de cargas de todos los terrenos de cesión obli­
gatoria para su incorporación al patrimonio del suelo o su 
afectación conforme a los usos previstos en el plan.

b) Afectación real de las fincas al cumplimiento de las 
cargas y pago de los gastos inherentes al sistema de coope­
ración.

Artículo 189.

1. El pago anticipado de las cantidades a cuenta de los 
gastos de urbanización, por el importe correspondiente a las 
inversiones a realizar en los seis meses siguientes, deberá efec­
tuarse en el plazo de un mes desde el requerimiento que se 
formule por la Administración actuante.

2. Transcurrido dicho plazo, la Administración podrá pro­
ceder a la exacción de las cuotas por la vía de apremio.

Articulo 190.
1. La Administración podrá conceder fraccionamientos o 

aplazamientos del pago de los costes de urbanización a solici­
tud de los interesados.

2. El aplazamiento que se conceda no podrá ser superior a 
cinco años y el beneficiario deberá prestar garantía suficiente 
a juicio de la Administración.

3. Los aplazamientos en el pago de las cuotas devengarán 
en favor de la Administración anualmente el tipo de interés 
básico del Banco de España.

4. Los propietarios que soliciten licencia para edificar antes 
de la total terminación de las obras de urbanización no podrán 
obtener aplazamiento o fraccionamiento de sus cuotas.

SECCION 2. ASOCIACIONES ADMINISTRATIVAS DE COOPERACION

Artículo 191.
1. En el sistema de cooperación, los propietarios de las fin­

cas de un polígono o unidad de actuación podrán constituir 
asociaciones administrativas con la finalidad de colaborar en la 
ejecución de las obras de urbanización.

2. Las asociaciones administrativas de cooperación se for­
marán por iniciativa de los propietarios o de la Administración 
actuante.

Artículo 192.
1. Las asociaciones administrativas de cooperación estarán 

constituidas por los propietarios de bienes que se incorporen a 
las mismas dentro de un polígono o unidad de actuación. La 
pertenencia a una asociación será voluntaria pero no podrá 
constituirse más de una en cada polígono o unidad de actuación.

2. Las normas o estatutos por los que haya de regirse la 
asociación serán sometidos a la aprobación de la Administra­
ción actuante. Acordada, en su caso, la aprobación, se inscri­
birá en el Registro de Entidades Urbanísticas Colaboradoras.

3. Los propietarios constituidos en asociación elegirán de 
entre ellos un Presidente, que tendrá la representación de todos 
y a través del cual se establecerán las relaciones con la Admi­
nistración actuante.

4. Los acuerdos de la asociación administrativa de coopera­
ción se adoptarán siempre por mayoría de los presentes, ejerci­
tando voto personal.

Artículo 193.
Serán funciones de las asociaciones administrativas de coope­

ración las siguientes:



a) Ofrecer a la Administración sugerencias referentes a la 
ejecución del plan en el polígono o unidad de actuación de 
que se trate.

b) Auxiliar a la Administración en la vigilancia de la eje­
cución de las obras y dirigirse a ella denunciando los defectos 
que se observen y proponiendo medidas para el más correcto 
desarrollo de las obras.

c) Colaborar con la Administración para el cobro de las 
cuotas de urbanización.

d) Examinar la inversión de las cuotas de urbanización 
cuyo pago se haya anticipado, formulando ante la Administra­
ción actuante los reparos oportunos.

e) Gestionar la concesión de los beneficios fiscales que pro­
cedan.

f) Promover con la Administración actuante Empresas mix­
tas para la ejecución de obras de urbanización en el polígono 
o unidad de actuación.

CAPITULO IV 

Sistema de expropiación

SECCION 1. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 194.

La expropiación forzosa por razón de urbanismo se adoptará 
para el cumplimiento de alguna de estas finalidades:

a) Para la ejecución de los sistemas generales o de alguno 
de sus elementos o para llevar a efecto actuaciones aisladas en 
suelo urbano.

b) Para la urbanización de polígonos o unidades de actua­
ción completos, mediante la aplicación del sistema de expro­
piación para la ejecución del Plan de que se trate.

Artículo 195.

El incumplimiento de las cargas y obligaciones de los propie­
tarios en los sistemas de compensación y cooperación, en los 
supuestos previstos en este Reglamento, podrá dar lugar a la 
aplicación de la expropiación forzosa, en los términos que se 
establecen en el mismo.

Artículo 196.

1. En todo caso la valoración de los bienes y derechos ex­
propiados se hará conforme a los criterios establecidos en la 
Ley del Suelo y sus normas reglamentarias.

2. Cuando en la superficie delimitada existan bienes de do­
minio público y el destino de los mismos según el planeamiento 
sea distinto del que motivó su afectación o adscripción al uso 
general o a los servicios públicos, se seguirá el procedimiento 
previsto en la Ley de Patrimonio del Estado o, en su caso, en 
la legislación de régimen local.

3. Las vías rurales que se encuentren comprendidas en la 
superficie delimitada se entenderán de propiedad municipal, 
salvo prueba en contrario. En cuanto a las vías urbanas que 
desaparezcan, se entenderán transmitidas de pleno derecho al 
Organismo expropiante y subrogadas por las nuevas que resul­
ten del planeamiento.

SECCION 2. LA EXPROPIACION FORZOSA PARA LA EJECUCION DE 
LOS SISTEMAS GENERALES Y PARA ACTUACIONES AISLADAS EN

 SUELO URBANO

Artículo 197.

1. La expropiación forzosa para la adquisición de suelo y 
otros bienes o derechos, con el fin de ejecutar los sistemas ge­
nerales o alguno de sus elementos, se regirá por el procedi­
miento de la Ley de Expropiación Forzosa.

A tal efecto, el Organo expropiante o, en su caso, el benefi­
ciario de la expropiación, formulará la relación de propietarios 
con descripción de los bienes y derechos afectados conforme a 
los preceptos de la Ley de Expropiación Forzosa y la someterá 
a información pública por plazo de quince dias, a los efectos 
y con las consecuencias del artículo 17 de la propia Ley. Trans­
currido el trámite de información pública, y previo análisis de 
las alegaciones y rectificaciones que procedan, la Administra­
ción actuante aprobará la relación, siguiéndose los trámites con 
quienes aparezcan en ella como titulares de los bienes o de­
rechos.

2. Lo dispuesto en el número anterior será aplicable tam­
bién a las expropiaciones requerida© para las actuaciones ais­
ladas en suelo urbano.

Artículo 198.

1. El coste de las expropiaciones cuando se refieran a 
bienes y derechos cuya privación y ocupación temporal sean ne­
cesarias para la ejecución de los sistemas generales o de alguno 
de sus elementos o para realizar actuaciones aisladas en suelo 
urbano podrá ser repercutido sobre los propietarios qué resulten 
especialmente beneficiados por la actuación urbanística, me­
diante la imposición de contribuciones especiales.

2. Las contribuciones especiales se tramitarán por el pro­
cedimiento establecido en la legislación de régimen local, con 
las especialidades contenidas en el artículo 198 de la Ley del 
Suelo.

SECCION 3. PROCEDIMIENTO DEL SISTEMA DE EXPROPIACION 

Articulo 199.

1. La ejecución del Plan por el sistema de expropiación en 
un polígono o unidad de actuación determinado requerirá que la 
Administración actuante, además de proceder a la delimitación 
de su ámbito territorial, formule, conforme a lo previsto en la 
legislación de expropiación forzosa, una relación de los propietarios

 existentes en dicho ámbito, con la descripción de los
bienes y derechos afectados.

2. Para la determinación de los propietarios de bienes o ti­
tulares de derechos en un polígono de expropiación, a efectos de 
la relación señalada en el número anterior, se estará a lo que 
resulte de los Registros públicos.

3. El acuerdo de delimitación y la relación a que aluden los 
dos números anteriores serán sometidos a información pública 
por plazo de quince días.

4. A la vista de las alegaciones formuladas por los intere­
sados, y previas las comprobaciones pertinentes, se resolverá 
sobre la aprobación definitiva de la delimitación. 

5. Si con posterioridad a la aprobación de la delimitación 
se acreditare en legal forma que la titularidad de un bien o 
derecho corresponde a persona distinta de la figurada en el 
expediente, se entenderán con ella las diligencias posteriores, 
sin que se retrotraigan las actuaciones ni se dé lugar a la nuli­
dad de lo actuado.

Artículo 200.

1. Una vez delimitado un polígono de expropiación, no po­
drán levantarse construcciones sobre su superficie ni modificar­
se las existentes.

2. No obstante, en supuestos concretos y excepcionales, el 
Organismo expropiante podrá autorizar expresamente alguna o 
algunas obras, de cuya autorización se dará cuenta al Ayunta­
miento a los efectos de concesión de la oportuna licencia, en 
caso de que la Administración municipal no sea la expropiante.

Artículo 201.

1. En el sistema de expropiación, el expropiante podrá op­
tar entre seguir la expropiación individualmente para cada 
finca o aplicar el procedimiento de tasación conjunta.

2. Si se optare por la expropiación individualizada para 
cada finca incluida en el polígono o unidad de actuación, se 
seguirá el procedimiento de la Ley de Expropiación Forzosa, 
pero los criterios de valoración serán los establecidos en la 
Ley del Suelo y disposiciones que la desarrollen.

3. Si el Organo urbanístico optare por el procedimiento de 
tasación conjunta, se seguirá la tramitación regulada en los 
artículos siguientes.

Artículo 202.

1. Cuando se aplique el procedimiento de tasación conjunta, 
la Administración expropiante formará el expediente de expro­
piación, que contendrá, al menos, los siguientes documentos:

al Determinación del polígono, según la delimitación ya 
aprobada, con los documentos que lo identifiquen en cuanto a 
situación, superficie y linderos, acompañados de un plano de 
situación a escala 1:50.000 del término municipal y de un plano 
parcelario a escala 1:2.000 a 1:5.000.

b) Fijación de precios con la clasificación razonada del 
suelo, según su calificación urbanística.

c) Hojas de justiprecio individualizado de cada finca, en 
las que se contendrán no sólo el valor del suelo, sino también 
el correspondiente a las edificaciones, obras, instalaciones y 
plantaciones.

d) Hojas de justiprecio que correspondan a otras indemni­
zaciones.



2. El proyecto de expropiación con los documentos señala­
dos será expuesto al público por término de un mes, para que 
quienes puedan resultar interesados formulen las observaciones 
y reclamaciones que estimen convenientes, en particular en lo 
que concierne a titularidad o valoración de sus respectivos 
derechos.

3. La información pública se efectuará mediante la inser­
ción de anuncios en el «Boletín Oficial del Estado», en el de la 
respectiva provincia y en un periódico de los de mayor circula­
ción de la provincia.

4. Asimismo, las tasaciones se notificarán individualmente a 
los que aparezcan como titulares de bienes o derechos en el 
expediente, mediante traslado literal de la correspondiente hoja 
de aprecio y de la propuesta de fijación de los criterios de 
valoración, para que puedan formular alegaciones en el plazo 
de un mes, contado a partir de la fecha de notificación.

5. Cuando el Organo expropiante no sea el Ayuntamiento, 
se oirá a éste por igual término de un mes. El período de 
audiencia a la Administración municipal podrá coincidir en todo 
o parte con el de los interesados.

6. Informadas las alegaciones, se someterá el expediente 
a la aprobación de la Comisión Provincial de Urbanismo.

7. La resolución aprobatoria del expediente se notificará 
a los interesados titulares de bienes y derechos que figuran en 
el mismo, confiriéndoles un término de veinte días durante el 
cual podrán manifestar por escrito ante la Comisión Provincial 
de Urbanismo su disconformidad con la valoración establecida 
en el expediente aprobado.

8. La Comisión Provincial de Urbanismo dará traslado del 
expediente y la hoja de aprecio impugnada al Jurado Provin­
cial de Expropiación Forzosa que tenga competencia en el ám­
bito territorial a que la expropiación se refiera, a efectos de fi­
jar el justiprecio, que, en todo caso, se hará de acuerdo con los 
criterios de valoración establecidos en la Ley del Suelo.

9. Si los interesados no formularen oposición a la valoración 
en el citado plazo de veinte días, se entenderá aceptada la que 
se fijó en el acto aprobatorio del expediente, entendiéndose de­
terminado el justiprecio definitivamente y de conformidad.

Artículo 203.

1. La resolución de la Comisión Provincial de Urbanismo 
implicará la declaración de urgencia de la ocupación de los 
bienes y derechos afectados.

2. El pago o depósito del importe de la valoración estable­
cida por la Comisión Provincial de Urbanismo en el acto de 
aprobación del expediente producirá los efectos previstos en los 
números 6, 7 y 8 del artículo 52 de la Ley de Expropiación 
Forzosa, sin perjuicio de que puedan seguir tramitándose los 
recursos procedentes respecto a la fijación del justiprecio.

Artículo 204.
Los errores no denunciados y justificados en el plazo de in­

formación pública establecido en el número 2 del artículo 202 
no darán lugar a nulidad o reposición de actuaciones, conser­
vando, no obstante, los interesados el derecho a ser indemniza 
dos en la forma que corresponda.

SECCION 4. PAGO DEL JUSTIPRECIO

Artículo 205.

1. Llegado el momento del pago del justiprecio, sólo se pro­
cederá a hacerlo efectivo, consignándose en caso contrario, a 
aquellos interesados que aporten certificación registral a su fa­
vor en la que conste haberse extendido la nota del artículo 32 
del Reglamento Hipotecario o, en su defecto, aporten los títulos 
justificativos de su derecho, completados por certificaciones ne­
gativas del Registro de la Propiedad referidas a la misma finca 
descrita en tales títulos. Si existieren cargas, deberán compare­
cer también los titulares de las mismas.

2, Cuando existan pronunciamientos regístrales contrarios 
a la realidad, podrá pagarse el justiprecio a quienes lo hayan 
rectificado o desvirtuado mediante cualquiera de los medios se­
ñalados en la legislación hipotecaria o con acta de notoriedad 
tramitada conforme al artículo 209 del Reglamento Notarial.

Artículo 206.

1. Si el expropiado no quisiera aceptar el justiprecio o no 
aportase títulos suficientes justificativos del dominio o existiere 
contienda respecto a la titularidad del bien o derecho expropiado 
o, en general, si concurriere alguno de los supuestos del artícu­

lo 51 del Reglamento de Expropiación Forzosa la Administra­
ción consignará el importe del mismo en la Caja General de 
Depósitos.

2. La forma de consignación y los efectos, asi como la facul­
tad del expropiado de percibir la cantidad hasta el límite en que 
haya conformidad, sin perjuicio de proseguir las reclamaciones 
iniciadas, se regirá por los preceptos de la Ley de Expropiación 
Forzosa y su Reglamento.

Articulo 207.

1. El pago del justiprecio, tanto en las expropiaciones por 
aplicación del sistema de este nombre como en las individuali­
zadas, se realizará en efectivo o bien de acuerdo con el expro­
piado, mediante permuta con otras parcelas del beneficiario de 
la expropiación.

2. En el caso de actuaciones urbanísticas de promoción pú­
blica en nuevos polígonos para la creación de suelo urbanizado, 
el pago del justiprecio de los bienes y derechos expropiados se 
podrá efectuar por la Administración expropiante, siempre que 
exista conformidad de los expropiados, con parcelas resultan­
tes de la propia actuación.

Artículo 208.

1. El acuerdo de los administrados para el pago en parcelas 
resultantes de la urbanización requerirá ofrecimiento por escrito 
de la Administración a petición, también por escrito, del par­
ticular expropiado.

2. En ambos casos el particular o la Administración respec­
tivamente, comunicará a la otra parte la decisión adoptada en 
plazo de quince días, contados a partir de la fecha del ofreci­
miento o de la petición.

3. Aceptado el pago mediante la entrega de parcelas resul­
tantes de la urbanización, la Administración actuante levantará 
acta en Ja que se hagan constar las circunstancias dé la finca 
inicial y el valor asignado en el acuerdo aprobatorio del justi­
precio.

4. Finalizada la urbanización, se procederá al pago de la 
expropiación por entrega de la nueva finca por un valor equi­
valente al consignado en el acta.

5. La Administración expropiante otorgará la correspondien­
te escritura pública, en favor del expropiado, sin que para ello 
precise ninguna aprobación o autorización, en su caso, de Orga­
nos de la Administración del Estado.

6. No se efectuará el pago del justiprecio en la forma que 
se regula en este articulo sin la previa petición del expropiado.

7. La finca adjudicada en pago de la expropiada se entregará 
libre de cargas.

6 El expropiado, si no estuviere conforme con la valoración 
de la finca que se le ofrece en pago de la expropiada, sin 
perjuicio de que se le adjudique, podrá acudir al Jurado Pro­
vincial de Expropiación Forzosa a fin de que se establezca el 
valor de la misma. Si la resolución fuera favorable a la petición 
del expropiado, la Administración le compensará la diferencia 
en metálico.

SECCION 5. TOMA DE POSESION

Artículo 209.

1. Una vez efectuado el pago o consignación, se podrán le­
vantar una o más actas de ocupación e inscribir, como una o 
varias fincas registrales, la totalidad o parte de la superficie 
objeto de su actuación, sin que sea necesaria la previa ins­
cripción de todas y cada una de las fincas expropiadas. El 
hecho de que alguna de estas fincas no estuviese inmatriculada 
no será obstáculo para que pueda practicarse directamente aque­
lla inscripción. Al margen de la inscripción de las fincas agru­
padas, y con efectos de transferencia, se extenderá la oportuna 
nota. 

2. Será título inscribible el acta o actas de ocupación acom­
pañadas de las actas de pago o los justificantes de consignación 
del justiprecio de todas las fincas ocupadas, que habrán de 
ser descritas conforme a la legislación hipotecaria. Dicho titulo, 
así como los que sean, necesarios para practicar las inscripcio­
nes a que se refiere el artículo siguiente, deberán ir acompaña­
dos, en su caso, de los respectivos planos, una de cuyas copias 
se archivará en el Registro.

3. Si al procederse a la inscripción surgiesen dudas fun­
dadas sobre si dentro de la superficie ocupada existiese alguna 
finca registral no tenida en cuenta en el expediente expropia- 
torio, sin perjuicio de practicarse la inscripción, se pondrá tal 
circunstancia, a los efectos del artículo siguiente, en conoci­
miento del Organismo expropiante.

Artículo 210.

1. Finalizado el expediente expropiatorio, y una vez levan­
tada el acta o actas de ocupación con los requisitos previstos



en la legislación general de expropiación forzosa, se entenderá 
que la Administración ha adquirido, libre de cargas, la finca o 
fincas comprendidas en el expediente.

2. La Administración será mantenida en la posesión de las 
fincas, una vez inscrita su derecho, sin que quepa ejercitar 
ninguna acción rea] o interdictal contra la misma.

3. Si con posterioridad a la finalización del expediente, una 
vez levantada el acta de ocupación e inscritas las fincas o dere­
chos en favor de la Administración, aparecieren terceros intere­
sados no tenidos en cuenta en el expediente, éstos conservarán y 
podrán ejercitar cuantas acciones personales pudieren corres­
ponderles para percibir el justiprecio o las indemnizaciones ex­
propiatorias y discutir su cuantía.

4. En el supuesto de que una vez finalizado totalmente el 
expediente aparecieren fincas o derechos anteriormente ins­
critos no tenidos en cuenta, la Administración expropiante, de 
oficio o a instancia de parte interesada o del propio Registrador, 
solicitará de éste que practique la cancelación correspondiente. 
Los titulares de tales fincas o derechos deberán ser compensa­
dos por la Administración expropiante, que formulará un expe­
diente complementario con las correspondientes hojas de apre­
cio, tramitándose según el procedimiento que se haya seguido 
para el resto de las fincas, sin perjuicio de que tales titulares 
puedan ejercitar cualquier otro tipo de acción que pudiera co­
rresponderles.

5. Si el justiprecio se hubiere pagado a quien apareciere en, 
el expediente como titular registra], la acción de los terceros 
no podrá dirigirse contra la Administración expropiante si 
éstos no comparecieron durante la tramitación, en tiempo hábil.

SECCION 6. CONCESIONES ADMINISTRATIVAS 

Artículo 211.

El Estado, las Entidades locales y las Entidades urbanísti­
cas especiales podrán ejecutar los Planes de ordenación a tra­
vés de concesión administrativa, cuando el sistema de actuación 
sea el de expropiación.

Artículo 212.

1. La concesión se otorgará mediante concurso que se tra­
mitará con arreglo al procedimiento de contratación aplicable 
en razón de la Administración actuante.

2. Las bases del concurso para la concesión fijarán los dere­
chos y obligaciones del concesionaria de la Administración y 
de terceros, y, como mínimo, comprenderán los siguientes ex­
tremos:

a) Plan cuya ejecución se conceda y polígono o unidad de 
actuación a que afecta

b) Obras e instalaciones que el concesionario debe ejecutar, 
expresando las que ha de entregar a la Administración y las 
que no se transfieran a ésta.

c) Obras e instalaciones de la Administración cuyo uso tem­
poral se entrega al concesionario.

d) Plazo dé ejecución de las obras y, en su caso, de explo­
tación de los servicios públicos en la zona a urbanizar, sin que 
este último pueda exceder de treinta años, salvo que por la Ley 
reguladora del servicio de que se trate se establezcan otras 
determinaciones.

e) Situación respectiva de la Administración y el concesio­
nario durante el plazo de concesión de explotación de los ser­
vicios, con especificación de las facultades de vigilancia que 
corresponden a la primera.

f) Determinación de los factores a tener en cuenta para la 
fijación de los precios de venta de los solares resultantes; re­
servas para edificios y servicios públicos, asistenciales y so­
ciales; reservas para viviendas de protección oficial y para 
cesión de terrenos en régimen de derecho de superficie, y, en 
su caso, tarifas a aplicar por la explotación de los servicios 
concedidos, con descomposición de sus factores para los supues­
tos de revisión.

g) Clase, cuantía, plazos y forma de entrega de las obras 
ejecutadas por el concesionario, así como de las participaciones 
en metálico o en terrenos edificables que correspondan a la Ad­
ministración concedente.

h) Canon de concesión, que podrá consistir en la entrega a 
la Administración de una participación en los beneficios de! 
concesionario, bien sea en metálico o bien en terrenos edifica­
bles o edificados.

i) Deberes de conservación hasta su entrega, y de manteni­
miento y conservación de los servicios hasta la terminación del 
plazo concesional.

j) Relaciones entre el concesionario y los propietarios de 
terrenos en el ámbito de ejecución del Plan y entre aquél y los

adquirentes de solares edificables, hasta tanto se ejecute total­
mente el Plan en la zona concedida.

k) Sanciones por incumplimiento y demoras.
l) Casos de resolución y caducidad y sus consecuencias.
m) Garantía de la concesión a cargo del concesionario, que 

no podrá ser inferior al 3 por 100 del importe total de las obras 
de ejecución, según el estudio económico financiero del Plan a 
ejecutar.

n) Las demás circunstancias que se deduzcan de la legisla­
ción general de contratos del Estado y de la de régimen local, 
cuyos preceptos serán aplicables como supletorios y en cuanto 
reguladores del procedimiento.

TITULO VI

Ejecución de los programas de actuación urbanística 

CAPITULO PRIMERO 

Disposiciones generales

Artículo 213.

Los programas de actuación urbanística tienen por finalidad 
la ordenación y urbanización de terrenos clasificados como 
suelo urbanizable no programado en el Plan general, sin que 
sean aplicables a otro tipo o categoría de suelo.

Artículo 214.

1. Los programas de actuación urbanística tendrán que aco­
modarse a las características técnicas y a las magnitudes 
señaladas en el Plan general.

2. En todo caso, respetarán las previsiones del Plan general 
en cuanto a las dotaciones, servicios y equipamientos que afec­
ten al ámbito territorial del programa.

3. Ningún programa de actuación urbanística podrá alterar 
usos previstos en el Plan general ni admitir usos declarados 
incompatibles por el mismo. Tampoco podrán establecer aque­
llos otros que resulten incompatibles con la estructura urbanís­
tica general del territorio.

CAPITULO II 

Actuaciones preparatorias

Artículo 215.

1. Las Entidades locales, de oficio o a instancia de parte, 
podrán acordar que se incorpore la totalidad o parte del suelo 
urbanizable no programado al proceso de urbanización mediante 
la formulación de uno o varios programas de actuación urbanís­
tica.

2. El acuerdo a que se refiere el número anterior deberá 
adoptarse con el quórum de los dos tercios de miembros de 
hecho, que representen mayoría absoluta de los que legalmente 
deben componer la Corporación.

3. Igualmente podrán adoptar la decisión a que se refiere 
el número 1 de este artículo las Entidades urbanísticas especia­
les en su ámbito territorial.

4. La misma facultad corresponderá a las Mancomunidades,
Agrupaciones y Consorcios en que intervenga cualquier Entidad 
local, cuando entre sus fines estén incluidos los urbanísticos 
y tengan a su cargo la gestión y ejecución de Planes o pro­
gramas. 

Articulo 216.

1. El acuerdo a que se refiere el artículo anterior determi­
nará si la formulación del programa de actuación urbanística ha 
de llevarse a cabo directamente por la propia Entidad que lo 
hubiere adoptado o mediante la convocatoria del correspondien­
te concurso.

2. En el supuesto de formulación del programa de actua­
ción urbanística por la Administración, la ejecución del mismo 
podrá, a su vez, llevarse a efecto directamente o convocando un 
concurso exclusivamente para ello.

3. Si la formulación del programa de actuación urbanística 
se adjudicase por concurso, la ejecución corresponderá, en todo 
caso, a quien resultara adjudicatario del mismo.

Artículo 217.

1. Cuando se actúe a instancia de parte, las solicitudes do 
formulación de programas de actuación urbanística deberán 
presentarse ante la Entidad local o urbanística especial compe­
tente, mediante escrito en el que se justifique la necesidad o 
conveniencia de la urbanización del suelo no programado, el 
tipo y carácter de la unidad urbanística y sus posibles localiza­

ciones.



2. Si la Administración estima conveniente admitir a trá­
mite tal solicitud, la someterá a información pública por plazo 
de un mes, mediante la inserción de anuncio en el «Boletín 
Oficial» de la provincia respectiva y en un periódico de los de 
mayor circulación de la provincia.

3. En el anuncio se harán constar las zonas que se hayan 
considerado, en principio, aptas para la localización de las ac­
tuaciones.

4. Durante el período señalado en el número 2 de este ar­
tículo se podrán formular alegaciones fundadas en defectuosa 
apreciación de la clasificación del suelo, falta de justificación 
de las actuaciones por disconformidad con lo prevenido en el 
Plan general o inadecuación de las zonas designadas para la 
actuación pretendida.

5. Transcurrido el plazo de información, la Entidad local o 
urbanística especial competente rechazará o aceptará la solici­
tud y, en éste último caso, acordará lo procedente en cuanto a 
formulación y ejecución del programa de actuación urbanís­
tica, de conformidad con las opciones señaladas en el artículo 
anterior.

Artículo 218.
1. De acuerdo con las previsiones del Plan general, podrán 

formularse y ejecutarse programas de actuación urbanística, 
a instancia de parte, sin previa convocatoria de concurso, 
cuando se trate de la urbanización de terrenos clasificados 
como suelo urbanizable no programado, destinados a instala­
ción de actividades productivas relevantes o de especial im­
portancia, así como para la formación de polígonos industriales.

2. La solicitud correspondiente podrá presentarse en la Cor­
poración local en cuyo territorio pretenda llevarse a cabo la 
actuación o, en su caso,. en la Entidad especial urbanística ac­
tuante.

3. En el supuesto previsto en este articulo, será preceptivo 
acuerdo del Consejo de Ministros, que adoptará la forma de 
Real Decreto, a propuesta del Ministro de Obras Públicas y Ur­
banismo y del competente por razón de la materia. La pro­
puesta se formulará previo informe de la Corporación o Cor­
poraciones locales afectadas, de la Comisión Central de Urba­
nismo y dictamen del Consejo de Estado

4. En el Real Decreto, acordado en Consejo de Ministros, se 
determinará:

a) La Entidad pública o persona privada, natural o jurídica, 
a quien directamente se adjudique la formulación y ejecución 
del programa de actuación urbanística.

b) Las obligaciones que debe cumplir el adjudicatario, que, 
como mínimo, serán las establecidas en el artículo 146, núme­
ro 3, de la Ley del Suelo.

CAPITULO III 

Formación y aprobación
Artículo 219.

1. Acordada la formulación y ejecución del programa de 
actuación urbanística mediante concurso, se redactarán las ba­
ses correspondientes, que habrán de contener las siguientes 
determinaciones:

a) Las zonas aptas para la localización de las actuaciones.
b) La magnitud de las superficies urbanizables.
c) Las exigencias mínimas de planeamiento en relación con 

las determinaciones y criterios que haya establecido el Plan ge­
neral.

d) Los usos generales a que se destina la actuación, estable­
ciendo, si fuera procedente, un esquema de zonificación o la 
distribución cuantitativa de aquéllos.

e) La obligación de los adjudicatarios de construir un por­
centaje de edificación en plazos determinados.

f) Los precios máximos de venta o alquiler de las edifica­
ciones, si se estima procedente.

g) Las garantías exigióles para responder tanto de la for­
mación del programa como de su ejecución, distinguiendo unas 
y otras.

h) Las sanciones que procedan en caso de incumplimiento.
i) Las demás circunstancias que configuren cada actuación.

2. Las obligaciones que deben asumir los adjudicatarios, en 
la ejecución de los programas de actuación urbanística, se es­
tablecerán también en las bases del concurso y se referirán a 
los siguientes aspectos:

a) Cesión gratuita a la Entidad local o, en su caso, a la 
urbanística especial competente, de los terrenos destinados a 
viales, parques y jardines públicos y demás servicios y dota­

ciones de interés general, con el alcance establecido en los ar­
tículos 12, 1, b), y 13, 2, b) y c), de la Ley del Suelo, o en 
cuantía mayor si así lo determinara el Organo urbanístico ac­
tuante.

b) Construcción de la red viaria completa de la zona de 
actuación y de las redes de abastecimiento de agua y energía 
eléctrica, saneamiento, alumbrado público y demás servicios 
que, en su caso, se prevean.

c) Construcción de las necesarias conexiones, en el exterior 
de la zona de actuación, entre las redes señaladas en el número 
anterior y las generales del territorio.

d) Previsión y ejecución del equipamiento adecuado a las 
dimensiones y finalidad de la actuación. Tratándose de uso re­
sidencial, consistirán como mínimo en la creación de espacios 
verdes públicos, incluidas la plantación de arbolado y jardinería 
en ellos y en los viales, si se previera, y en la construcción de 
Centros docentes, sociales y comerciales.

el Cesión gratuita del 10 por 10o del aprovechamiento me­
dio establecido para el territorio o zona a que se refiera la ac­
tuación, con su correspondiente suelo, una vez descontadas las 
cesiones del apartado a) de este número. Esta cesión podrá ser 
sustituida, si así constare en el acuerdo aprobatorio de las 
bases, por las mayores obligaciones que estableciera la Entidad 
actuante.

f) Cualesquiera otras obligaciones que la Entidad local o ur­
banística especial dispusiere en función del destino de la actua­
ción o de la relación entre ella y el suelo urbano o urbanizable 
programado, aunque tales obligaciones hubieran de cumplirse 
fuera del ámbito territorial concreto a que afecte la unidad que 
se programe.

3. Respecto a las obligaciones de planeamiento a cargo de 
los adjudicatarios, las bases establecerán las siguientes:

a) Acompañar a la oferta un avance de planeamiento.
b) Presentar en el plazo que se establezca el programa de 

actuación urbanística y, asimismo, el Plan parcial que lo des­
arrolle, si se hubiere de ejecutar en una sola etapa, o el primero 
de los Planes parciales, si se previera la ejecución en varias 
etapas.

c) Completar el planeamiento en los plazos que se señalen 
o, en su defecto, en función del programa de actuación urba­
nística, redactando y presentando los correspondientes Planes 
parciales y proyectos de urbanización, así como los documentos 
relativos a la reparcelación si procediere.

d) Incluir los programas de edificación.

Articulo 220.
1. Elaboradas las bases, la Entidad local o urbanística es­

pecial que las haya redactado otorgará su aprobación inicial, 
sometiéndolas a información pública por plazo de un mes, me­
diante inserción de anuncio en el «Boletín Oficial» de la provin­
cia o provincias a que afecte la actuación. Igualmente deberá 
publicarse el anuncio al menos en Uno de los periódicos de 
mayor circulación de la provincia o provincias afectadas.

2. Transcurrido el plazo señalado en el número 1 de este 
artículo, las bases rectoras del concurso se aprobarán pro­
visionalmente con las rectificaciones que procedan, y se ele­
varán al Ministro de Obras Públicas y Urbanismo, si afectan a 
capitales de provincia o Municipios de más de 50.000 habitan­
tes, y a la Comisión Provincial de Urbanismo, en los demás 
casos.

3. En el plazo y con las condiciones establecidas en el ar­
tículo 41, números 2 y 3, de la Ley del Suelo, el Ministro da 
Obras Públicas y Urbanismo o la Comisión Provincial de Ur­
banismo deberá dictar la resolución que corresponda respecto a 
la aprobación definitiva de las bases.

Artículo 221.
1. Aprobadas las bases, se convocará el correspondiente 

concurso, con un plazo mínimo de dos meses y máximo de 
cuatro para la presentación de ofertas y del avance de planea­
miento.

2. Los concursantes, en sus ofertas, podrán mejorar las 
condiciones establecidas en las bases, tanto en los aspectos téc­
nicos como en los económicos, haciendo constar, razonadamen­
te, en qué consisten esas mejoras.

3. La adjudicación del concurso se producirá dentro del 
plazo de cuatro meses, contado a partir de la fecha de la aper­
tura de las proposiciones. En el acuerdo de adjudicación del 
concurso se determinará el sistema de actuación aplicable, si no 
hubiere sido establecido en las bases. En el mismo acuerdo se 
aprobará el avance de planeamiento, con las modificaciones 
que, en su caso, procedieran.



4. La adjudicación del concurso se otorgará por la misma 
Entidad que lo convocó.

Artículo 222.

1. El adjudicatario del concurso presentará, en el plazo es­
tablecido en las bases, el correspondiente programa de actua­
ción urbanística, de acuerdo con el avance de planeamiento 
aprobado.

2. Las reglas de competencia y procedimiento para la tra­
mitación y aprobación de los programas de actuación urbanís­
tica serán las establecidas para los Planes parciales.

3. Las Entidades locales o urbanísticas especiales sólo po­
drán denegar la aprobación inicial o provisional del programa 
de actuación urbanística cuando no se ajuste a los requisitos 
contenidos en las bases o a las determinaciones del Plan ge­
neral. Podrán suspender el trámite hasta que se complete el 
expediente si faltare alguno de los documentos preceptivos seña­
lados en las bases.

4. La falta de presentación del programa dentro del plazo 
establecido en las bases dará lugar a la resolución de la situa­
ción constituida.

Artículo 223.

1. La formulación del programa de actuación urbanística 
directamente por la propia Administración actuante se someterá 
a las mismas normas de competencia y procedimiento para su 
tramitación y aprobación que en los supuestos de convocatoria 
de concurso.

2. Asimismo se aplicarán las mismas reglas de competen­
cias y procedimiento cuando se trate del supuesto excepcional 
previsto en el número 2 del articulo 149 de la Ley del Suelo.

CAPITULO IV

Ejecución de los programas de actuación urbanística 

Artículo 224.

1. Las determinaciones de los programas de actuación ur­
banística se desarrollarán mediante la formulación de los co­
rrespondientes Planes parciales, cuya aprobación podrá ser si­
multánea a la de aquéllos.

En todo caso, se tramitarán y aprobarán conjuntamente el 
programa de actuación urbanística y el Plan parcial de la pri­
mera etapa o, en su caso, el de la única etapa que resulte 
prevista en el programa.

2. La ejecución de los Planes parciales se ajustará al sis­
tema de actuación que se haya establecido. Los adjudicatarios, 
en todo caso, se obligan a cumplir las obligaciones que, no 
hallándose especificadas en las bases, sean consecuencia del 
sistema aplicable.

3. En la ejecución de los sistemas generales que afecten a 
los enlaces con los del resto del Municipio o Municipios en que 
se localice la actuación, se podrá utilizar la expropiación con 
independencia del sistema de actuación que se haya establecido 
para la ejecución del programa de actuación urbanística en su 
ámbito territorial propio.

Artículo 225.

1. La Administración actuante dispondrá de las facultades 
precisas para vigilar e inspeccionar las obras de urbanización 
y, en su caso, las de edificación, así como para fiscalizar la 
contabilidad de los adjudicatarios en los supuestos de que las 
bases establecieran precios máximos de venta de terrenos o de 
edificaciones o alquiler de las mismas.

2. La oposición del adjudicatario al ejercicio de tales facul­
tades de la Administración podrá presumirse como incumpli­
miento grave de las obligaciones contraídas, con los efectos 
señalados en el artículo 227, 1, de este Reglamento. En todo caso 
la resistencia será sancionada económicamente, sin perjuicio de 
las demás atribuciones de la Administración.

Artículo 226.

1. La aprobación de un programa de actuación urbanística 
implicará la declaración de utilidad pública y la necesidad de 
ocupación a los efectos de expropiación forzosa, no solamente 
del ámbito territorial concreto para el que se formuló, sino 
también de los terrenos necesarios para el enlace de la zona 
de actuación con los correspondientes elementos de los sistemas 
generales existentes en el exterior.

2. Para las actuaciones expropiatorias, cuando fueren nece­
sarias, se seguirá el procedimiento establecido en la Ley del 
Suelo y en este Reglamento.

Artículo 227.

1. El incumplimiento por los adjudicatarios de las obliga­
ciones en la ejecución de los programas de actuación urbanística 
dará lugar a la caducidad del programa con relación a la 
parte pendiente de ejecución, sin perjuicio de las sanciones 
que procedan.

2. No obstante, si el incumplimiento de las obligaciones fuera 
calificado de leve, el adjudicatario podrá proseguir su ejecución 
si se garantiza su observancia suficientemente, a juicio de la 
Administración actuante.

3. Las Entidades locales o urbanísticas especiales, cuando 
se haya resuelto la relación constituida con el adjudicatario de 
un programa de actuación urbanística, podrán acordar la eje­
cución directa respecto de la parte que haya quedado pendiente 
o convocar nuevo concurso para adjudicar lo que reste por 
ejecutar del programa. En tal concurso no se admitirán ofertas 
para programar otras zonas del territorio.

4. La Entidad administrativa que convocó el concurso podrá 
asumir la ejecución a título sustitutorio en caso de incumpli­
miento del adjudicatario, cargándole los gastos que se pro­
duzcan. El importe de estos gastos será exigible por vía de 
apremio.

5. Cuando el incumplimiento consistiera en la percepción 
de precios de suelo o de edificación superiores a los señalados 
en las bases, se impondrá la multa que proceda, con indepen­
dencia de pasar el tanto de culpa a los Tribunales de Justicia, 
y sin perjuicio de la devolución a los adquirentes de lo cobrado 
indebida o excesivamente.

MINISTERIO DE TRABAJO

3067 RESOLUCION de la Dirección General de Trabajo 
por la que se homologa el Convenio General para 
la Industria Química Española.

Visto el expediente de Convenio Colectivo de trabajo sus­
crito por la Federación Empresarial de la Industria Química 
Española (FEIQUE) y los representantes de la Federación Es­
tatal de Industria Química pertenecientes a la Confederación 
Sindical de Comisiones Obreras y la Federación Estatal de 
Químicas de la Unión General de Trabajadores, y

Resultando que con fecha 30 de octubre de 1978 las partes 
que se indican acordaron un Convenio Colectivo de trabajo 
cuyo ámbito se expresará después, y que el 16 de noviembre 
de 1978 sometieron su texto a la preceptiva homologación por 
esta Dirección General de Trabajo.

Resultando que con fecha 20 de noviembre de 1978 se dictó 
por este Centro Directivo providencia por la que se suspendió 
el plazo previsto para homologación en el artículo 14 de la 
Ley 38/1973, de 19 de diciembre, sobre Convenios Colectivos 
en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3.º, ,2, del Real 
Decreto 3287/1977, de 19 de diciembre.

Resultando que el indicado Convenio, previo el preceptivo 
informe económico, se sometió a la consideración de la Comi­
sión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos la cual 
decidió que en todo caso en la Resolución homologatoria de­
bería incluirse la siguiente cláusula: Los conceptos que se 
detraen de la masa salarial bruta aludidos en el articulo 31 
del Convenio se entiende que en su conjunto también están 
sujetos al crecimiento máximo del 20 por 100 en 1978 respecto 
a 1977. En caso de que el crecimiento del concepto Seguridad 
Social a cargo de la empresa sea superior al 22 por 100 y 
hasta dicho 22 por 100 se cargará en la masa salarial repar­
tible, mientras que si es inferior al mencionado 22 por 100 
la diferencia se podrá incorporar en la cantidad a repartir.»

Resultando que se han recibido en esta Dirección General 
numerosos escritos de representaciones sindicales y de em­
presas manifestando que mostraban su disconformidad con 
lo pactado por lo que se solicitaba la homologación del Con­
venio por no haber participado en la deliberación y acuerdo 
del mismo.

Resultando que al objeto de identificar jurídicamente a 
las partes, con fecha 13 de diciembre de 1978, con reiteración 
el día 21 del mismo mes y año se pidió a FEIQUE prueba 
documental del depósito de los estatutos, cuyo acto, y con­
forme al artículo 3 de la Ley 19/1977, de 1 de abril, adquirió 
personalidad jurídica y plena capacidad de obrar como aso­
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